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 Estimados lectores, es un placer saludarlos en esta Edición Especial, gracias 
a una iniciativa y convocatoria del Maestro Alberto del Castillo del Valle,  varios de 
nuestros colaboradores e invitados especiales, logramos recopilar interesantes tex-
tos con motivo del mes del amparo que se celebra en agosto, dejo un fragmento de 
la colaboración de nuestro amigo, el Mtro. Irving Ambriz Gaytán “ Vivimos el mes 
del amparo mexicano, dado que en agosto no sólo nació Manuel Crescencio García 
Rejón y Alcalá, sino que también se conmemora el natalicio de Don Ignacio L. Val-
larta; incluso, se dictó la primera sentencia de amparo, en un agosto de 1849; sin 
soslayar que, en un agosto -pero de 1881- se publicó el libro: “El Juicio de Amparo 
y el Writ of Habeas Corpus” del jurista porfirista ya citado”.
En estilo de vida autos, gastronomía, turismo, hogar, recomendaciones de libros, 
moda, skin care y mucho más, no olviden suscribirse en www.grupomultimediale-
gal.com y obtener el material adicional de nuestros programas legal y estilo de vida.

“Cuando la lucha entre facciones es intensa, el político se interesa, no por todo 
el pueblo, sino por el sector a que él pertenece. Los demás son, a su juicio,

extranjeros, enemigos, incluso piratas”
Macaulay, Thomas

CARTA DEL EDITOR

Edox, la reconocida 
casa relojera suiza 
con más de 140 años de legado 
presenta el Skydiver Chrono-
graph, una edición limitada a 
1,000 unidades que combina 
la funcionalidad de un reloj de 
buceo con un diseño contempo-
ráneo de inspiración militar.

La colección SkyDiver nació en 
la década de 1970, inspirada en 
un reloj diseñado originalmente 
para paracaidistas militares sui-
zos. Hoy, esta colección rinde 
homenaje a su legado militar y 
aventurero, integrando tecnolo-
gía moderna con una estética de 
estilo vintage y alma deportiva. 

El Edox Skydiver Chronogra-
ph está pensado para hombres 
con un estilo activo y elegan-
te, apasionados por los relojes 
funcionales, el diseño clásico y 
las aventuras con propósito. Es 
el accesorio ideal para quienes 
buscan resistencia, precisión y 
carácter en una sola pieza.

Con una caja de 40mm de diá-
metro y 13.9mm de altura en 
acero inoxidable, este modelo 
presenta acabados cepillados y 
pulidos que realzan su carácter 
técnico y sofisticado. En su inte-
rior alberga un movimiento de 
cuarzo suizo Caliber 101 (Ron-
da 5021.D) que incorpora fun-
ciones de cronógrafo y fecha.

El cristal abombado de zafiro 
ofrece una alta resistencia a los 
arañazos, mientras que su re-
sistencia al agua de 300 metros 
(30 ATM), así como su herme-
ticidad, está asegurada por una 
corona, pulsadores y fondo 
atornillados distintivo de Edox. 
Se entrega con un brazalete de 
acero inoxidable con cierre des-
plegable doble y una correa adi-
cional de piel, todo presentado 
en un estuche de viaje especial.

Edición especial y exclusivi-
dad
Con sólo 1,000 piezas numera-
das, este modelo robusto y fun-
cional es una pieza de colección 
para quienes valoran la preci-
sión suiza, el diseño técnico y la 
exclusividad. Su presentación 
lo convierte además en una ex-
celente opción de regalo. 

SKYDRIVER
CHRONOGRAPH
Aventura en el aire con precisión suiza-edox

Ad-Hoc   
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Ángel Brito 
Maestro en Derecho Procesal Penal.

Especialista en el Nuevo Sistema 
Penal Acusatorio en México.

Abogado Postulante 
en Materia Penal. 

Especialidad y especialización en el sistema 
integral de justicia penal para adolescentes

La especialidad y especializa-
ción en el sistema integral de 
justicia penal para adolescen-

tes se enmarca en el ámbito legal y 
social enfocado en los jóvenes que 
han cometido algún tipo de delito. 
Este enfoque se centra en entender 
las particularidades y necesidades 
de los adolescentes en conflicto 
con la ley, considerando su proceso 
de desarrollo, contexto familiar y
social.

Los profesionales que se especia-
lizan en este campo suelen tener 
un enfoque más empático y reha-
bilitador, buscando alternativas al 
internamiento y promoviendo la 
reinserción social de los jóvenes 
infractores. Esto puede incluir pro-
gramas de prevención del delito, 
asesoramiento psicológico, media-
ción comunitaria y otras acciones 
destinadas a fomentar la resolución 
pacífica de conflictos y la rehabilita-
ción de los adolescentes involucra-
dos en el sistema de justicia.

La Ley Nacional Sistema Integral 
de Justicia Penal para Adolecentes, 
en sus artículos 23, 63 y 64 delimita 
el principio de especialización de 
los organos y operadores del Siste-
ma Integral de Justicia Penal para 
Adolecentes, al determinar que 
desde el inicio del procedimiento 
todas las actuaciones y diligencias 
estarán a cargo de órganos especia-
lizados en dicho sistema. 

Este principio se puede entender 
primeramente desde el punto de 
vista institucional: entendido des-
de un aspecto operativo, considera 
que el sistema deberá estar a cargo 
de instituciones, tribunales y auto-
ridades especializadas; en segundo 
termino, desde el punto de vista 
profesional, tomando en cuenta las 
cualidades específicas que deberán 

contener todas las autoridades y 
operadores del sistema, las cuales 
deberán estar formadas, capacita-
das y especializadas en el sistema y 
en temas afines.

En este sentido, podemos concluir 
que el concepto de especialización 
se encuentra directamente relacio-
nado con lo que se conoce como 
profesionalización.

La “especialidad del sistema” de 
acuerdo a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en la acción 
de inconstitucionalidad 37/2006, 
la reconoce como una jurisdicción 
especializada, siendo una garantía 
para el adolescente el debido pro-
ceso modalizado.

De acuerdo con esta postura, algu-
nos autores, como Mauricio Duce, 
(2014) delimitan que las personas 
adolescentes tienen derecho a un 
juzgamiento especializado funda-
mentado en el reforzamiento del 
debido proceso; una estructura 
procesal distinta a la justicia penal 
ordinaria y política amplia de di-
versificación de respuestas y desju-
dicialización de casos.

Los sistemas internacional e inte-
ramericano de protección a los de-
rechos humanos establecen como 
derecho del adolescente, el ser juz-
gado de manera diferenciada a las 
personas adultas, tal y como lo se-
ñalan en la OG No. 24 del CDN pe-
nal para adolescentes y en el infor-
me sobre Justicia juvenil y derechos 
humanos en las Américas (2011), en 
donde, entre otras cosas, analizan 
el principio de especialidad de los 
sistemas de justicia juvenil, donde 
estén involucrados los niños meno-
res de 18 años.

En armonía con el mismo, los

No debemos olvidar que la 
orden de aprehensión, es 
una forma de conducción 

del imputado a proceso, esta no 
implica una prisión preventiva, 
sino meramente la forma de con-
ducción del imputado y que debe 
reunir los requisitos que marca la 
constitución.

Para proteger los derechos huma-
nos de una persona que se ve afec-
tada por una orden judicial que 
pretende su detención, existe un 
recurso y es el amparo indirecto, 
que se interpone ante un juez de 
distrito, para obtener la protección 
de la justicia federal.

El juicio de amparo es un medio de 
control constitucional que busca 
proteger a los individuos de actos 
de autoridad que violen sus de-
rechos humanos. En este caso, se 
promueve para evitar la detención 
y proteger la libertad personal del 
individuo. La orden de aprehen-
sión, al ser un acto privativo de 
la libertad, puede ser impugnada 
a través del juicio de amparo para 
que un juez federal revise su lega-
lidad y determine si se ajusta a la 
Constitución y a las leyes. 

El amparo contra una orden de 
aprehensión procede cuando se 
cumplen ciertas condiciones: 

•	 Ilegalidad de la orden:
La orden de aprehensión debe 
ser ilegal, ya sea por falta de 
fundamentos legales, ausencia 
de pruebas suficientes, o por 
violar los derechos fundamen-
tales del imputado. 
•	 Interés jurídico:
El quejoso debe demostrar que 
tiene un interés jurídico en la 
protección de su libertad per-
sonal, es decir, que la orden de 
aprehensión le afecta directa-
mente. 
•	 Acto reclamado:
Se debe identificar claramente 

el acto reclamado (la orden de 
aprehensión) y la autoridad 
responsable de su emisión. 

La demanda de amparo debe tra-
mitarse conforme lo siguiente:

1. Se presenta una demanda 
de amparo ante un juez de dis-
trito, señalando el acto reclama-
do y la autoridad responsable, 
así como los hechos y funda-
mentos legales que sustentan la 
demanda. 
2. Se puede solicitar la sus-
pensión de la orden de apre-
hensión para evitar la deten-
ción mientras se resuelve el 
juicio de amparo. 
3. Se lleva a cabo una au-
diencia en la que se analizan las 
pruebas presentadas por ambas 
partes y se emite una sentencia. 
4. El juez de distrito pue-
de conceder el amparo, lo que 
implica dejar sin efectos la or-
den de aprehensión, o negarlo, 
confirmando la legalidad de la 
orden. 

Se debe tener en cuenta lo siguien-
te: 

•	 El juicio de amparo es un 
recurso legal complejo que re-
quiere la asesoría de un abo-
gado especializado en derecho 
penal y amparo. 
•	 La tramitación del amparo 
lleva tiempo y es importante 
conocer los plazos y requisitos 
establecidos por la ley. 
•	 La suspensión de la orden 
de aprehensión no es automáti-
ca y depende de la naturaleza 
del delito y de las circunstan-
cias del caso. 

En resumen, el amparo contra una 
orden de aprehensión es un recur-
so legal para proteger los derechos 
humanos a la libertad personal y 
asegurar que las órdenes de apre-
hensión se libren y ejecuten de 
acuerdo con la ley y la Constitu-
ción.

El amparo contra una orden de aprehensión

-edicta-Julio-20256



Chirey Motor México presenta Tiggo 7 PHEV CSH 2026, la 
primera SUV Súper Híbrida familiar en el mercado, un modelo 
que eleva el estándar del segmento al combinar eficiencia 
energética, diseño contemporáneo, tecnología de punta y 
seguridad integral. 
 
Impulsado por el exclusivo Sistema Súper Híbrido (CSH) de 
Chirey, este modelo integra un motor a gasolina 1.5L Turbo 
(DHE) de 134 HP y 162 lb-pie, acoplado a una transmisión 
híbrida dedicada (DHT) que entrega una potencia eléctrica 
de 201 HP y 229 lb-ft. Su batería LFP de 18.3 kWh, combinada 
con modos de manejo Normal, Eco y Sport, ofrece versatilidad 
para distintas condiciones de manejo. La tracción 2WD y la 
suspensión McPherson (delantera) y Multi-Link (trasera) 
garantizan un equilibrio óptimo entre confort y control. 

Llega a México el

Tiggo 7 PHEV CSH 2026,
el nuevo integrante de la familia Súper Híbrida 

Autos y no de vinculación



El diseño exterior incorpora una parrilla 
tridimensional con logo flotante, faros 
LED de marcha diurna, luces traseras 
con firma continua, y una fascia delan-
tera rediseñada que aporta robustez y 
modernidad. El interior, por su parte, se 
renueva con una consola central redise-
ñada, acabados premium, cargador ina-
lámbrico de 50W, luces ambientales con 
64 colores, asientos ventilados y calefac-
tables, y un sistema de sonido SONY® 
con ocho bocinas, creando una atmósfe-
ra pensada para el confort familiar. 
 
Con capacidad para adaptarse a cual-
quier estilo de vida, Tiggo 7 PHEV CSH 
2026 cuenta con una cajuela de 565 
litros, expandible hasta 1,396 litros con 
la segunda fila abatida, ofreciendo la 
versatilidad que las familias modernas 
buscan. 
 
La seguridad es parte fundamental de 
su propuesta. Este modelo incluye siete 
bolsas de aire, entre ellas una para ro-
dilla del conductor, y un conjunto de 16 
sistemas ADAS que elevan la confianza 
al conducir: cámara panorámica 540° 
HD, sensores de estacionamiento, freno 
electrónico de mano con AutoHold, 
y asistentes de ascenso y descenso de 
pendientes, entre otros. 
 
Tiggo 7 PHEV CSH 2026 también mar-
có un precedente en Latinoamérica al 
convertirse en el primer modelo híbrido 
en superar exitosamente el Scrapping 
Test, una exigente prueba que evalúa la 
resistencia estructural de la batería ante 
impactos directos. Durante este ensayo, 
el modelo circuló a 30 km/h sobre un 
obstáculo de 236 mm de altura, con una 
batería ubicada a 206 mm del suelo y 
un solapamiento vertical de 30 mm, 
sin comprometer su funcionamiento ni 
estructura. Este resultado refuerza la 
seguridad del sistema de batería LFP de 
18.3 kWh, que además cuenta con carga 
rápida en 20 minutos, protección IP68, 
y estructura reforzada con aluminio y 
acero de alta resistencia (780 MPa). 
 
Con un precio de lanzamiento de 
$629,900 MXN en versión Premium, 
Tiggo 7 PHEV CSH 2026 llega acompa-
ñado de beneficios comerciales exclu-
sivos. Durante los primeros tres meses, 
los clientes podrán acceder a: un año de 
mantenimiento sin costo, tasa preferen-
cial del 9.99% sin comisión por apertu-
ra, y un artículo premium (Caja Panda) 
para los primeros 500 compradores. 



Además, la experiencia del cliente no ter-
mina tras la compra. Gracias a la estrategia 

de postventa Coliving, Chirey ofrece una 
atención cercana, eficiente y sin complica-
ciones, con más de 160 puntos de servicio 
a nivel nacional, soporte técnico especiali-
zado y una plataforma digital de atención 

continua. 
 

“Y reitero, no me crean a mí, vayan a su 
distribuidor Chirey más cercano y com-

prueben ustedes mismos lo que representa 
el futuro de la innovación y la seguridad. 

Hoy Tiggo 7 PHEV CSH 2026 no sólo mar-
ca un nuevo estándar en eficiencia, también 
eleva la experiencia del cliente con una pos-
tventa diseñada para acompañarlos en todo 
momento.” — Svein Azcué, Vicepresidente 

de Operaciones, Chirey Motor México 
 

Tiggo 7 PHEV CSH 2026 es mucho más que 
una SUV híbrida: es el nuevo referente de 

movilidad familiar sustentable. 
 
 

Aviso importante: 
Este documento no debe considerarse una 
guía infalible sobre las especificaciones ac-
tuales o sobre su disponibilidad, ni tampo-
co constituye una oferta para la venta de un 
vehículo, pieza de repuesto o accesorio en 
concreto. 
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De la suspensión del acto reclamado
y la obligación de comparecer ante la

responsable como medida de aseguramiento

El control constitucional se ve 
amenazado con reformas a la 
Ley de Amparo que implican 

un retroceso a los derechos huma-
nos. El último guardián para el 
gobernado lo constituye esa figura 
jurídica mexicana reconocida in-
ternacionalmente. Uno de los ele-
mentos bajo acecho son los efectos 
de la suspensión del acto reclama-
do en tratándose de revisar la lega-
lidad de las formas de conducción. 
Ante ello y agradeciendo las invi-
taciones de Edicta y de mi amigo 
Doctor en Derecho Alberto del 
Castillo del Valle, es que propongo 
algunas interrogantes y aportacio-
nes sobre el tópico.

¿Puede la suspensión provisional en 
el juicio de amparo indirecto impedir 
la imposición de la prisión preventiva 
justificada cuando se trata de delitos 
que no ameritan prisión preventiva 
oficiosa?

¿Es válida la medida de aseguramien-
to que impone al quejoso la obligación 
de comparecer ante la autoridad res-
ponsable para la continuación del pro-
ceso penal?

¿Qué criterios jurisprudenciales ofre-
cen una interpretación más garantista 
de los derechos fundamentales del que-
joso durante la vigencia de la suspen-
sión provisional?

Los efectos de la suspensión dicta-
da en el juicio de amparo indirecto 
contra una orden de aprehensión 
han evolucionado. A través de cri-
terios jurisprudenciales, se aban-
dona la rigidez de los efectos pre-
vistos en el artículo 166 de la Ley 
de Amparo. El Pleno Regional en 
Materias Penal y de Trabajo de la 
Región Centro-Norte, con residen-
cia en la Ciudad de México, resol-
vió la contradicción de criterios 
79/2023, bajo el cuestionamiento 

de ¿Cuándo en el amparo indirecto 
se reclama una orden de aprehensión 
por un delito que no amerita prisión 
preventiva oficiosa, la suspensión con-
cedida impide o no que, durante su vi-
gencia, se imponga al quejoso prisión 
preventiva justificada como medida 
cautelar en el proceso del que derive el 
acto reclamado? Decantándose por 
la respuesta afirmativa, con base 
en los siguientes razonamientos.

El análisis parte del reconoci-
miento de la suspensión como un 
mecanismo cautelar fundamen-
tal para salvaguardar la libertad 
personal del quejoso durante la 
tramitación del juicio de amparo. 
Esta figura procesal no solo se en-
cuentra regulada en los artículos 
162 a 168 de la Ley de Amparo, 
sino que tiene respaldo constitu-
cional en el artículo 17 de la Cons-
titución Federal, así como en ins-
trumentos internacionales como 
el artículo 25.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Hu-
manos, que garantiza el derecho a 
un recurso judicial efectivo.

La contradicción de criterios giró en 
torno a si la suspensión concedida 
por el Juez de Amparo puede impe-
dir la ejecución de la prisión preven-
tiva justificada cuando esta se decre-
ta con motivo de la comparecencia 
del quejoso a la continuación del 
proceso penal, tratándose de delitos 
que no ameritan prisión preventiva 
oficiosa. Mientras el Segundo Tribu-
nal Colegiado del Vigésimo Cuarto 
Circuito sostenía que dicha medida, 
por derivar de una decisión judicial 
autónoma, no debía verse afectada 
por la suspensión, el Primer Tribu-
nal Colegiado en Materia Penal del 
Primer Circuito consideró que la 
suspensión debía tener efectos ma-
teriales, protegiendo efectivamente 
al quejoso frente a cualquier restric-
ción de su libertad.
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torno a si la suspensión concedida 
por el Juez de Amparo puede impe-
dir la ejecución de la prisión preven-
tiva justificada cuando esta se decre-
ta con motivo de la comparecencia 
del quejoso a la continuación del 
proceso penal, tratándose de delitos 
que no ameritan prisión preventiva 
oficiosa. Mientras el Segundo Tribu-
nal Colegiado del Vigésimo Cuarto 
Circuito sostenía que dicha medida, 
por derivar de una decisión judicial 
autónoma, no debía verse afectada 
por la suspensión, el Primer Tribu-
nal Colegiado en Materia Penal del 
Primer Circuito consideró que la 
suspensión debía tener efectos ma-
teriales, protegiendo efectivamente 
al quejoso frente a cualquier restric-
ción de su libertad.

El Pleno Regional resolvió que, en 
estos casos, la suspensión impide 
tanto la ejecución de la orden de 
aprehensión como la imposición 
de cualquier otra medida que im-
plique privación de la libertad, 
como la prisión preventiva justifi-
cada. El razonamiento se basa en 
que la suspensión debe garantizar 
que el quejoso quede a disposición 
del Juez de Amparo únicamente 
respecto de su libertad personal, 
sin ser privado de ella por resolu-
ciones del juez del proceso penal.

Se reconoce que el procedimien-
to penal puede continuar: pueden 
celebrarse audiencias, dictarse me-
didas cautelares e incluso desarro-
llarse etapas procesales posteriores. 
No obstante, la ejecución de medi-
das que impliquen detención que-
da jurídicamente imposibilitada 
mientras la suspensión esté vigen-
te, salvo que sea modificada, revo-
cada o incumplida por el quejoso.

El Juez de Amparo dispone de 
herramientas para garantizar la 
sujeción del quejoso al proceso 
penal, entre ellas, ordenar que se 
ponga a disposición de la autori-
dad responsable exclusivamente 
para los efectos de la continuación 
del proceso. Esta medida permite 
equilibrar el interés público en la 
administración de justicia penal 
con la necesidad de proteger la 
libertad personal como derecho 
humano fundamental.

Se consolidó jurisprudencialmen-
te que la suspensión provisional 
contra una orden de aprehensión 
por delito que no amerita prisión 
preventiva oficiosa impide la eje-
cución de la prisión preventiva 
justificada, incluso si esta es decre-
tada en audiencia inicial, siempre 
que la suspensión permanezca vi-
gente y el quejoso haya cumplido 
las condiciones impuestas. Este 
criterio se refleja en la jurispru-
dencia de rubro: SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL EN EL JUICIO DE 

AMPARO INDIRECTO. CUAN-
DO SE RECLAME UNA ORDEN 
DE APREHENSIÓN POR UN DE-
LITO QUE NO AMERITE PRI-
SIÓN PREVENTIVA OFICIOSA, 
EL ALCANCE DE LOS EFECTOS 
DE SU CONCESIÓN IMPIDE 
QUE DURANTE SU VIGENCIA 
EL QUEJOSO SEA PRIVADO DE 
LA LIBERTAD, AUNQUE EN EL 
PROCEDIMIENTO PENAL SE LE 
IMPONGA LA PRISIÓN PRE-
VENTIVA JUSTIFICADA.

El Pleno Regional en Materia Pe-
nal de la Región Centro-Sur, con 
residencia en San Andrés Cholula, 
Puebla, al resolver la contradicción 
de criterios 44/2023 concluyó que 
de conformidad con lo dispues-
to en los artículos 163 y 166, frac-
ción II, primer párrafo, de la Ley 
de Amparo, la suspensión provi-
sional otorgada en contra de una 
orden de aprehensión relativa a 
un delito que no amerita prisión 
preventiva oficiosa, produce como 
efecto jurídico que el quejoso per-
manezca a disposición del Juez de 
Distrito únicamente respecto a su 
libertad personal, y a disposición 
del juez penal responsable para la 
continuación del proceso. 

Se impide su detención en caso 
de que se le imponga una medi-
da cautelar restrictiva de libertad, 
pues el Juez de Amparo puede 
determinar medidas de asegura-
miento adecuadas para garantizar 
que el quejoso no eluda la acción 
de la justicia y comparezca ante el 
órgano jurisdiccional penal a fin 
de continuar el procedimiento. 

En este contexto, si el quejoso acu-
de ante el Juez de Control, este úl-
timo está facultado para imponer 
medidas cautelares, incluida la 
prisión preventiva justificada, ya 
que el desarrollo del proceso pe-
nal no se suspende. No obstante, 
en caso de dictarse dicha medida, 
no podrá ejecutarse mientras sub-
sista la suspensión, debido a que el

quejoso permanece bajo la custo-
dia del Juez de Distrito en cuanto 
a su libertad personal.

Interpretar lo contrario supondría 
que la suspensión provisional ca-
rece de eficacia real, ya que permi-
tiría la privación de la libertad del 
quejoso a pesar de que éste cum-
ple con las medidas dictadas por el 
Juez de Amparo, como su compa-
recencia voluntaria. Esto, además 
de generar inseguridad jurídica, 
desincentiva el cumplimiento de 
las condiciones impuestas por la 
autoridad federal y conlleva, en 
consecuencia, a la parálisis de los 
procedimientos penales. 

El razonamiento vertido por el Ple-
no Regional quedó plasmado en la 
jurisprudencia de rubro: SUSPEN-
SIÓN PROVISIONAL EN EL JUI-
CIO DE AMPARO INDIRECTO. 
CUANDO SE SOLICITA CONTRA 
LA ORDEN DE APREHENSIÓN 
POR DELITOS QUE NO AME-
RITAN PRISIÓN PREVENTIVA 
OFICIOSA, LOS EFECTOS DE 
SU CONCESIÓN IMPIDEN QUE 
EL QUEJOSO SEA DETENIDO 
CUANDO COMPARECE ANTE 
EL JUEZ DE CONTROL, AUN-
QUE SE AUTORICE COMO ME-
DIDA CAUTELAR LA PRISIÓN 
PREVENTIVA JUSTIFICADA.

Por cuanto hace a los delitos que 
sí ameritan prisión preventiva ofi-
ciosa y se insta el amparo en con-
tra de una orden de aprehensión 
librada por alguna de esas clasifi-
caciones jurídicas, el Pleno Regio-
nal en Materias Penal y de Traba-
jo de la Región Centro-Norte, con 
residencia en la Ciudad de Méxi-
co al resolver la contradicción de 
criterios 95/2023 concluyó que 
también debe concederse la sus-
pensión para el efecto de que el 
quejoso no sea detenido.

Los Tribunales Colegiados de Cir-
cuito que intervinieron en este caso 
sostuvieron posturas divergentes 
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PREVENTIVA JUSTIFICADA.

Por cuanto hace a los delitos que 
sí ameritan prisión preventiva ofi-
ciosa y se insta el amparo en con-
tra de una orden de aprehensión 
librada por alguna de esas clasifi-
caciones jurídicas, el Pleno Regio-
nal en Materias Penal y de Traba-
jo de la Región Centro-Norte, con 
residencia en la Ciudad de Méxi-
co al resolver la contradicción de 
criterios 95/2023 concluyó que 
también debe concederse la sus-
pensión para el efecto de que el 
quejoso no sea detenido.

Los Tribunales Colegiados de Cir-
cuito que intervinieron en este caso 
sostuvieron posturas divergentes 
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al resolver recursos de queja inter-
puestos contra resoluciones inci-
dentales relacionadas con los efec-
tos de la suspensión provisional 
solicitada respecto de órdenes de 
aprehensión dictadas por delitos 
que contemplan la prisión preven-
tiva oficiosa. 

Uno de los tribunales consideró 
que dicha figura es contraria a 
la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, por lo que 
inaplicó el artículo 166, fracción 
I, de la Ley de Amparo, y con 
fundamento en la fracción II del 
mismo artículo, otorgó la suspen-
sión provisional a efecto de que 
la persona quejosa no fuera dete-
nida hasta que se notificara a las 
autoridades responsables la reso-
lución que se emita sobre la sus-
pensión definitiva. 

En contraste, el otro tribunal esti-
mó que las disposiciones especia-
les contenidas en el artículo 166 
sí debían aplicarse, dado que las 
sentencias de la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos en los 
asuntos Tzompaxtle Tecpile y otros 
vs. México y García Rodríguez y otro 
vs. México impactan exclusivamen-
te en la prisión preventiva oficiosa, 
pero no afectan ni la validez de la 
orden de aprehensión ni el régi-
men legal de la suspensión previs-
to en la Ley de Amparo.
 
El Pleno Regional resolvió que en 
los casos en que se reclame me-
diante juicio de amparo indirecto 
una orden de aprehensión por un 
delito que contemple la prisión 
preventiva oficiosa, debe conce-
derse la suspensión provisional 
con el propósito de que, durante 
su vigencia, la persona quejosa no 
sea detenida.

Esta determinación se sustenta en 
la necesidad de aplicar una inter-
pretación pro persona, que favorezca 
en la mayor medida posible la pro-
tección de los derechos humanos, 

conforme al artículo 1° de la Cons-
titución. A partir de los principios 
de apariencia del buen derecho y 
peligro en la demora se advierte 
que las reglas generales en materia 
de suspensión no deben limitarse 
estrictamente al efecto señalado en 
la fracción I del artículo 166, ya que 
dicha aplicación literal no garan-
tiza una protección real y efectiva 
del derecho humano a la libertad 
personal.

Cabe destacar que esta interpreta-
ción no implica la paralización del 
proceso penal. Por el contrario, el 
Juez de Amparo puede conceder 
la suspensión con el fin de evitar 
la detención del quejoso y, al mis-
mo tiempo, imponer medidas que 
aseguren su presencia ante la auto-
ridad judicial. En este sentido, si el 
imputado se presenta voluntaria-
mente a la audiencia inicial, el juez 
de control conserva su facultad 
para imponer las medidas cautela-
res que considere pertinentes, in-
cluida la prisión preventiva justifi-
cada, si así lo solicita el Ministerio 
Público. Aun cuando se imponga 
esta medida, su ejecución queda-
rá suspendida en virtud de que el 
quejoso continúa bajo la jurisdic-
ción del Juez de Distrito exclusiva-
mente en lo relativo a su libertad 
personal, siempre que la suspen-
sión siga surtiendo efectos.

Los razonamientos del Pleno Re-
gional quedaron establecidos en la 
jurisprudencia de rubro: SUSPEN-
SIÓN PROVISIONAL EN AM-
PARO INDIRECTO. DEBE CON-
CEDERSE PARA EL EFECTO DE 
QUE LA PARTE QUEJOSA NO 
SEA DETENIDA, CUANDO RE-
CLAME LA ORDEN DE APRE-
HENSIÓN POR DELITOS QUE 
AMERITEN PRISIÓN PREVEN-
TIVA OFICIOSA.

Los criterios expuestos coinciden 
en tres elementos fundamentales: 
i) es posible ampliar los efectos 
previstos en el artículo 166 de la 

Ley de Amparo; ii) tratándose de la 
suspensión emitida en un amparo 
indirecto instado contra una orden 
de aprehensión, los efectos deben 
abarcar que el quejoso no pueda ser 
detenido aun cuando se le impon-
ga una medida cautelar privativa 
de libertad y; iii) como parte de las 
medidas de aseguramiento se debe 
imponer que el quejoso comparez-
ca ante la autoridad responsable 
para los efectos de la continuación 
del proceso penal.

El Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Segundo Cir-
cuito estableció un criterio di-
vergente respecto a la medida de 
aseguramiento consistente en que 
el quejoso se ponga a disposición 
de la autoridad responsable para 
los efectos de la continuación del 
proceso penal. A diferencia de lo 
sostenido por los Plenos Regiona-
les, ese órgano colegiado establece 
que dicha medida no sólo excede 
el marco normativo de la Ley de 
Amparo, sino que puede resultar 
contraria a la propia finalidad del 
juicio de garantías.

De acuerdo con el análisis reali-
zado en las resoluciones que in-
tegran los expedientes 329/2023, 
169/2023 y 315/2023, el tribunal 
afirma que imponer al quejoso la 
obligación de comparecer ante la 
autoridad responsable constituye 
una condición que no está previs-
ta en el artículo 166 de la Ley de 
Amparo. En este sentido, subraya 
que el marco legal no condiciona la 
efectividad de la suspensión al he-
cho de que el promovente compa-
rezca dentro de determinado pla-
zo ante el juez del proceso penal. 
Por tanto, cualquier exigencia en 
ese sentido representa una amplia-
ción indebida del contenido legal.

El tribunal enfatiza que obligar al 
quejoso a presentarse ante la auto-
ridad que emitió la orden de apre-
hensión vulnera el objeto mismo 
de la suspensión provisional, cuyo 
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al resolver recursos de queja inter-
puestos contra resoluciones inci-
dentales relacionadas con los efec-
tos de la suspensión provisional 
solicitada respecto de órdenes de 
aprehensión dictadas por delitos 
que contemplan la prisión preven-
tiva oficiosa. 

Uno de los tribunales consideró 
que dicha figura es contraria a 
la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, por lo que 
inaplicó el artículo 166, fracción 
I, de la Ley de Amparo, y con 
fundamento en la fracción II del 
mismo artículo, otorgó la suspen-
sión provisional a efecto de que 
la persona quejosa no fuera dete-
nida hasta que se notificara a las 
autoridades responsables la reso-
lución que se emita sobre la sus-
pensión definitiva. 

En contraste, el otro tribunal esti-
mó que las disposiciones especia-
les contenidas en el artículo 166 
sí debían aplicarse, dado que las 
sentencias de la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos en los 
asuntos Tzompaxtle Tecpile y otros 
vs. México y García Rodríguez y otro 
vs. México impactan exclusivamen-
te en la prisión preventiva oficiosa, 
pero no afectan ni la validez de la 
orden de aprehensión ni el régi-
men legal de la suspensión previs-
to en la Ley de Amparo.
 
El Pleno Regional resolvió que en 
los casos en que se reclame me-
diante juicio de amparo indirecto 
una orden de aprehensión por un 
delito que contemple la prisión 
preventiva oficiosa, debe conce-
derse la suspensión provisional 
con el propósito de que, durante 
su vigencia, la persona quejosa no 
sea detenida.

Esta determinación se sustenta en 
la necesidad de aplicar una inter-
pretación pro persona, que favorezca 
en la mayor medida posible la pro-
tección de los derechos humanos, 

conforme al artículo 1° de la Cons-
titución. A partir de los principios 
de apariencia del buen derecho y 
peligro en la demora se advierte 
que las reglas generales en materia 
de suspensión no deben limitarse 
estrictamente al efecto señalado en 
la fracción I del artículo 166, ya que 
dicha aplicación literal no garan-
tiza una protección real y efectiva 
del derecho humano a la libertad 
personal.

Cabe destacar que esta interpreta-
ción no implica la paralización del 
proceso penal. Por el contrario, el 
Juez de Amparo puede conceder 
la suspensión con el fin de evitar 
la detención del quejoso y, al mis-
mo tiempo, imponer medidas que 
aseguren su presencia ante la auto-
ridad judicial. En este sentido, si el 
imputado se presenta voluntaria-
mente a la audiencia inicial, el juez 
de control conserva su facultad 
para imponer las medidas cautela-
res que considere pertinentes, in-
cluida la prisión preventiva justifi-
cada, si así lo solicita el Ministerio 
Público. Aun cuando se imponga 
esta medida, su ejecución queda-
rá suspendida en virtud de que el 
quejoso continúa bajo la jurisdic-
ción del Juez de Distrito exclusiva-
mente en lo relativo a su libertad 
personal, siempre que la suspen-
sión siga surtiendo efectos.

Los razonamientos del Pleno Re-
gional quedaron establecidos en la 
jurisprudencia de rubro: SUSPEN-
SIÓN PROVISIONAL EN AM-
PARO INDIRECTO. DEBE CON-
CEDERSE PARA EL EFECTO DE 
QUE LA PARTE QUEJOSA NO 
SEA DETENIDA, CUANDO RE-
CLAME LA ORDEN DE APRE-
HENSIÓN POR DELITOS QUE 
AMERITEN PRISIÓN PREVEN-
TIVA OFICIOSA.

Los criterios expuestos coinciden 
en tres elementos fundamentales: 
i) es posible ampliar los efectos 
previstos en el artículo 166 de la 

Ley de Amparo; ii) tratándose de la 
suspensión emitida en un amparo 
indirecto instado contra una orden 
de aprehensión, los efectos deben 
abarcar que el quejoso no pueda ser 
detenido aun cuando se le impon-
ga una medida cautelar privativa 
de libertad y; iii) como parte de las 
medidas de aseguramiento se debe 
imponer que el quejoso comparez-
ca ante la autoridad responsable 
para los efectos de la continuación 
del proceso penal.

El Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Segundo Cir-
cuito estableció un criterio di-
vergente respecto a la medida de 
aseguramiento consistente en que 
el quejoso se ponga a disposición 
de la autoridad responsable para 
los efectos de la continuación del 
proceso penal. A diferencia de lo 
sostenido por los Plenos Regiona-
les, ese órgano colegiado establece 
que dicha medida no sólo excede 
el marco normativo de la Ley de 
Amparo, sino que puede resultar 
contraria a la propia finalidad del 
juicio de garantías.

De acuerdo con el análisis reali-
zado en las resoluciones que in-
tegran los expedientes 329/2023, 
169/2023 y 315/2023, el tribunal 
afirma que imponer al quejoso la 
obligación de comparecer ante la 
autoridad responsable constituye 
una condición que no está previs-
ta en el artículo 166 de la Ley de 
Amparo. En este sentido, subraya 
que el marco legal no condiciona la 
efectividad de la suspensión al he-
cho de que el promovente compa-
rezca dentro de determinado pla-
zo ante el juez del proceso penal. 
Por tanto, cualquier exigencia en 
ese sentido representa una amplia-
ción indebida del contenido legal.

El tribunal enfatiza que obligar al 
quejoso a presentarse ante la auto-
ridad que emitió la orden de apre-
hensión vulnera el objeto mismo 
de la suspensión provisional, cuyo 

fin es precisamente evitar la deten-
ción arbitraria y preservar la liber-
tad personal del quejoso mientras 
se resuelve de fondo la controver-
sia constitucional. En este contex-
to, la comparecencia ante la auto-
ridad que pretende ejecutar el acto 
reclamado podría hacer nugatoria 
la protección cautelar, convirtién-
dose en un trámite puramente for-
mal que expone al quejoso a una 
privación de libertad inmediata.

Desde una perspectiva de dere-
chos humanos, el tribunal sos-
tiene que imponer dicha medida 
también violaría el principio pro 
persona previsto en el artículo 1° 
constitucional y los estándares 
internacionales contenidos en la 
Convención Americana sobre De-
rechos Humanos. La suspensión, 
para ser efectiva, debe tener un 
alcance real y material, y ello exi-
ge que se preserve plenamente la 
libertad del quejoso durante su vi-
gencia, sin condicionar su ejercicio 
a actos que lo coloquen en una si-
tuación de riesgo procesal o físico.

En lugar de imponer comparecen-
cias ante el juez, el tribunal reco-
noce que existen otras medidas de 
aseguramiento menos gravosas, 
que permiten al órgano de amparo 
garantizar la sujeción del quejoso al 
procedimiento, tales como la pre-
sentación periódica ante el juzga-
do de distrito, la exhibición de una 
garantía económica o incluso la 
colocación de un localizador elec-
trónico. Estas alternativas resultan 
más proporcionales y adecuadas 
al fin perseguido: evitar la evasión 
del imputado sin comprometer su 
libertad de forma anticipada.

Se advierte que establecer como 
condición la comparecencia del 
quejoso ante el Juez de Control 
introduce una tensión entre juris-
dicciones que puede traducirse en 
inseguridad jurídica. Esto es parti-
cularmente relevante cuando el ór-
gano penal, al advertir la presencia 

del imputado, decide imponer una 
medida cautelar privativa de liber-
tad que no puede ejecutarse por 
la existencia de la suspensión. Tal 
situación genera confusión proce-
sal, incertidumbre para las partes 
y obstaculiza la correcta adminis-
tración de justicia.

La postura del Primer Tribunal 
Colegiado también se sustenta en 
una interpretación sistemática del 
artículo 162 de la Ley de Amparo, 
el cual faculta al juez de garantías 
para tomar medidas que aseguren 
que el quejoso no se sustraiga de 
la acción de la justicia. Entre estas 
medidas se incluyen expresamen-
te la obligación de presentarse 
ante el órgano de amparo y com-
parecer cuantas veces sea requeri-
do, sin que ello implique necesa-
riamente la comparecencia ante el 
órgano del proceso penal. Así, la 
sujeción procesal se mantiene sin 
menoscabar los derechos funda-
mentales del quejoso.

Este enfoque privilegia la eficacia 
del juicio de amparo como medio 
de control constitucional y me-
canismo de protección inmediata 
frente a actos de imposible repa-
ración, sin incurrir en excesos o 
en distorsiones del régimen legal 
de la suspensión. Al excluir la exi-
gencia de presentarse ante la au-
toridad responsable, se evita una 
formalidad que pone en riesgo la 
finalidad última del juicio de ga-
rantías: salvaguardar la libertad 
personal y garantizar el acceso a 
una tutela judicial efectiva.

El criterio sostenido por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Pe-
nal del Segundo Circuito evidencia 
un necesario contrapeso frente a 
posibles excesos judiciales, subra-
yando que la protección de los de-
rechos fundamentales debe preva-
lecer incluso frente a argumentos 
de conveniencia procesal. La sus-
pensión, como medida excepcio-
nalísima, debe ser interpretada de 

manera amplia y garantista, parti-
cularmente cuando está en juego la 
libertad personal del individuo.

Del análisis de las posturas que 
sostienen los Plenos Regionales y 
el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Segundo Cir-
cuito, se puede observar que los 
efectos de la suspensión dictada en 
un Juicio de Amparo Indirecto en 
contra de actos emitidos dentro de 
un procedimiento penal que afec-
ten la libertad personal del quejoso 
han generado un debate sobre el 
alcance que pueden tener las me-
didas de aseguramiento impuestas 
por el Juez de Amparo para asegu-
rar que la persona investigada no 
evada la acción de la justicia y se 
presente al proceso penal para su 
continuación.

Como se plasmó con anterioridad, 
los Plenos Regionales han adop-
tado una postura “progresista” 
al ampliar los efectos de la sus-
pensión en el Juicio de Amparo 
Indirecto; no obstante, es el razo-
namiento expuesto por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Segundo Circuito el que 
garantiza a cabalidad una inter-
pretación pro persona en apegada a 
la finalidad del juicio de amparo: 
reparar las violaciones a derechos 
humanos cometidas por actos de 
autoridad.

El enfoque de los Plenos Regiona-
les a pesar de reconocer que el pro-
pósito de la suspensión otorgada 
en el Juicio de Amparo Indirecto 
cuando se reclama el libramiento 
de una orden de aprehensión por 
delitos que no ameritan prisión 
preventiva oficiosa es evitar actos 
que impliquen que la persona in-
vestigada sea detenida mientras 
esta siga vigente, impone la obli-
gación al quejoso de comparecer 
ante la autoridad responsable para 
garantizar la continuación de la 
audiencia.
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La exigencia de que la parte que-
josa deba comparecer ante la au-
toridad judicial dentro de un de-
terminado plazo con la finalidad 
de salvaguardar los derechos de 
todas las partes dentro del proce-
so penal es una interpretación que 
pudiera tornarse inconvencional al 
contravenir los derechos humanos 
del quejoso a la libertad y protec-
ción judicial, derechos humanos 
contemplados en los artículos 7.6 y 
25.1 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos.

Además, esta obligación puede re-
sultar en que la parte quejosa que-
de a disposición del Juez de Con-
trol y este decrete su detención 
mediante la imposición a aquella 
de la medida cautelar de prisión 
preventiva justificada, generando 
que la suspensión decretada en el 
Juicio de Amparo quede sin efec-
tos al producirse un cambio en 
la situación jurídica, provocando 
que lejos de que pueda llevarse 
a cabo un análisis respecto de la 
constitucionalidad de la orden de 
aprehensión, se consume la viola-
ción reclamada.

El razonamiento de los Plenos Re-
gionales al sostener que la parte 
quejosa debe comparecer dentro 
de un determinado plazo ante la 
autoridad judicial responsable 
puede ocasionar violaciones irre-
parables a los derechos humanos 
de quienes soliciten el amparo y la 
suspensión del acto reclamado.

Frente a esta circunstancia, el Pri-
mer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Segundo Circuito, como 
se puede observar en los párrafos 
que anteceden, adoptó una postura 
acorde con el principio pro persona 
y los estándares internacionales. 
Su razonamiento, además de prote-
ger de forma efectiva la libertad del 
quejoso, rechaza que el órgano de 
amparo deba obligar a este a presen-
tarse ante la autoridad responsable 
como medida de aseguramiento.

El argumento sostenido por el Pri-
mer Tribunal Colegiado de otorgar 
al Juez de Amparo la facultad de 
dictar las medidas de asegura-
miento que estime convenientes 
para garantizar que el quejoso no 
evada la acción de la justicia y se 
presente al proceso penal, parte de 
la premisa de que no se debe llegar 
al extremo de obligar al quejoso a 
comparecer ante la autoridad res-
ponsable dentro de un plazo deter-
minado, toda vez que este requi-
sito no está previsto en la Ley de 
Amparo, a diferencia de la diversa 
abrogada, que sí establecía esta re-
gla en particular.

Cualquier interpretación que im-
ponga esta obligación representa 
una extensión indebida del con-
tenido de la Ley de Amparo, cir-
cunstancia que es contraria a los 
derechos a la libertad personal y a 
la protección judicial del quejoso. 
Por ello, es que los Jueces de Am-
paro deben decantarse por medi-
das de aseguramiento que garan-
ticen la presencia del quejoso en el 
proceso penal y a su vez, que no 
pongan en riesgo los efectos de la 
suspensión otorgada.

Resulta necesario replantear el 
papel del Juez de Amparo como 
garante de la legalidad y consti-
tucionalidad de lo actuado dentro 
del proceso penal y como defen-
sor de los derechos humanos de 
las personas, especialmente cuan-
do se trata de salvaguardar el de-
recho a la libertad personal del 
quejoso durante la tramitación del 
juicio de amparo.

La exigencia de comparecencia 
ante el Juez de Control, si bien 
puede justificarse con la conti-
nuación del proceso penal, resulta 
excesiva a la luz del principio pro 
persona; es decir, es contrario a las 
finalidades del Juicio de Amparo 
cuando se reclama una orden de 
aprehensión y que la suspensión 
otorgada suponga para el quejoso 

una exposición directa a la priva-
ción de su libertad.

La determinación del Primer Tri-
bunal Colegiado en Materia Penal 
del Segundo Circuito acertada-
mente otorga una mayor protec-
ción a los derechos fundamen-
tales del quejoso por encima de 
circunstancias meramente proce-
sales. Con ello, garantiza que la 
suspensión no se reduzca a una 
figura simbólica, sino que se con-
vierta en un contrapeso real frente 
a actos de imposible reparación, 
evitando que el cambio de situa-
ción jurídica propicie que la orden 
de aprehensión no sea revisada en 
su constitucionalidad. 

Las reformas a la Ley de Amparo 
deben reconocer la progresividad 
de los derechos humanos. Evitar 
que la suspensión proteja al gober-
nado, brindándole la oportunidad 
de voluntariamente presentarse a 
audiencia inicial, es un despropó-
sito. Impedir que los efectos pro-
tectores de la suspensión, solo pri-
vilegia la paralización del proceso 
penal y que las formas de conduc-
ción sean controvertidas desde el 
buen resguardo del investigado. 
Este no es el fin buscado por nues-
tra Constitución. 

La suspensión pone a prueba la 
voluntad del investigado para i) 
someterse al proceso, ii) evaluar 
los riesgos procesales y iii) escla-
recer el hecho. 
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Este es un Viaje por los
Sabores de México

En pleno centro de la CDMX y para 
ser exacto en 5 de mayo 47, el chef 
Pepe Salinas ha creado una expe-

riencia de degustación llamada Taco 
Tasting Room, un recorrido por la 
República Mexicana en doce plati-

llos; carne asada, tortilla, maíz, mo-
les, salsas, nopales, flores, pescados, 

hormiga chicatana, frutos y demás 
condimentos: recrean diferentes pla-

tillos de nuestro hermoso país.

TACO TASTING ROOM
EXPERIENCIA

TASTING MENU

Recinto del sabor 



La fachada es discreta, el lugar 
tiene poca iluminación, pero 
apunta directamente a los plati-
llos mostrando el detalle de su 
preparación, simula esas cocinas 
de provincia oscuras donde el 
fogón pareciera la luz principal, 
las tenues luces iluminan como 
rayos de sol que se cuelan entre 
las palmas.

La barra asemeja al puesto de 
tacos callejero, la picardía de los 
cocineros y meseros refuerzan 
esa sensación, pero cuando los 
platillos se presentan surge esa 
bien lograda combinación calle 
–lujo.

El maridaje creado por el som-
melier Eduardo Figueroa es una 
fusión que complementa la expe-
riencia, vinos de Francia, Estados 
Unidos y México resaltan los 
sabores de los platillos, hasta 
una caguamita surge en algún 
momento. 

Solo 14 personas pueden disfru-
tar por sesión del evento, aquí 
no se pide, se deja a la elección 
del chef la degustación, al es-
tilo omakase japonés, el costo 
$2,100.00 dos mil cien pesos por 
persona y es con reservación. 

GRANIZADO DE AGUA CHILE VERDE CON PEPINO

TOSTADA DE TORO DE ATÚN Y LIMA KOSHO 

TOSTADA DE CEVICHE DE NOPALES Y CECINA 
DE FILETE SOBRE AGUACATE Y CHICATANAS

E N C H I L A D A   D E   M O L E   B L A N C O
CORAZONES DE GIRASOL Y ESPÁRRAGOS 

QUESADILLA ADOBADA DE LANGOSTA
AL CARBON CON QUESO ST. PAULIN
PIMIENTA, PICO DE GALLO DE MANGO
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En nuestro cuerpo normativo, 
así como en una de las fuentes 
estrictas del derecho (doctrina), 

podemos reconocer aquellos tipos o 
medios de impugnación, los cuales 
pueden ser clasificados como ordi-
narios y los extraordinarios, aquí 
encontramos el punto de partida del 
presente ensayo.

En las cuestiones que nos importan 
a nosotros los abogados postulantes, 
debemos tener de manera perma-
nente y presente, que el fin del con-
flicto, no es la sentencia o resolución 
de aquel juez de primera instancia, 
si notamos, en su nombramiento en-
contraremos el agregado “primera 
instancia”, lo que nos lleva a efectuar 
el presente ensayo, que hay más allá 
de aquel proceso que nos apremió 
durante tanto tiempo.

Una vez que se emite el fallo que 
pone fin al conflicto en primera ins-
tancia, encontraremos aquel medio 
de impugnación, ya sea ordinario o 
extraordinario, este es el conducto a 
través del cual el abogado, encuentra 
la solución a su andar en la postula-
ción, ya sea en las materias; civil, pe-
nal, familiar, mercantil, administrati-
vo, fiscal, solo por mencionar algunas 
materias, debemos entender que es-
tos medios de impugnación, siempre 
serán para alegar aquel agravio sufri-
do durante el proceso primigenio.

Abordemos el medio de impugna-
ción ordinario; este se encuentra es-
tablecido o funda su existencia en 
las codificaciones procesales, se les 
reconoce con el nombre de recurso 
y pueden identificarse atendiendo la 
materia jurídica, es decir se les cono-
ce como: apelación, revocación, revi-
sión, queja, reclamación, inconformi-
dad y la apelación, la función esencial 
consiste en impugnar aquella resolu-
ción que nos causa agravio, es decir, 
atacar cierta parte o la totalidad de 
una resolución o sentencia.

Ahora, el medio de impugnación 
extraordinario, puede identificarse 
como aquel que se encuentra en las 
leyes reglamentarias o legislaciones, 

Amparo,
impugnación extraoridnaria del Derecho

entendamos que por ley reglamen-
taria, por citar ejemplo, tenemos la 
ley de amparo, la cual es reglamen-
taria de los artículos 103 y 107 de la 
constitución mexicana o la ley federal 
del trabajo que es reglamentaria del 
articulo 123 de la citada constitución, 
en ellas encontramos como medio 
de impugnación el amparo, algunos 
puristas lo señalan como el juicio 
de amparo y es correcta la aprecia-
ción, si verificamos el contenido del 
presente, aquellos; son los recursos 
ordinarios y este es un medio de im-
pugnación extraordinario, se funda 
de manera distinta y persiguen cues-
tiones marcadas, lo cual es materia 
de otro estudio, sin embargo, antes 
de ser quemado en leña verde, me 
permito indicar que estamos hablan-
do de actos jurídicos, cuyo fin son la 
revocación, modificación o confirma-
ción de determinada resolución y a 
estos se les conoce como medios de 
impugnación.

Entendamos que la maquinaria judi-
cial mexicana, tiene sus engranajes, 
consistentes en aquellos tribunales 
que escuchan al que se queja con 
justicia, la primer instancia busca 
juzgar lo mas apegado a derecho 
posible, pero al ser sujetos suscepti-
bles de error, debemos entender que 
siempre habrá un tribunal superior 
en jerarquía que escuchara la queja 
del gobernado, pues como derecho 
humano y bajo la sombra de las con-
venciones internacionales, siempre 
deberemos respetar la existencia de 
un recurso capaz de revertir la sen-
tencia que puso fin al conflicto y así 
seguirá como aquel acto que permita 
encontrar la redención de la justicia.
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Este interesante tema radica en 
la concepción que tenemos 
del derecho, del supuesto de 

hecho y el espacio de observancia, 
si bien existen lagunas normativas, 
lagunas técnicas y lagunas axiológi-
cas, debemos partir de una base, 
son supuestos de hecho, para los 
cuales no existe prevista una con-
secuencia jurídica. 

Ahora bien, me limito a citar las la-
gunas mencionadas: 

1.- La laguna normativa, 
aquella que por ausencia en su 
contenido o por su interpretación 
no encuentra solución al conflicto 
conductual, la solución estriba en 
regresar a su contenido y reestruc-
turar su interpretación, reinterpre-
tar a fin de concretar la solución. 

Recordemos que la interpretación 
produce la laguna, así que, ésta 
puede prevenirlas o evitarlas. Es 
decir, el derecho no nace lagunoso, 
una laguna se presenta después de 
interpretar. 

2.- La laguna técnica, para entender 
este tipo de lagunas, resulta nece-
sario entender que laguna técnica 
es aquella que surge cuando una 
norma por sí misma es ineficaz, 
necesitando de otras normas para 
concretarse, ejemplo; una norma 
recomienda perseguir cierto fin, 
pero ninguna norma establece qué 
medios deben utilizarse (Guastini 
R. 2014. Interpretar y Argumentar). 

3.- La laguna axiológica, este 
tipo de lagunas son de especial 
atención, para empezar, surgen al 
momento de valorar el cuerpo nor-
mativo, pues resultan de la falta de 
una norma que debe de estar pre-
sente en el sistema jurídico. 

Derrotabilidad, lagunas e invencion en el derecho
Existen dos clases de lagunas axi-
ológicas; la primera surge de la ex-
cepción implícita o interpretación 
restrictiva de una norma, que a 
consideración del interprete un 
supuesto de hecho sí esté regu-
lado por una norma, pero que tal 
regulación resulte insuficiente. La 
segunda cuando un supuesto de 
hecho se encuentre regulado por 
una norma, pero que tal regulación 
no sea conforme a lo que ordena 
otra norma positiva, ya sea una 
norma material o axiológicamente 
superior. 

Ahora nos enfocaremos sobre el 
Estado de derecho, el cual está 
gobernado por el principio de le-
galidad, que no es más que la ob-
ligación del juzgador de fundar 
cada una de sus decisiones en una 
norma jurídica preexistente, ante 
una ausencia de norma jurídica, el 
juez puede denegar el acceso a la 
justicia o la invención, siendo situ-
aciones ambas totalmente descal-
ificadas  art. 4 del Code Napoléon 
(1804) 44: «el juez que se negase a 
juzgar, con el pretexto del silencio, 
de la oscuridad o de la insuficien-
cia de la ley, podrá ser perseguido 
como culpable de denegación de 
justicia. 

No debemos olvidar que la creación 
del derecho compete exclusiva-
mente al cuerpo legislativo. 

Derrotabilidad jurídica, si bien se 
habló sobre lagunas, me impera 
indicar que puedo considerar que 
una derrota del derecho, se da en 
el extraño caso, cuando, el derecho 
no regula toda actividad humana, 
es decir el espacio jurídicamente 
vacío.
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Ante los tribunales de justicia 
administrativa, se dilucidan 
controversias que se susciten 

entre las entidades públicas y los  
particulares, es decir entre el llamado 
poder ejecutivo y sus gobernados, y 
no obstante que los procedimientos 
en los que se conocen y resuelven 
esas controversias, se aplica el equi-
librio procesal y apego estricto a la 
garantía de audiencia, ocurre que 
una vez sustanciado el procedimien-
to ya sea de nulidad o de lesividad, 
si la resolución fue desfavorable al 
gobernado,  puede solicitar el Am-
paro y protección de la justicia de la 
unión, alegando violación a sus de-
rechos humanos garantizados en la 
Constitución Federal,  pero si le es 
desfavorable a la autoridad ésta no 
lo puede hacer, y si lo promueve el 
tribunal procederá al desechamiento 
de su demanda. 

Lo anterior, tiene sustento en natura-
leza del amparo, que fue creado para 
que las personas físicas y morales 
acudan ante la justicia federal para 
que, en su caso, se les restituya en el 
goce de los derechos humanos, que 
se encuentran garantizados en la car-
ta magna y que son vulnerados por 
un ente cuyo actuar o bien cuya omi-
sión, derivan de una relación regula-
da por el derecho público, debiendo 
aclararse que cuando las autoridades 
en las que se materializa el gobier-
no, son susceptibles de participar en 
relaciones jurídicas reguladas por 
el derecho privado, siendo en estos 
casos, cuando eventualmente puede 
producirse la hipótesis de que éstas 
soliciten la protección de la justicia 
federal, lo cual se constata si revisa-
mos el contenido del artículo 7º de 
la Ley reglamentaria de los artículos 
103 y 107 Constitucionales. 

Artículo 7o. La Federación, los 
Estados, el Distrito Federal, los 
municipios o cualquier persona 
moral pública podrán solicitar 
amparo por conducto de los ser-
vidores públicos o representantes

que señalen las disposiciones 
aplicables, cuando la norma ge-
neral, un acto u omisión los afec-
ten en su patrimonio respecto de 
relaciones jurídicas en las que se 
encuentren en un plano de igual-
dad con los particulares1.

Al respecto, la doctrina y la jurispru-
dencia han explicado ampliamente, 
los tipos de relaciones que pueden 
producirse en los Estados, con el fin 
de esclarecer las condiciones en que 
puede acudirse tanto por parte del 
gobernado como parte de las autori-
dades en acción de Amparo, lo ante-
rior puede ilustrarse en el contenido 
de la tesis con número de registro 
2011298 en la que observamos: 

En efecto, la teoría general del de-
recho hace una clasificación de las 
relaciones jurídicas en: de coor-
dinación, supra-subordinación 
y supraordinación. Las primeras 
corresponden a las entabladas 
entre particulares, y para dirimir 
sus controversias se crean en la le-
gislación los procedimientos ordi-
narios necesarios para ventilarlas; 
dentro de este tipo de relaciones 
se encuentran las que se regulan 
por el derecho civil, mercantil y 
laboral. La nota distintiva de este 
tipo de relaciones es que las par-
tes involucradas deben acudir a 
los tribunales ordinarios para que 
coactivamente se impongan las 
consecuencias jurídicas estable-
cidas por ellas o reguladas por la 
ley, estando ambas en el mismo 
nivel, existiendo una bilaterali-
dad en el funcionamiento de las 
relaciones de coordinación. Las 
relaciones de supra-subordi-
nación son las que se entablan 
entre gobernantes y goberna-
dos, y se regulan por el derecho 
público que también establece 
los procedimientos para venti-
lar los conflictos que se susciten 
por la actuación de los órganos 
del Estado, entre ellos, destaca el

1  Ley de Amparo vigente.
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“Desde la entrada en vigor de la Ley 
de Amparo vigente hasta la actualidad, 
en nuestro país ha regido la regla que 
establece que para el inicio del juicio 
de amparo es necesaria la existencia de 
un interés jurídico identificado con el 
derecho subjetivo. Como consecuencia 
de lo anterior, ahora el contexto social 
es heterogéneo y cuenta con multipli-
cidad de demandas que requieren ser 
atenidas. En estas condiciones nuevas, 
es insostenible exigir un interés jurídi-
co para acudir al juicio de amparo, pues 
se corre el riesgo de negar o impedir el 
acceso a la justicia a reclamos con sus-
tento. En consonancia con la realidad 
política y social del país, se vuelve in-
dispensable explorar un sistema que 
permita abrir nuevas posibilidades de 
impugnación. La institución que se pre-
tende regular en el cuerpo de la ley es 
conocida como interés legítimo. Resul-
ta claro que el interés legítimo ─y esto 
se comparte ampliamente con la Comi-
sión─ permite constituir como quejoso 
en el amparo a aquella persona que 
resulte afectada por un acto en virtud 
de, o la afectación directa a, un derecho 
reconocido por el orden jurídico ―inte-
rés jurídico― o, cuando el acto de auto-
ridad no afecte ese derecho, pero sí la 
situación jurídica derivada del propio 
orden jurídico. Por su amplitud, este 
criterio de legitimación debe ser con-
siderado a la luz de todas las hipótesis 
que puedan llegar a presentarse en el 
juicio. Por ello, se propone acotarlo tra-
tándose de los actos o resoluciones pro-
venientes de los tribunales judiciales, 
administrativos o del trabajo”.

En la citada exposición, se reconoció 
pues, la necesidad de dar paso al re-
conocimiento del interés legítimo para 
atender causas en las que no se era ti-
tular de un interés jurídico latente en 
el derecho subjetivo. El legislador, es-
tablece que se enfrentaban condiciones
tículos 103 y 107 de la constitución política de los 
Estados unidos mexicanos, y se reforman y adicio-
nan diversas disposiciones de La ley orgánica del 
poder judicial de la federación, ley reglamentaria 
de Las fracciones I y II del artículo 105 de la Cons-
titución Política de los Estados unidos mexicanos, 
ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos y Ley Orgánica de la Procura-
duría General de la República.

sociales que hacían necesario crear la 
alternativa para atender un gran nú-
mero de demandas dejadas de lado 
hasta el momento al estar restringida 
la procedencia del juicio de garantías 
con el interés jurídico, no obstante, se 
reconoció también que resultaba pru-
dente que prevaleciera la restricción 
tratándose de las Resoluciones emiti-
das por los órganos jurisdiccionales. 

En ese tenor, la ley de Amparo, al esta-
blecer las partes legitimas en el juicio, 
prescribió: 

Artículo 5o. Son partes en el juicio de 
amparo: 
El quejoso, teniendo tal carácter quien 
aduce ser titular de un derecho subje-
tivo o de un interés legítimo individual 
o colectivo, siempre que alegue que la 
norma, acto u omisión reclamados vio-
lan los derechos previstos en el artículo 
1 de la presente ley y con ello se pro-
duzca una afectación real y actual a su 
esfera jurídica, ya sea de manera direc-
ta o en virtud de su especial situación 
frente al orden jurídico.
El interés simple, en ningún caso, po-
drá invocarse como interés legítimo. 
La autoridad no podrá invocar interés 
legítimo2.

La modificación señalada, reflejó la 
realidad no solo nacional sino interna-
cional, obteniéndose un avance en la 
adecuación del marco normativo, para 
estar acorde a la misma tal como lo ex-
presa la exposición de motivos: 

“Se pretende en consecuencia, afines a 
la lógica internacional que ha extendi-
do el espectro de protección en materia 
de derechos humanos y dada la nece-
sidad de constituir al juicio de amparo 
en un medio más eficiente de control de 
las actuaciones de las autoridades pú-
blicas, ampliar el marco de protección 
de ese proceso extendiendo la materia 
del control”3.

2 En el mes de marzo 2025, se reformó el artículo 
citado (5°), para referirse a la persona quejosa y no 
“al quejoso”. 
3 Exposición de motivos citada. 

Con el antecedente, certeza de la 
eficacia y desarrollo en el ámbito 
administrativo, reconociéndose 

así en la argumentación que se esgri-
miera en la propuesta para contemplar-
se la reestructuración legislativa en ma-
teria de derechos humanos y el control 
Constitucional, se introdujo el interés 
legítimo en la ley reglamentaria de los 
artículos 103 y 107 Constitucionales. 

En efecto en la exposición de Motivos de 
la Los suscritos Senadores Jesús Murillo 
Karam, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institu-
cional y Alejandro Zapata Perogordo, 
integrante del Grupo Parlamentario del 
Partido Acción Nacional de la LXI Le-
gislatura del H. Congreso de la Unión, 
respecto de la Ley Amparo que entrara 
en vigor en abril del año 2013, y habién-
dose reformado el artículo 107 Constitu-
cional1, se observa la siguiente reflexión:
1 Iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
expide la ley de amparo, Reglamentaria de los ar-
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Ahora bien, en torno a la figura anali-
zada, se cuenta antes y después de la 
modificación legislativa;  con estudios 
e interpretaciones,  tanto en doctrina 
como por parte de los tribunales Fe-
derales, en las que se busca precisar el 
alcance de ésta y sus diferencias con 
el interés jurídico y el interés simple, 
lo cual se ha ido consolidando con la 
resolución dada a los casos concretos 
en la administración de Justicia, de 
tal manera que se ha conformado Ju-
risprudencia que ilustra y constriñe a 
los juzgadores a enmarcar su actua-
ción dentro de los parámetros que ésta 
marca y que no sólo tiene impresa la 
perspectiva interna, sino que tam-
bién recoge, como se ha mencionado, 
la visión internacional en materia de 
protección de Derechos Humanos a la 
México se viene comprometiendo con 
motivo, en gran medida de las deter-
minaciones de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, vr. gr. el caso 
Rosendo Radilla Pacheco4. 

En ese tenor, encontramos criterios 
como el siguiente, en el que la Corte 
distingue las clases de interés:  IN-
TERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS JURÍ-
DICO. AMBOS TÉRMINOS TIENEN 
DIFERENTE CONNOTACIÓN EN EL 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINIS-
TRATIVO. Jurisprudencia (Adminis-
trativa) número de registro, 185377. 

 …Así, el interés jurídico tiene una con-
notación diversa a la del legítimo, pues 
mientras el primero requiere que se 
acredite la afectación a un derecho sub-
jetivo, el segundo supone únicamente 
la existencia de un interés cualificado 
respecto de la legalidad de los actos 
impugnados, interés que proviene de la 
afectación a la esfera jurídica del indi-
viduo, ya sea directa o derivada de su 
situación particular respecto del orden 
jurídico. 

Así mismo, en el diverso criterio. 
Encontramos el alcance del llamado 
interés simple, mismo que resulta ex-
presamente improcedente en la inter-
posición del Amparo. 

INTERÉS LEGÍTIMO. SU AUSENCIA 
PUEDE CONSTITUIR UN MOTIVO 
MANIFIESTO E INDUDABLE DE
IMPROCEDENCIA DEL JUICIO 
DE AMPARO. número de registro, 

4 Serie C No. 209 http://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_209_esp.pdf 

2014433. Los Jueces de amparo deben 
realizar una determinación casuística 
del nivel de afectación que genere el 
acto reclamado y distinguir entre la 
existencia de la titularidad de ese inte-
rés legítimo -no simple- (cuestión de 
derecho), y la posibilidad de acredi-
tarlo (cuestión probatoria). Por tanto, 
al proveerse sobre la demanda de am-
paro, el juzgador puede verificar si la 
situación del promovente frente al acto 
de autoridad implica un perjuicio o no 
y, más aún, el tipo de afectación para 
determinar si implica un interés legíti-
mo o un interés simple; sobre lo cual, 
en el caso de que no sea factible deter-
minar con claridad estas situaciones o 
de que se advierta la posibilidad de que 
el quejoso sea titular de un interés le-
gítimo, debe admitirse la demanda 
para que, a través de la sustanciación 
del juicio, se diluciden con certeza esos 
extremos; pero si de los hechos y las 
razones expuestas y/o probadas en la 
demanda se aprecia con claridad y sin 
lugar a dudas que la situación del que-
joso frente al acto de autoridad implica 
un mero interés simple, entonces po-
drá desechar la demanda de amparo, 
siempre y cuando esto sea manifiesto e 
indudable.

Ahora bien, recientemente, se anunció 
por parte del presidente del Senado, 
Ricardo Monreal Ávila, que dentro del 
paquete legislativo en el que se presen-
tarán algunas iniciativas de reformas 
está contemplada la Ley de Amparo, 
considerándose revisar y precisar el 
alcance de figuras como interés legíti-
mo, en relación con lo cual en el bole-
tín de prensa se observa: 

“Ricardo Monreal Ávila sostiene que, a 
más de una década de evolución, el in-
terés legítimo ha mostrado zonas grises 
en su regulación y aplicación, dando 
lugar a interpretaciones contradicto-
rias o laxas, que en algunos casos dis-
torsionaron su finalidad y debilitaron 
la seriedad del juicio de amparo.  “La 
falta de definición normativa --expre-
sa-- ha generado incertidumbre tanto 
para quienes litigan como para quienes 
juzgan. Por ello, el Congreso se prepara 
para deliberar una reforma a la Ley de 
Amparo”5. 

5 https://comunicacionsocial.diputados.gob.
mx/index.php/jucopo/la-ley-de-amparo-de-
be-ser-accesible-rigurosa-clara-coherente-y-abier-
ta-a-las-nuevas-realidades-sociales-pero-sin-per-
der-solidez-juridica-ricardo-monreal

Lo cierto es que como se señaló en la 
propuesta del decreto de expedición 
de la Ley de Amparo en el año 2012, 
“la forma de resolver el problema del 
interés para acudir al juicio tiene que 
ver con la forma en que se vislum-
bran las posibilidades de acceso a la 
justicia”6, y esas nuevas posibilida-
des de acceso a la justicia, marcaron 
indudablemente la pauta para que en 
México fuera posible el matrimonio 
igualitario, siendo a través de diversas 
demandas de Amparo,  en el que apo-
yándose en dicho interés, se alcanzó la 
consolidación primero en el criterio de 
Jurisprudencia7 y después el cambio 
en los códigos civiles del país8. 

En efecto, el argumento toral en la de-
fensa de la legitimación de los quejosos 
que tuvieron el amparo y protección de 
la justicia federal, fue el relativo a que  
el contenido de los  artículos   tanto 
en la formulación de la institución del  
matrimonio como la del concubinato, 
contenían  obligaciones para  quienes 
pretendieran contraer matrimonio, lo 
cierto es que generaba  afectación, por 
discriminación a quien, se encontra-
ba en una  especial situación frente a 
una norma que constreñía a que tanto 
el matrimonio como el concubinato, 
involucraran a parejas heterosexuales 
y no así a parejas homosexuales, esto, 
por citar sólo un ejemplo de la tras-
cendencia que implicó el contemplar 
el interés legítimo en la ley de Ampa-
ro, por lo que, si se restringe en una 
nueva reforma argumentando que el 
amparo ha perdido “seriedad”, se  se 
traduciría en un retroceso y por ende 
violación al principio de progresivi-
dad de los derechos humanos en su 
vertiente de no regresión, pues como 
se ha dicho antes, corresponde a los 
juzgadores resolver cada caso concre-
to, debiendo determinar, siguiendo la 
premisa de la mayor eficacia en la pro-
tección de los derechos humanos de 
quien acude buscando acceso a la jus-
ticia y en su caso a los tribunales com-
petentes dilucidar la pertinencia de las 
tales determinaciones, con lo que se va 
construyendo la fuente formal del De-
recho llamada Jurisprudencia.  

 

6 Exposición de motivos citada. 
7 Ver tesis con Registro digital: 2009922
8 Ver amparo en revisión 366/2012, Sentencia de 
cinco de septiembre de dos mil doce. 
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La Asesoría Jurídica

En esta ocasión considero im-
portante hablar de la figura del 
asesor jurídico, esto en razón 

de que me he encontrado con auto-
ridades que no acuerdan de confor-
midad promociones firmadas por 
la asesoría y exigen que la firmen 
las víctimas.

La figura del asesor jurídico tiene 
como finalidad la representación 
de las víctimas u ofendidos ante la 
autoridad, con las mismas faculta-
des del defensor, es decir, así como 
el defensor firma las promociones 
en representación, transcribo el ar-
tículo 110 del CNPP 

Artículo 110. Designación de 
Asesor jurídico 
…
La intervención del Asesor jurí-
dico será para orientar, asesorar 
o intervenir legalmente en el 
procedimiento penal en repre-
sentación de la víctima u ofen-
dido. 
En cualquier etapa del procedi-
miento, las víctimas podrán ac-
tuar por sí o a través de su Asesor 
jurídico, quien sólo promoverá 
lo que previamente informe a 
su representado. El Asesor jurí-
dico intervendrá en representa-
ción de la víctima u ofendido en 
igualdad de condiciones que el 
Defensor.

Ahora, esto sumado al principio de 
igualdad de partes e igualdad pro-
cesal, que se contiene en los artícu-
lo 10 y 11 todos del CNPP.

Resulta importante esta circuns-
tancias, puesto que me encontré 
con un acuerdo donde un Juez 
Administrador, no tuvo por pre-
sentado el escrito de acusación 
coadyuvante que firmó la asesora 
jurídica, ya que para el Juez ten-
dría que firmarlo la víctima, y en 
ese asunto, la víctima es una me-
nor representada por su madre, 
luego resulta que la menor no sabe 
firmar, la madre no sabe derecho y 
a ambas las representa la asesora 
juridica; parece algo mas de forma, 

en su caso de fondo, pero afecta el 
acceso a la justicia.

No se puede exigir a la víctima la 
firma de documentos cuando para 
eso se crea la figura del asesor, 
para la representación de la misma 
forma que el defensor. 

Desde mi punto de vista esa postu-
ra es regresiva, sería como cuando 
solo existía la figura del coadyu-
vante, que todo lo tenía que hacer 
por medio de la fiscalía o entonces 
procuraduría, sin embargo esa no 
es la finalidad del legislador.

Ejemplo de tesis para fines ilustra-
tivos:

Registro digital: 2021104
Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito
Tipo: Aislada

DESCUBRIMIENTO PROBA-
TORIO DE LA PRUEBA PERI-
CIAL EN EL SISTEMA PENAL 
ACUSATORIO. CONFORME 
AL ARTÍCULO 337 DEL CÓDI-
GO NACIONAL DE PROCEDI-
MIENTOS PENALES, LA VÍCTI-
MA U OFENDIDO, EL ASESOR 
JURÍDICO, EL ACUSADO O SU 
DEFENSOR, DEBEN REALI-
ZARLO A MÁS TARDAR TRES 
DÍAS ANTES DEL INICIO DE 
LA AUDIENCIA INTERME-
DIA, DE LO CONTRARIO, PRE-
CLUYE SU DERECHO A OFRE-
CERLA.

Conclusión; es importante que 
quien juzga tenga muy presente 
y determinada la labor del Asesor 
Jurídico, es una figura que se erigió 
con la finalidad de que la víctima 
u ofendido tengan una representa-
ción real y objetiva, puede firmar 
las promociones en representa-
ción, sí, claro, limitar su ejercicio es 
limitar el acceso a la justicia.

Lic. Francisco Áureo
Acevedo Castro

aureoac28@gmail.com
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La proteccion de la indentidad en materia penal
El artículo transcrito no habla de perso-
na moral, sino de física o ¿lo interpreta-
remos ambiguo?, ¿y sí se usurpan ban-
cos, principalmente para defraudar o 
robar el patrimonio?, y ¿esa figura como 
se podría cotemplar como fraude?, o ¿se 
requiere un tipo penal especial?

Considero que es importante que la le-
gislación penal alcance a la teconología 
en cuanto a los delitos que se estan y 
seguiran cometiendo precisamente por 
avances tecnológicos.

La protección de datos, la ciberseguri-
dad, etc., deben tomarse en serio en las 
empresas de cualquier tamaño, para 
prevenir y no ser o ser lo menos posbile 
vulneradas.

Al respecto dejo la siguiente tesis para 
reflexión, por identidad jurídica sustan-
cial, por cierto:

Registro digital: 2022198
Instancia: Primera Sala
Décima Época
Materias(s): Administrativa
Tesis: 1a. XLII/2020 (10a.)
Tipo: Aislada
INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. 
CONFORME A LO ESTABLECIDO 
EN LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCU-
LO 113 DE LA LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA, PUEDE 
SER CONSIDERADA LA DE LAS 
PERSONAS JURÍDICAS QUE CON-
TENGA LOS DATOS SOBRE SU DO-
MICILIO, SUS COMUNICACIONES, 
O CIERTOS INFORMES ECONÓMI-
COS, COMERCIALES Y AQUELLOS 
INHERENTES A SU IDENTIDAD 
QUE DEBEN ESTAR PROTEGIDOS 
FRENTE A INTROMISIONES ILEGÍ-
TIMAS.

Hechos: En un procedimiento ad-
ministrativo seguido a una empresa 
por parte de la Comisión Federal de 
Competencia Económica (COFECE), 
se emitió una resolución mediante la 
que se sancionó a la misma por haber-
se estimado la comisión de prácticas 
económicas absolutas; dicha empre-
sa reclamó en amparo indirecto la 
versión pública de la resolución de 
mérito, mediante la que se ordenó la 
publicación y difusión de sus datos 
de identificación, por haberse tratado 
de una persona jurídica; así como lo 
establecido en el artículo 113, fracción 
I, de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública, al 
haber estimado que resultaba incons-
titucional al sólo proteger la infor-
mación que contuviera los datos de

identificación de las personas físicas, 
y no así los de las personas jurídicas, 
como era su caso.

Criterio jurídico: La Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción determina que del contenido lite-
ral de la porción normativa en comen-
to, que establece como información 
confidencial aquella que contenga 
datos personales concernientes a una 
persona física identificada o identifi-
cable, no se advierte que excluya ex-
presamente de esa tutela a las perso-
nas jurídicas en cuanto a su domicilio 
y sus comunicaciones, o bien, ciertos 
informes económicos, comerciales 
o inherentes a su identidad que, de 
suyo, sí deben estar protegidos frente 
a intromisiones ilegítimas.

Justificación: Lo que se obtiene de la 
norma no explicitada, derivada de lo 
establecido en el diverso ordenamien-
to al que, precisamente, se debe tal 
disposición, por deferencia jerárquica, 
es decir, por virtud del entendimiento 
que confiere la Ley General de Trans-
parencia y Acceso a la Información 
Pública, en su artículo 116, respec-
to a que los datos que se consideran 
confidenciales son los concernientes 
a cualquier persona en términos am-
plios, esto es, tanto a las físicas como 
a las jurídicas. Además, en atención al 
principio pro persona, al que hacen 
alusión tanto el artículo 1o. constitu-
cional como la parte final del artículo 
6 de la aludida Ley General, de los 
posibles significados que puedan atri-
buírsele a la fracción I del artículo 113 
en cuestión, el que mayor beneficio 
genera es aquel que no acota la pro-
tección de datos confidenciales a un 
tipo de persona, sino a las personas 
físicas y jurídicas, en términos gene-
rales. Sin que lo anterior exima de la 
posibilidad de ponderar la protección 
de los datos confidenciales de las per-
sonas jurídicas, con la posibilidad de 
conculcar los derechos de terceros.

Amparo en revisión 884/2018. 15 
de mayo de 2019. Cinco votos de los 
de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Luis María Aguilar Mo-
rales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernán-
dez. Secretario: Luis Mauricio Rangel 
Argüelles.

Esta tesis se publicó el viernes 09 de 
octubre de 2020 a las 10:19 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación.

El Código Penal de la Ciudad de Mé-
xico, establece que:

“CAPÍTULO III
USURPACIÓN DE IDENTIDAD

Artículo 211 Bis.- Al que por cualquier 
medio usurpe, con fines ilícitos, la 
identidad de otra persona, u otorgue 
su consentimiento para llevar a cabo 
la usurpación en su identidad, se le 
impondrá una pena de uno a cinco 
años de prisión y de cuatrocientos a 
seiscientos días multa. 

Se aumentaran en una mitad las pe-
nas previstas en el párrafo anterior, a 
quien se valga de la homonimia, pare-
cido físico o similitud de la voz para 
cometer el delito establecido en el pre-
sente artículo.”

La pregunta es, ¿está completo este artí-
culo del Código Penal de la Ciudad de 
México protege en forma completa el fin 
que persigue el Derecho Penal? ¿abarca 
todas o la mayoría de las hipotesis que 
se pueden presentar o que ya se presen-
tan? yo considero que no. La tecnología 
camina demasiado rápido, se aprecian 
conductas que en ocasiones no contem-
pla el Código Penal, y la analogía está 
prohibida, luego esto lleva a impunidad. 
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¿Los medios de comunicación en los procesos
inciden en las decisiones judiciales?

Existe una insistente tendencia 
de algunos medios de juzgar 
al detenido desde que lo apre-

hende la policía, sin una sentencia, 
desde que está en el Ministerio Pú-
blico se publica en algunos medios 
“detuvieron a extorsionadoras…” 
“detiene al responsable de…”, se 
publican fotografías, videos, se juz-
ga, se toma partido sin escuchar la 
otra versión o sin entrevistar a la 
parte contraria, ¿eso vende?, sí, por 
eso seguramente se sigue dando en 
México, pero ¿qué dice la norma 
en este tema?, recordemos para co-
menzar el artículo 20 Constitucio-
nal en la parte que interesa:

“Artículo 20. El proceso penal 
será acusatorio y oral. Se regirá 
por los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, 
continuidad e inmediación.
…
B. De los derechos de toda per-
sona imputada: 

I. A que se presuma su ino-
cencia mientras no se declare 
su responsabilidad mediante 
sentencia emitida por el juez 
de la causa;
II. …”

El Código Nacional de Procedi-
mientos penales por su parte esta-
blece lo siguiente:

“Artículo 113. Derechos del Im-
putado El imputado tendrá los 
siguientes derechos:
I. A ser considerado y trata-
do como inocente hasta que se 
demuestre su responsabilidad;”

La Suprema Corte de Justicia en ju-
risprudencia ordena que:

Registro digital: 2029140
Instancia: Primera Sala

RESPONSABILIDAD PATRI-
MONIAL DEL ESTADO. LA 
EXPOSICIÓN DE DETENIDOS 

ANTE LOS MEDIOS DE COMU-
NICACIÓN CONFIGURA UNA 
ACTIVIDAD ADMINISTRATI-
VA IRREGULAR DEL MINISTE-
RIO PÚBLICO.
Registro digital: 2013214

PRESUNCIÓN DE INOCEN-
CIA COMO REGLA DE TRATO 
EN SU VERTIENTE EXTRA-
PROCESAL. ELEMENTOS A 
PONDERAR PARA DETERMI-
NAR SI LA EXPOSICIÓN DE 
DETENIDOS ANTE MEDIOS 
DE COMUNICACIÓN PERMI-
TE CUESTIONAR LA FIABILI-
DAD DEL MATERIAL PROBA-
TORIO.

En la realidad, sí existen los asuntos 
de línea y sí se toman decisiones ju-
diciales derivadas de la influencia 
de medios de comunicación y redes 
sociales, considero que deberían se 
más cautelosos en la información 
personal que difunden de los de-
tenidos, y tener claro que “una cosa 
es una cosa y otra cosa es otra cosa” 
como dijera el filósofo de Güemes, 
no es lo mismo ser detenido por un 
hecho con apariencia de delito a ser 
condenado por un delito, para ana-
lizar y valdría una capacitación en 
quien difunde la información sobre 
todo con las nuevas sentencias que 
han condenado al pago de daños, 
perjuicios y daño moral.

“La verdadera paz no es simple-
mente la ausencia de tensión, es la 
presencia de justicia”.  
Martin Luther King Jr.

Quedo como siempre a sus órdenes.

Francisco Áureo Acevedo Castro.
aureoac28@gmail.com
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Esta es una novela para quienes alguna vez se han sentido desconectados de sí 
mismos, para quienes han amado y perdido, para quienes sienten que hay más 
en la vida, aunque no sepan explicarlo.

Lejos de fórmulas o recetas de superación personal, esta historia narra una expe-
riencia que simplemente se siente cercana, honesta y reveladora.

Paty y Alain no eran dos personas buscando amor. Tenían vidas construidas, 
familias formadas, compromisos asumidos. A simple vista, eran dos adultos 
como cualquier otro: ella, madre y artista sensible que aprendió a silenciar su 
intuición; él, empresario exitoso que lo tenía “todo”, menos paz.

Pero cuando sus caminos se cruzan, ocurre algo que ninguno esperaba: una 
conexión que no se siente como un flechazo, sino como un recuerdo antiguo. 
Como si ya se conocieran de antes. Como si hubiera algo más.

El Camino a la Montaña Sagrada 
Una historia que toca sin necesidad de explicar
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El juicio de amparo en el sistema financiero 
mexicano: alcances y límites 

1. Introducción

El sistema financiero mexicano 
opera bajo un complejo entra-

mado normativo que articula leyes 
especializadas —como la Ley de Ins-
tituciones de Crédito, la Ley del Mer-
cado de Valores y la Ley de Ahorro y 
Crédito Popular— con una supervi-
sión intensa por parte de autoridades 
como la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores (CNBV), el Banco de 
México, la CONDUSEF, la Unidad 
de Inteligencia Financiera (UIF) y la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico (SHCP).

En este entorno regulatorio, el juicio 
de amparo se ha consolidado como 

una herramienta esencial para ins-
tituciones financieras y particulares 
que buscan protegerse frente a actos 
de autoridad que consideran ilega-
les o inconstitucionales. Su uso ha 
proliferado en casos que involucran 
sanciones millonarias, revocación de 
licencias, bloqueo de cuentas o re-
querimientos de información confi-
dencial.

2. Fundamento constitucional y
normativo
El juicio de amparo encuentra su base 
en los artículos 103 y 107 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, desarrollados por la Ley 
de Amparo. Su propósito es salva-
guardar los derechos humanos frente 
a normas generales, actos u omisio-
nes de autoridad que los vulneren.

En el ámbito financiero, los actos im-
pugnables mediante amparo suelen 
implicar:

•	 Violaciones al derecho de pro-
piedad (artículo 27).

•	 Afectaciones a la seguridad ju-
rídica y legalidad (artículos 14 y 
16).

•	 Intromisiones indebidas en la 
privacidad financiera y el secre-
to bancario (artículo 16 y Ley de 
Instituciones de Crédito).

3. Principales supuestos de uso en el 
sistema financiero

3.1. Sanciones y revocaciones admi-
nistrativas
•	 Instituciones supervisadas han 

impugnado multas, suspensio-
nes o revocaciones de autoriza-
ción impuestas por la CNBV o 
Banxico.

•	 Aunque se trata de actos admi-
nistrativos, la jurisprudencia 
permite su impugnación vía am-
paro si afectan derechos sustan-
tivos.

3.2. Bloqueo de cuentas bancarias 
por la UIF
•	 Desde 2014, la UIF ha ordenado 

congelamientos de cuentas por 
presunta vinculación con lavado 
de dinero o financiamiento al te-
rrorismo.

•	 Tribunales federales han delimi-
tado cuándo esta medida requie-
re orden judicial y cuándo basta 
la instrucción administrativa.

•	 En 2021, la SCJN estableció que 
el bloqueo debe estar sujeto a 
control judicial para garantizar 
su constitucionalidad.

3.3. Protección del secreto bancario y 
privacidad financiera
•	 Ante requerimientos de infor-

mación por autoridades fiscales 
o ministeriales, algunas institu-
ciones han promovido amparos 
para evitar la entrega de datos 
sin autorización judicial fundada 
y motivada.

3.4. Cobros fiscales que comprome-
ten la operatividad
•	 En casos de créditos fiscales ele-

vados determinados por el SAT, 
el amparo ha sido utilizado para 
obtener suspensiones que permi-
tan continuar operando mientras 
se resuelve el litigio.

4. La suspensión en el juicio de
amparo
La suspensión provisional y definiti-
va adquiere especial relevancia en el 
sector financiero, al permitir frenar 
temporalmente actos como:
•	 Ejecución de sanciones.
•	 Bloqueo de cuentas.
•	 Revocación de licencias.
•	 Ejecución de créditos fiscales.

El juez de amparo debe ponderar el 
interés público —la estabilidad del 
sistema financiero— frente al interés 
particular —evitar daños irrepara-
bles a la institución o al usuario. En 
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materia fiscal, por ejemplo, el artícu-
lo 135 del Código Fiscal de la Federa-
ción exige garantizar el interés fiscal 
como condición para conceder la sus-
pensión.

5. Criterios jurisprudenciales
relevantes

Tema Criterio jurisprudencial 
destacado

Bloqueo 
de cuen-
tas por 
UIF

La SCJN (Tesis P./J. 
29/2021) declaró 
inconstitucional el 
bloqueo sin control 
judicial por vulnerar 
la seguridad jurídica.

Multas 
de la 
CNBV

Tribunales colegiados 
han reconocido que 
el amparo procede 
cuando el acto es de 
ejecución inmediata y 
afecta derechos sus-
tantivos.

Secreto 
bancario

La Corte ha sosteni-
do que solo puede 
levantarse por orden 
judicial fundada y 
motivada, no por 
instrucción adminis-
trativa.

6. Reflexiones finales
El juicio de amparo en el sistema fi-
nanciero no es solo un mecanismo de 
defensa legal: es un espacio donde se 
debate el equilibrio entre la protec-
ción de derechos fundamentales y la 
necesidad de preservar la integridad 
del sistema financiero.

Un uso legítimo y estratégico del am-
paro puede evitar consecuencias irre-
versibles para una institución. Pero 
su uso excesivo o táctico también 
puede obstaculizar la labor de su-
pervisión y la prevención de delitos 
financieros.

El desafío para abogados y jueces ra-
dica en trazar una línea clara: prote-
ger al ciudadano y a las empresas sin 
debilitar la arquitectura institucional 
que sostiene la confianza en el siste-
ma financiero mexicano.

Esa conexión —inexplicable pero innegable— empieza a desdoblar 
una verdad incómoda: son rayos gemelos, es decir, dos almas que 
provienen de una misma fuente, separadas al inicio de los tiempos, 
reencontradas ahora con una misión que no pueden ignorar.

Y es ahí donde la historia toma una dimensión distinta. No es sobre 
romance. No es sobre un destino romántico.

Es sobre propósito. Sobre despertar. Sobre elegir entre la vida que 
tenías… y la vida que viniste a vivir.

Enfrentados a decisiones imposibles, Paty y Alain no solo tendrán 
que mirarse a sí mismos con honestidad, sino también decidir si es-
tán listos para pagar el precio de recordar quiénes son… y para qué 
se volvieron a encontrar. 

Una novela que conecta literatura, emociones y sentido

Con una prosa envolvente el autor J. Alberto Ponce de León, equi-
libra belleza y profundidad, El camino a la montaña sagrada logra 
algo poco común: narrar desde lo humano, pero resonar en lo esen-
cial.

A lo largo del relato, el lector no solo acompaña una historia, sino 
que se ve reflejado en preguntas que alguna vez se ha hecho:

¿Estoy viviendo con sentido? ¿Estoy donde quiero estar? ¿A quién 
tengo que volver a mirar para encontrarme a mí?

Una invitación a recordar quién eres —sin etiquetas
Esta novela no pretende convencer, ni aleccionar. No se necesita 
creer en nada para leerla. Solo estar dispuesto a sentir.

Entre los pasajes más íntimos y potentes, se encuentran frases que 
despiertan sin gritar, que invitan sin exigir. Y eso es lo que la convier-
te en una historia tan poderosa: habla en el idioma de lo universal.

“Para los que ya han comenzado a liberarse”, dice su dedicatoria.

Y quizá —aunque no lo sepas— tú eres uno de ellos.

¿Qué hace única a esta novela?
No se impone. Te recuerda lo que ya sabías, pero habías olvidado.

No busca respuestas externas. Despierta las preguntas correctas den-
tro de ti.

No es un adoctrinamiento. Es una vivencia literaria que toca el alma 
desde lo cotidiano.

No necesitas ser espiritual para entenderla. Solo necesitas ser huma-
no.

Con una narrativa intensa, cercana y por momentos poética, esta 
novela logra lo que muy pocos libros alcanzan: te ves reflejado, te 
conmueve… y algo cambia.

El Camino a la Montaña Sagrada



Dolce Club es una iniciativa de NESCA-
FÉ® Dolce Gusto® que nace del deseo 
de celebrar la autenticidad y el gusto per-
sonal. Un espacio donde cada elección 

—desde el café que tomas
hasta la manera en que vives tu día—

es una forma de expresión. Aquí, el café 
deja de ser rutina para convertirse en un 
vehículo de identidad, un símbolo de li-
bertad creativa y de conexión genuina con 
los demás.

En su primera edición, Dolce Club encuen-
tra en la música el lenguaje perfecto para 
expresar esta filosofía. Pero su esencia va 
más allá: es un punto de encuentro para 
quienes ven en lo cotidiano una oportuni-
dad de mostrarse tal como son. Una pla-
taforma en constante evolución, abierta a 
nuevas formas, voces y colaboraciones que 
representen esa libertad de elegir y de dis-
frutar a tu manera.

UNA PROPUESTA DE
VALOR CLARA Y POTENTE

Conectamos lo mejor del mundo fuera y 
dentro del hogar”, así define la marca su 
misión: Desde la mañana hasta la noche, 
Nescafé Dolce Gusto te acompaña en cada 
momento con una bebida distinta, desde 
cafés hasta tés y chocolates, ofreciéndote 
una variedad para cada gusto.

El sistema te permite preparar desde casa 
bebidas personalizadas en menos de un 
minuto de manera rápida, simple y fácil. 
En cada bebida Nescafé Dolce Gusto te 
ofrece el mejor sabor, con la espuma, ca-
pas y aroma de la misma calidad que una 
cafetería.

Una cápsula, una oportunidad de vida
Desde 2018, NESCAFÉ Dolce Gusto a tra-
vés de su programa de reciclaje #ConGus-
toReciclamos ha logrado darle una segun-
da vida a más de 30 millones de cápsulas 
posconsumo en México.

La nueva etapa de su programa, en cola-
boración con Banco de Tapitas, suma las 
cápsulas vacías a la recolección de tapitas 
plásticas, destinadas a financiar tratamien-
tos médicos para niños y jóvenes con cán-
cer menores de 21 años.

Recinto del sabor 



¡LA TIENDA EN LÍNEA DE DOLCE 
GUSTO® ELEVA EL ESTÁNDAR 
DEL E-COMMERCE EN MÉXICO!

Navegación clara y centrada en el usua-
rio
•	 Interfaz limpia y bien estructurada, 

fácil de usar desde computadoras o 
dispositivos móviles.

•	 Funcionalidad de búsquedas eficien-
te y filtros útiles para agilizar la ex-
periencia de compra.

•	 Proceso de compra y entregas con-
fiables

•	 El checkout permite comprar sin 
complicaciones, ya sea como invi-
tado o usuario registrado.

•	 Entrega nacional en todo México, 
con tiempos de envío promedio de 
3 a 5 días hábiles en CDMX y zonas 
metropolitanas.

•	 Programa de lealtad integrado
•	 Al registrarse sus códigos en el pro-

grama de lealtad, el usuario accede 
a beneficios exclusivos como puntos 
acumulables, seguimiento de pedi-
dos y promociones anticipadas.

•	 Soporte y ayuda al alcance
•	 Sección de Preguntas Frecuentes or-

ganizada por temas: envíos, pagos, 
devoluciones, uso de máquinas, etc.

•	 Chat de atención en línea y formula-
rio de contacto directo para resolver 
incidencias o dudas.

En una apuesta por conquistar los senti-
dos de los amantes del chocolate, NES-
CAFÉ® Dolce Gusto® anuncia el lanza-
miento de su más reciente innovación: 
KitKat® by NESCAFÉ® Dolce Gusto. 
Una cápsula que no solo se bebe, sino 
que se disfruta como un verdadero ritual 
de indulgencia.

Sabor icónico,
formato innovador
La nueva bebida ca- lien-
te combina el incon- fundible 
sabor de KitKat®, con sus no-
tas de galleta, cacao y un sutil to-
que de caramelo. El resul- t a d o 
es una mezcla perfecta en- t r e 
confort y sofisticación, dise- ña-
da para transformar cualquier 
pausa en un momento especial.

Ideal para todos los momentos

RECETAS PARA DISFRUTARTU CAFÉ DE LA MEJOR MANERACAFE MENTA

Bebida fría con un toque refrescante, cre-ma batida, helado de chocolate y menta.2 cápsulas blancas y 2 cápsulas negras NESCAFÉ® DOLCE GUSTO® Cappuc-cino.
¼ cucharadita de esencia de menta.1½ cucharadas de azúcar.4 cubos de hielo.
¼ taza de crema batida.
1 bola de helado de chocolate y menta.Preparación: Mezcla el cappuccino con la menta y azúcar.

FRAPUCCINO CARAMELO

4 tazas de hielo.

2 cápsulas blancas y 2 cápsulas ne-

gras NESCAFÉ® DOLCE GUSTO® 

Caramel Latte Macchiato.

15 cucharadas de jarabe de maíz sa-

bor caramelo.

Preparación:

1. Mezcla el cappuccino con la menta 

y azúcar.

2. Sirve en vaso con hielo, decora con 

crema batida y helado.



"M i verdadera gloria no consiste 
en haber vencido 40 batallas; 
Waterloo borrará el recuerdo 

de tantas victorias. Lo que nadie borrará, 
aquello que vivirá eternamente, es mi Có-
digo Civil” 

Napoleón Bonaparte. 

Vivimos el mes del amparo mexicano, 
dado que en agosto no sólo nació Ma-
nuel Crescencio García Rejón y Alcalá, 
sino que también se conmemora el na-
talicio de Don Ignacio L. Vallarta; in-
cluso, se dictó la primera sentencia de 
amparo, en un agosto de 1849; sin sos-
layar que, en un agosto -pero de 1881- 
se publicó el libro: “El Juicio de Amparo 
y el Writ of Habeas Corpus” del jurista 
porfirista ya citado. 

Por lo que, debemos homenajear al 
amparo e incluso defenderlo, contra el 
pensamiento de un conjunto de legis-
ladores que, pretenden positivizar (al 
estilo napoleónico) instituciones jurí-
dicas, tan bondadosas, olvidando que 
en un verdadero Estado Democrático 
de Derecho, los mecanismos de pro-
tección constitucional (como el ampa-
ro), deben ser una herramienta para 
la limitación desmedida del poder; no 
-como lo pretenden algunos- crear un 
discurso distorsionador (parafraseando a 
Oscar Correas Vázquez), encabezado 
con la expresión: seguridad jurídica, a 
fin de controlar uno de los mecanismo 
constitucionales que, han caracterizado 
a nuestro Estado Mexicano.    

Así pues, sin pretensiones partidistas, 
hace unos días, se publicó el artícu-
lo denominado: “Del acceso abierto a la 
certeza jurídica: El desafío de precisar el 
interés legítimo sin excluir derechos” del 
Doctor en Derecho Ricardo Monreal 
Ávila; documento que, sienta las bases 
para una futura reforma a la institución 
del interés legítimo en el proceso cons-
titucional de amparo. 
 
El punto medular del artículo de mérito 
se funda en que -para el Doctor de la 
UNAM- “la consolidación del interés le-
gítimo no debe verse como una restricción, 
sino como una oportunidad para fortalecer 
esta vía procesal y preservar su función 

Interés legítimo:
una respuesta a Ricardo Monreal

como una garantía efectiva de los derechos 
fundamentales”.

Cita literal que, sin duda alguna se 
comparte, dado que el interés legítimo 
en materia de amparo no sólo ha permi-
tido el acceso a la justicia constitucional 
sin la necesidad de cubrir el ortodoxo, e 
incluso decimonónico, interés jurídico; 
empero, de la línea argumentativa del 
artículo en estudio, se advierte -oscura 
y temerosamente- lo siguiente:

“… la ausencia de una definición 
normativa clara ha permitido que 
el interés legítimo se invoque en 
algunos casos sin una afectación ju-
rídicamente relevante ni un vínculo 
concreto con el acto reclamado, lo 
que derivó en la judicialización de 
asuntos que no reúnen los requisi-
tos mínimos de procedencia y des-
dibujan la función de esta garantía 
jurisdiccional”.  
       

De la cita inmediata anterior, se ad-
vierte la pretensión de normatizar 
-positivizar- la institución del interés 
legítimo, con fines impositivos y dado 
que constituye un hecho notorio que, 
gobernadas y gobernados -personas 
físicas- e incluso personas jurídico co-
lectivas, han utilizado desde la entrada 
en vigor de la ley de amparo de 2013, el 
interés en comento, se ha logrado -con 
este tipo de interés en materia de ampa-
ro- frenar actos de autoridad arbitrarios 
y omisiones que bajo posturas de una 
corriente política sumamente criticable 
hacen de nuestro amparo, una herra-
mienta y contrapeso al poder público; 
por lo que, es evidente que el gobierno 
actual pretenda jugar con el discurso ju-
rídico, y definir una institución que ya 
tiene -por cierto- limitaciones e incluso 
presupuestos procesales para su actua-
lización y acreditación. 

Sumado a lo inmediato anterior, gracias 
al interés legítimo y su forma de regula-
ción -tanto en la Constitución, como en 
la Ley de Amparo y su interpretación 
por parte de las autoridades compe-
tentes- se ha logrado ejercer la acción 
de amparo contra autoridades que 
confirman la negativa al no ejercicio

Irving Ambriz 
Gaytan

Consultor jurídico, abogados
postulante y Coordinador Académico 

de la Maestría en Derecho 
Constitucional y Amparo en el Centro 

de Investigación y Capacitación
Judicial (CICAJU)

Maestro en Derecho
-con mención honorifica-

por la Facultad de Estudios Superiores
Aragón y División de Estudios de Pos-

grado, ambas, de la UNAM,
abogado postulante en ejercicio libre de 

su profesión.   
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de la acción penal (ver registro en el 
SJF: 2001698), así como contra actos que 
afectan predios de un terreno de cuyo 
uso se benefició un niño (ver registro 
en el SJF: 2004007), incluso -gracias al 
interés legítimo que tenemos- se ha lo-
grado el estudio bajo escrutinio consti-
tucional, en contra de acuerdos minis-
teriales que determinan la reserva de 
una carpeta de investigación, e incluso 
de las casi extintas averiguaciones pre-
vias (ver registro en el SJF: 2004159); 
en tratándose de, la imposición de una 
votación por cédula secreta y la ejecu-
ción de dicha votación, por la que se 
desechó un dictamen de reforma a la 
Constitución Local en materia de ma-
trimonio y concubinato, las personas 
pertenecientes a la comunidad LGBTI 
utilizaron la “bandera del interés legí-
timo” para ejercer sus derechos de no 
discriminación y más rubros (ver regis-
tro en el SJF: 2023820); y , finalmente, 
con el interés -tal y como lo tenemos, 
ya definido por el Poder Judicial y la 
academia- se logró que la Defensoría 
Pública Federal impugnara la omisión 
de investigar, de forma diligente y en 
un plazo razonable, posibles actos de 
tortura a personas privadas de su liber-
tad dentro de un procedimiento penal 
o administrativo (ver registro en el SJF: 
2025154). 

Con los anteriores precedentes, pode-
mos advertir que no hay necesidad de 
reformar dicha institución; menos aún, 
de definirla, dado que precisar una ins-
titución jurídica, podría frenar el acceso 
a la justicia constitucional. 
         
Lo que se debería decantar, es la ca-
pacitación de muchísimas autoridades 
responsables que, por cargas de traba-
jo e incluso desconocimiento, no hacer 
valer las expectativas de derechos que 
regula justamente nuestra Ley de Am-
paro, a fin de que la litis constitucional 
sea justamente un proceso epistémico, 
con el propósito de escudriñar si un 
acto de autoridad es, o no conforme al 
orden jurídico nacional, bajo la tópica 
de los tres cuartetos constitucionales y 
la doctrina del control de parámetro de 
regularidad constitucional.

Definir una institución jurídica, más 
que generar certeza, constituye la im-
posición del cómo debe funcionar y 
operar, una institución jurídica que 
debe ser justificada racionalmente 
por el Poder Judicial, no el legislativo

(menos aún del ejecutivo); incluso, es 
deber del accionante del amparo, cum-
plir requisitos para lograr el acceso a la 
jurisdicción. Reformar, es sinónimo de 
progresividad; por tanto, si la institu-
ción funciona para el gobernado (tal y 
como se advierte en los casos reales ya 
citados supra), los motivos de su modi-
ficación bajo la línea del acceso abierto 
a la seguridad jurídica que se advierte 
del artículo ya citado podrían generar 
un freno en materia de acceso a la justi-
cia constitucional.         

Corolario a lo anterior, nuestro profe-
sor Jean Claude Tron Petit en su obra 
intitulada ¿Qué hay del interés legítimo? 
no sólo justifica sus precedentes y el 
debate generado en la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, sino que inclu-
so de manera histórico progresiva, cita 
las porciones normativas que le dieron 
vida al interés legítimo en el ampa-
ro; estos normas, son: Ley General de 
Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente, la Ley Federal de Respon-
sabilidad Ambiental; Ley General de 
Asentamientos Humanos; Ley de Ad-
quisiciones, Arrendamientos y Servi-
cios del Sector Público; Ley del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo del 
Distrito Federal; Ley de Procedimiento 
Administrativo del Distrito Federal; y, 
evidentemente de nuestra Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y la Ley Reglamentaria de los Artí-
culos 103 y 107 del documento ya refe-
rido, que han justificado la existencia y 
el para qué del interés legítimo.   

Es decir, del contenido de dichas nor-
mas generales, como concepto técnico 
y operativo, el interés legítimo es una 
situación jurídica activa que se ostenta 
por relación a la actuación de un ter-
cero y que no supone, a diferencia del 
derecho subjetivo, una obligación co-
rrelativa de dar, hacer o no hacer exi-
gible de otra persona, pero si comporta 
la facultad del interesado de exigir el 
respeto del ordenamiento jurídico y, en 
su caso, de exigir una reparación de los 
perjuicios antijurídicos que de esta ac-
tuación le deriven. 

Lo anterior, bajo la aplicación armónica 
del principio general de derecho que se 
expresa de la siguiente manera: 

“Nadie está obligado a soportar perjuicios 
causados por actos ilegales de la adminis-

tración”.

Con lo anterior, en respuesta al servi-
dor público Ricardo Monreal, como 
ciudadano mexicano, abogado postu-
lante y egresado de la máxima casa de 
estudios y eterno aprendiz del amparo, 
el hecho de proponer una reforma, para 
definir una institución jurídica: no es 
técnica legislativa. 

Ya lo ha expresado Don Téllez Espinoza: 
“Bajo jurisprudencia de la Primera 
Sala, el interés legítimo es un agra-
vio diferenciado que sufre una per-
sona por virtud de su especial situa-
ción que tiene en su orden jurídico; 
es un interés personal, individual o 
colectivo, cualificado, actual, real y 
jurídicamente relevante. Interés que 
debe estar garantizado por un dere-
cho objetivo y que implica una afec-
tación en cierta esfera jurídica de la 
persona, en sentido amplio bajo un 
parámetro de responsabilidad y no 
solo como una simple probabilidad; 
por lo que, la concesión del amparo 
se traducirá en un beneficio positivo 
en la esfera jurídica de la persona 
quejosa actual o futuro pero incierto”.  

Justo por dicho precedentes que, son 
textos vigentes, no podemos estropear 
-aun más- nuestra ley procesal, con re-
formas que, bajo el riesgo de parecer 
ridículo: no son reformas, sino adoc-
trinamiento de una institución jurídica 
que, insisto, ya tiene su dogmática y en 
la que, es estricta en que quien alegue 
interés, legítimo, no sólo deberá acredi-
tar una afectación indirecta en la esfera 
jurídica del individuo, sino que -el pe-
ticionario de la acción de amparo, con 
interés legítimo- deberá constituirse en 
una especial situación frente al orden 
jurídico nacional, donde se recienta un 
perjuicio real y actual de los derechos 
individuales o colectivos; y, donde -por 
cierto- la norma general no le de un de-
recho subjetivo o la potestad para recla-
marlo directamente. 

Finalmente, parafraseando al mismo 
Bonaparte, pareciera ser que la política 
morenista pretende imponer, en su go-
bierno, la expresión con letras de oro: 
“Mi verdadera gloria no consiste en haber 
vencido a los gobiernos neoliberales, lo que 
nadie borrará, aquello que vivirá eterna-
mente, es mi nueva Ley de Amparo”. 
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En otro momento he hablado 
del análisis jurídico de la 
responsabilidad patrimonial 

del Estado con propuestas y reco-
mendaciones, sobre todo aquellas 
dirigidas a las víctimas que han 
padecido un daño por alguna ac-
tividad administrativa irregular de 
un ente público, ya sea federal, 
estatal o municipal. Sin embargo, 
en esta ocasión me focalizaré a las 
diversas causas de exoneración que 
tienen las instituciones oficiales 
para defenderse.

Lo anterior, podría ser del inte-
rés de los operadores jurídicos que 
representan a los reclamantes en 
una responsabilidad patrimonial, 
así como a los impartidores de jus-
ticia al momento de resolver, pues 
también deben advertir si existe 
de oficio o a petición de parte de-
terminada circunstancia que exen-
te de responsabilidad a la institución 
o dependencia gubernamental. Lo 
anterior, conforme a la Ley Fede-
ral de Responsabilidad Patrimo-
nial del Estado; incluso, se pueden 
derivar otras en las leyes de res-
ponsabilidad patrimonial del Es-
tado de las entidades federativas.

Caso fortuito y fuerza mayor
Hablar de caso fortuito y fuerza 
mayor en la comunidad jurídica 
genera un debate, es decir, si es 
producto de la naturaleza o si hay 
intervención del ser humano; o 
bien si el acontecimiento fue pre-
visible o inevitable. Lo cierto es 
que, en ambos supuestos exentan 
al Estado de una responsabilidad o 
pago de indemnización; por ejem-
plo, al ocurrir un terremoto en un 
hospital público y en donde hubo 
lesionados o fallecidos de usuarios 
del servicio (art. 3 LFRPE).

Inexistencia de una actividad admi-
nistrativa irregular, del nexo causal 
y del daño

El Estado justifica válidamente su 
actuar, cuando los integrantes de 
la administración pública han ac-
tuado dentro del marco normativo 
que los faculta y ajustándose a la 
legalidad. Aunque, a pesar de ello 
podría provocarse un daño a los 
ciudadanos, siendo uno de los re-
quisitos para que proceda la recla-
mación patrimonial del Estado, así 
mismo del nexo causal como otro 
requisito rector e indispensable. 

Ahora bien, existe una regla ge-
neral que cita “si no hay daño, no 
hay responsabilidad”, luego en-
tonces, surge la siguiente interro-
gante a saber, si el Estado demues-
tra que su actividad administrativa 
fue regular, pero hay daño ¿existiría 
una obligación de indemnizar? 
(art. 3 LFRPE).

Que el daño no derive de la prestación 
de un servicio público
En la mayoría casos los entes pú-
blicos tienen la necesidad de lici-
tar o contratar con empresas para 
cubrir la prestación de servicios, 
ya que no cuentan con el personal 
o equipamiento suficiente. Tal es 
el caso de un nosocomio del Ins-
tituto Mexicano del Seguro Social, 
el cual requiere elementos de se-
guridad privada o subrogada para 
mantener el control y vigilancia, 
pero si el daño o lesión a un ase-
gurado es provocado por aquellos 
que trabajan para una empresa 
¿existe una obligación del IMSS de 
indemnizar a través de la respon-
sabilidad patrimonial del Estado?

Otro escenario sería que, una per-
sona al caminar ocasionalmente por 
la banqueta sufre una lesión física y 
daños en su teléfono móvil, debido 
a que le cayó la fachada de una clí-
nica del IMSS. Ante tal evento ¿sería 
el mecanismo de la responsabilidad 
patrimonial del Estado el idóneo 
para exigir una indemnización?

Análisis de las causas de exoneración en la 
responsabilidad patrimonial del Estado
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Hechos o circunstancias imprevisi-
bles o inevitables conforme a la cien-
cia o técnica
Regresemos al caso de un terre-
moto el cual cumple con las con-
diciones de imprevisibilidad o 
inevitable, ya que actualmente la 
ciencia no puede predecir cuándo 
ocurrirá, empero, tratándose de 
un huracán si es posible advertir 
el día y hora que hará presencia en 
tierra y afectando a la población. 
Pues de ocasionarse daños, serían 
exigibles al Estado, máxime que 
cuenta con instituciones, meteo-
rólogos expertos y comunicadores 
para emitir alertas que se apegan a 
las normas oficiales mexicanas, las 
cuales tienen un contexto científi-
co que las respalda (art. 3 LFRPE).

Que el solicitante de la indemnización 
sea el único causante del daño
Es innegable que la naturaleza ju-
rídica de la responsabilidad patri-
monial del Estado es administra-
tiva, no obstante, el derecho civil 
en materia de obligaciones es un 
gran referente; verbigracia, el artí-
culo 1910 del Código Civil Federal 
cita: “el que obrando ilícitamente 
o contra las buenas costumbres 
cause daño a otro, está obligado a 
repararlo, a menos que demuestre 
que el daño se produjo como conse-
cuencia de culpa o negligencia inex-
cusable de la víctima”.

En cambio, el artículo 3 de la Ley 
Federal de Responsabilidad Patri-
monial del Estado, menciona que: 
“se exceptúan de la obligación de 
indemnizar en aquellos casos en 
los que el solicitante de la indemniza-
ción sea el único causante del daño”. 
Para mayor ilustración, considere-
mos que un ciudadano manipula 
sin autorización una caja o fuente 
de luz exclusiva de la Comisión 
Federal de Electricidad, esto con el 
fin de resolver el apagón ocurrido 
y como resultado de tal conducta, 

se lesiona por una descarga eléc-
trica y causa daños a terceros ¿el 
ente público debe indemnizar?

Que el daño sea irreal o no evaluable 
en dinero
Es evidente que, para exigirle un 
daño a un ente público, debe ser 
real y no hipotético, inclusive, el 
artículo 10 LFRPE, refiere que, 
“los entes públicos tendrán la obli-
gación de denunciar ante el Minis-
terio Público a toda persona que 
directa o indirectamente participe, 
coadyuve, asista o simule la produc-
ción de daños con el propósito de 
acreditar indebidamente la Respon-
sabilidad Patrimonial del Estado o 
de obtener alguna de las indemniza-
ciones” (defensa activa).

El otro supuesto para analizar es 
la evaluación en dinero, y que, en 
esencia, no habría mayor proble-
ma en daño físico (lesión) o daño 
económico (daño emergente y lucro 
cesante). Por el contrario, el daño 
moral es complejo para acreditarlo 
y cuantificarlo, consecuentemen-
te, en sede administrativa el ente 
público puede desestimarlo, si 
no va acompañado de los peritos 
idóneos, es más, dejar a salvo los 
derechos para reclamarlo ante el 
Tribunal de Justicia Administrati-
va (art. 4 LFRPE).

Que los daños y perjuicios sean des-
iguales a los que pudieran afectar al 
común de la población
Un asunto en concreto que tal vez 
podría adecuarse como causa de 
exoneración, es cuando en una 
crisis económica un particular 
pretenda hacer una reclamación 
patrimonial del Estado, la cual 
probablemente no prosperaría de-
bido a que existe un daño y perjui-
cio común e igual a la población. 
Además, conviene formular otro 
planteamiento ¿procede la recla-
mación del Estado por acciones 

colectivas o sólo por particulares? 
(art. 4 LFRPE).

Prescripción de la reclamación de in-
demnización
El artículo 25 de la LFRPE, señala 
que “el derecho a reclamar indem-
nización prescribe en un año, mis-
mo que se computará a partir del 
día siguiente a aquél en se hubiera 
producido la lesión patrimonial, o 
a partir del momento en que hu-
biesen cesado sus efectos lesivos, 
si fuesen de carácter continuo. 
Cuando existan daños de carácter 
físico o psíquico a las personas, el 
plazo de prescripción será de dos 
años. Los plazos de prescripción 
se interrumpirán al iniciarse el 
procedimiento de reclamación, a 
través de los cuales se impugne la 
legalidad de los actos administra-
tivos que probablemente produje-
ron los daños y perjuicios”.

En conclusión, cuando se aborda 
la figura de la responsabilidad 
patrimonial del Estado es conve-
niente visualizarla desde dos en-
foques, primeramente, con la víc-
tima o víctimas por conducto del 
operador jurídico o asesor que los 
represente, y posteriormente, con 
las causas de exoneración que podría 
oponer el ente público a través de 
su apoderado o representante le-
gal. Aunado a ello, se recomienda 
consultar los instrumentos inter-
nacionales vinculantes, los crite-
rios de jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de los Derechos 
Humanos y de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, para lo-
grar mayor argumento jurídico al 
construir y desarrollar una teoría 
del caso. 
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Tecnología que se adapta:
ASUS el mejor aliado para el coworking

ASUS ProArt P16: La herramien-
ta ideal para crear desde cual-

quier lugar

Esta laptop fue creada para quie-
nes editan, diseñan o animan con 
detalle milimétrico, cuenta con 
una pantalla táctil OLED 4K de 16 
pulgadas, está protegida con Cor-
ning® Gorilla® Glass para mayor 
durabilidad, además es compati-
ble con stylus, permitiéndote tra-
bajar con la máxima precisión.

Ofrece un procesador AMD 
Ryzen™ AI 9 HX 370, 64GB de 
RAM y una GPU NVIDIA® Ge-
Force RTX™ 5070, perfecta para 
ejecutar software gráfico avan-
zado o editar video en alta reso-
lución. En almacenamiento tiene 
2TB SSD de espacio pensados en 
renders, bibliotecas de imágenes 
y mucho más, sin dejar de lado su 
tecla Copilot para sacarle prove-
cho a la experiencia de Windows 
11, además viene equipada con 
durabilidad de grado militar.

Ya no se trata de estar en una ofici-
na. Se trata de ser más productivo 
y ASUS te acompaña en el proceso 
con tecnología diseñada en donde 

estés.

En pleno siglo XXI la manera de 
trabajar ha sido transformada por 
generaciones enteras, desde ir a la 
oficina, hasta trabajar desde casa, 
hoy, emprendedores, ejecutivos y 
nómadas digitales eligen otros en-
tornos compartidos para potenciar 
su productividad sin sacrificar la 
libertad. En ese contexto, la tecnolo-
gía tiene un papel muy importante 
y ASUS juega un rol clave con sus 
dispositivos diseñados para adap-
tarse a los nuevos estilos de trabajo, 
posicionándose como un aliado del 
coworking con potencia, diseño y 
movilidad en cada equipo.

Pero ¿Qué es lo que buscan los pro-
fesionales del coworking en su tec-
nología? 

Equipos pensados para cada
etapa del viaje profesional

ASUS Vivobook S16 (M3607):

La combinación perfecta entre po-
tencia y diseño inteligente

Con un procesador AMD Ryzen™ 
9 270, esta laptop ofrece un rendi-
miento que es perfecto para ejecutar 
aplicaciones exigentes, editar conte-
nido o diseñar, sus 16GB de RAM y 
su disco SSD de 1TB aseguran ve-
locidad al abrir archivos, 
apps o proyectos 
complejos.

Cuenta con una pantalla WUXGA 
de 144 Hz que es ideal para quienes 
también disfrutan del contenido vi-
sual, como ver películas, ediciones 
básicas o simplemente trabajo mul-
titareas sin sacrificar espacio. Para 
los que están siempre conectados a 
juntas, su webcam HD y micrófono 
con cancelación de ruido (compati-
ble con comandos de voz) hacen que 
cada videollamada sea clara y pro-
fesional.

Ya sea que estudies o trabajes desde 
un coworking esta laptop está lista 
para acompañarte, sabemos que no 
todos en ese tipo de espacios son eje-
cutivos o creativos senior. Muchos 
son profesionales, emprendedores 
digitales o universitarios que nece-
sitan una 
laptop con-
fiable, re-
sistente y 
con buen 
r e n d i -
m i e n t o 
p a r a 
t o d o 
t i p o 
de ta-
reas.

Et-Novum 



Equipos pensados para trabajar
en movimiento sin perder el estilo
ASUS Zenbook A14: Productividad premium para 
ejecutivos móviles

No es un secreto que la línea Zenbook es garantía 
para quienes buscan ejercer su productividad sin 
sacrificar el diseño, y la ASUS Zenbook A14, gra-
cias a su a su chasis Ceraluminum™, una aleación 
de magnesio y cerámica que la hace ultraligera 
y durable con apenas con apenas 980 g de peso, 
cuenta con una batería de 70 Wh que ofrecen 
hasta 32 horas sin necesidad de estar enchufada, 
además de su procesador Qualcomm Snapdragon 
X1-26-100, acompañado de una NPU Hexagon 
con capacidad de hasta 45 TOPS, optimizada para 
tareas de IA, eficiencia energética y multitarea 
liviana, sin duda es la mejor opción. 

ASUS Zenbook DUO:
La joya de las multitareas

La ASUS Zenbook DUO es una revolución a don-
de quiera que la lleves. No es solo una laptop, es 
una estación de trabajo portátil con dos pantallas 
OLED táctiles de 14 pulgadas que se despliegan 
como si tuvieras dos monitores donde sea que 
estés haciéndote multitasker, sin dejar de verte 
genial.

Ambas pantallas ASUS Lumina OLED ofrecen 
resolución 3K y 120 Hz, con validación PAN-
TONE® para un color profesional, ideal para 
creativos visuales o editores exigentes. Además, 
su teclado desmontable de tamaño completo y su 
soporte ajustable permiten cambiar entre diferen-
tes modos de uso, desde trabajo tradicional hasta 
un modo de doble monitor vertical para producti-
vidad máxima.

La ASUS Zenbook DUO es ligera, fluida, y se 
adapta a tu estilo gracias a su interfaz táctil con 
gestos similares a los de un smartphone, perfecta 
para quienes están acostumbrados a moverse rápi-
do entre apps, pestañas y tareas o escribir y editar 
al mismo tiempo sin perderse entre los programas 
abiertos.

En este Día del Coworking, celebremos la libertad 
de elegir cómo, dónde y con qué herramientas 
queremos trabajar, en cada emprendedor, creativo 
o ejecutivo que necesita potencia y encontrar ins-
piración, hay una laptop ASUS que va contigo.
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E l Derecho debe responder de 
manera constante a las necesi-
dades reales del grupo social, 

guiándose por el principio rector 
de progresividad y evitando toda 
modificación deliberada de las ins-
tituciones jurídicas que implique 
un retroceso o restrinja las garantías 
de los derechos de las personas. Las 
normas anacrónicas deben reformar-
se para adecuarse a las exigencias y 
prioridades de la soberanía nacional. 
Ello requiere la realización de autén-
ticos ejercicios de diagnóstico que 
permitan identificar los problemas 
reales advertidos por los operadores 
jurídicos, interviniendo no solo por 
la oportunidad de hacerlo, sino con 
fundamento en la experiencia nece-
saria para reconocer áreas de oportu-
nidad y proponer soluciones que no 
generen nuevos conflictos o antino-
mias.

En fechas recientes, se ha difundido 
en redes sociales que la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión 
podría, en el siguiente periodo de se-
siones, discutir reformas a la Ley de 
Amparo, Reglamentaria de los Ar-
tículos 103 y 107 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, particularmente para precisar 
con mayor detalle los elementos del 
interés legítimo. Esta circunstancia 
obliga a reflexionar sobre la necesidad 
real de dicha modificación legislativa 
o, desde la perspectiva de quienes 
ejercemos como operadores jurídicos, 
si no resultaría más relevante atender 
otras reformas pendientes al juicio 
de amparo. Asimismo, se genera in-
certidumbre respecto de las posibles 
consecuencias de esta reforma, dado 
que la iniciativa podría ser modifica-
da sustancialmente y, aun cuando en 
su origen pudiera ser funcional, corre 
el riesgo de transformarse en una dis-
posición que restrinja el alcance de la 
acción de amparo.

En la doctrina, Alberto del Castillo 
del Valle define el interés legítimo 
como “la presencia de un ánimo 
de impugnar actos que, a pesar de 
no estar dirigidos en contra de una

¿Es necesario reformar el interés legítimo en 
el juicio de amparo?

persona en específico y no causarle 
un agravio personal y directo, tiene la 
pretensión de que ese acto se anule, 
por producirle una afectación en su 
esfera jurídica, legitimándosele para 
promover la demanda de amparo”.1 
Por su parte, Adriana Leticia Cam-
puzano Gallegos afirma que “es el 
interés que se tiene en que los actos 
se ajusten a la ley. Nace cuando una 
persona o un conjunto de personas, 
debido a la posición que guardan 
frente a un acto, serían beneficiadas 
si se cumpliera la ley.”2

En el plano normativo, el interés legí-
timo se encuentra regulado en el artí-
culo 107, fracción I, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y en el artículo 5, fracción I, de 
la Ley de Amparo. Ambos preceptos 
coinciden en reconocer como parte 
agraviada o quejosa a quien aduz-
ca ser titular de un interés legítimo 
individual o colectivo, siempre que 
alegue que la norma general, acto u 
omisión reclamados violan derechos 
humanos y las garantías otorgadas 
para su protección, afectando su es-
fera jurídica en virtud de su especial 
situación frente al orden jurídico.

La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al resolver la contradicción 
de tesis 111/2013, precisó que el in-
terés legítimo supone la existencia de 
un vínculo entre determinados dere-
chos fundamentales y la persona que 
comparece en el proceso. Manifiesta 
un agravio cualificado, actual, real y 
jurídicamente relevante, cuya anula-
ción produciría un beneficio o efecto 
positivo en su esfera jurídica, ya sea 
presente o futuro, pero cierto.3

1 Del Castillo Del Valle, Alberto, El juicio de 
amparo, tomo II, México, Ediciones Jurídicas 
Alma, 2024, p. 156.
2 Campuzano Gallegos, Adriana Leticia, 
Manual para entender el juicio de amparo. Teó-
rico-Práctico, 9a. ed., México, Clave Centro 
Ave, 2023, p. 5.
3 Contradicción de tesis 111/2013, Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, Ministro Po-
nente Arturo Zaldívar Lelo de la Larrea, se-
sión plenaria del 5 de junio de 2014, 51 fojas 
[en línea], https://www2.scjn.gob.mx/Con-
sultasTematica/Resultados/-0-0-4-111-2013 
[consulta 08 de agosto de 2025].
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Asimismo, el Máximo Tribunal enfatizó 
que, debido a su configuración norma-
tiva, la identificación de todos los posi-
bles supuestos que lo actualicen debe 
derivar de la labor cotidiana de los di-
versos juzgadores de amparo, a la luz 
de los lineamientos emitidos por la 
Suprema Corte e interpretarse acorde 
a la naturaleza y funciones del juicio 
de amparo, privilegiando siempre la 
mayor protección posible de los dere-
chos fundamentales.4

En consecuencia, puede afirmarse 
que el interés legítimo es la facul-
tad que asiste a una persona física o 
moral para lograr que se declare la 
inconstitucionalidad de una norma 
general, acto u omisión que vulne-
ren derechos humanos y las garan-
tías otorgadas para su protección, 
cuando dicha afectación deriva de 
su especial situación frente al orden 
jurídico y su eventual anulación le 
genere un beneficio cierto en su esfe-
ra jurídica. Por su naturaleza, la de-
terminación de su actualización y, en 
consecuencia, de la procedencia del 
juicio de amparo, requiere de un aná-
lisis casuístico que permita verificar 
la existencia de todos los elementos 
conceptuales que lo integran.

Este análisis individualizado de las 
circunstancias que rodean a la parte 
quejosa, que afirma ser titular de un 
interés legítimo, permite a la perso-
na juzgadora distinguirlo del inte-
rés simple, con efectos directos en la 
procedencia del juicio de amparo. Es 
indispensable que la parte quejosa 
acredite, mediante un acervo proba-
torio suficiente, que la norma general, 
acto u omisión reclamados afectan su 
esfera jurídica debido a su condición 
particular frente al orden jurídico.

La aplicación práctica de esta figura 
se refleja en diversos supuestos. Así, 
se actualiza en la persona que se au-
todetermina indígena y reclama una 
ley que incide en los derechos de los 
pueblos y comunidades indígenas, 
aprobada sin realizar una consulta 
previa, libre, informada, de buena 
fe y culturalmente adecuada; en el 
ciudadano a quien se le garantizó su 
4 Idem.

derecho a un medioambiente sano, 
para exigir bienestar y salud de una
elefanta en cautiverio; o en la aso-
ciación civil que promueve la erra-
dicación de las corridas de toros y el 
maltrato de los seres sintientes, im-
pugnando reformas reglamentarias 
que permiten la asistencia de meno-
res de edad a dichos eventos, con la 
autorización de quienes ejerzan la 
patria potestad o tutela.

La doctrina y la jurisprudencia tam-
bién han identificado otros casos pa-
radigmáticos. Adriana Leticia Cam-
puzano Gallegos menciona, entre 
ellos: al vecino de una calle en con-
tra de una licencia de construcción 
de un condominio que se construirá 
en esa calle; a un grupo de usuarios 
que exigen la prestación de un servi-
cio médico idóneo para garantizar el 
derecho a la salud <2a. CVIII/2014 
(10a.)>; a un especialista en leguas in-
dígenas que lleva a cabo actividades 
en medios de radiodifusión, en con-
tra de la ley que exige que las trans-
misiones radiofónicas se realicen solo 
en idioma español <1a. CLVI/2016 
(10a.)>; a una organización defensora 
del medioambiente que combate una 
autorización de impacto ambiental; 
a los frentistas de un río que impug-
nan la orden de levantar la clausura 
de una fábrica que vierte desechos en 
su cauce, y a la persona titular de los 
derechos de libre manifestación de 
las ideas, de expresión y de reunión, 
cuando sean afectados por la Ley de 
Seguridad interior <2a./J. 114/2018 
(10a.)>.5

En virtud de lo expuesto, la respues-
ta a la pregunta ¿es necesario refor-
mar el interés legítimo en el juicio 
de amparo?, a mi juicio, es negativa. 
Respetuosamente, considero que la 
regulación actual de interés legítimo, 
integrada por la Constitución, Ley 
de Amparo y jurisprudencia que de-
sarrolla y delimita la figura, resultan 
suficiente para que diversas personas 
puedan reclamar la inconstituciona-
lidad de normas generales, actos u 
omisiones de la autoridad, obtenien-

5 Campuzano Gallegos, Adriana Leticia, 
Manual para entender el juicio de amparo. Teóri-
co-Práctico., op. cit., p. 8.

do con ello beneficios en su esfera 
jurídica. Limitar esta figura mediante 
requisitos adicionales para su acredi-
tación, bajo una aparente intención 
de otorgar mayor certeza, podría en-
durecer los criterios de las personas 
juzgadoras y restringir el acceso al 
juicio de amparo, lo que implicaría 
un retroceso en la protección de los 
derechos constitucionales.

El interés legítimo no puede con-
fundirse con un interés simple; no 
lo promueve quien carece de una 
afectación real en su esfera jurídica 
ni quien actúa sin la pretensión de 
buscar la garantía de sus derechos. 
Debe recordarse que la esencia del 
juicio de amparo es la de un proce-
dimiento jurisdiccional para el bene-
ficio de las personas justiciables que 
han resentido una vulneración a sus 
derechos humanos y las garantías 
otorgadas para su protección. No se 
trata de un mecanismo para la defen-
sa de terceros interesados y mucho 
menos para favorecer a las autorida-
des responsables. Esta lógica respon-
de a una razón evidente, las personas 
se encuentran en desventaja frente al 
poder de los entes públicos, y la sola 
invocación verbal o petición escrita 
de respeto a las garantías que estable-
ce la Constitución rara vez basta para 
estas rijan su actuación con apego a la 
Constitución.

La regulación actual del interés legí-
timo ha demostrado ser una herra-
mienta eficaz para que tanto perso-
nas físicas como morales accedan a la 
justicia. Cabe subrayar que el Poder 
Judicial de la Federación carece de 
facultades para corregir de oficio las 
irregularidades derivadas de nor-
mas, actos y omisiones de las autori-
dades; siempre es necesaria la instan-
cia de parte agraviada para que opere 
este medio de control constitucional. 
Defendamos a nuestra Ley de Ampa-
ro, defendamos a México.
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respecto, pero la propia respuesta de 
cuando podemos tener acceso a los 
registros de investigación la encon-
tramos en el propio Código Nacional 
de Procedimientos Penales.

En la práctica es común que cuando 
hacemos la solicitud al Agente del 
Ministerio Público para el acceso a los 
registros de investigación, invocando 
haber sufrido un acto de molestia o 
tener conocimiento de una carpeta de 
investigación por una denuncia en 
nuestra contra, en la mayoría de los 
casos la respuesta es en sentido ne-
gativo so pretexto de que aún no se 
genera un acto de molestia en nuestra 
contra o que no se ha requerido nues-
tra entrevista en esta etapa; incluso, 
que no se tiene la calidad de investi-
gado y/o imputado.

Es común esta respuesta de la Autori-
dad Ministerial:

“QUE LE SEA EXPEDIDA POR 
CONDUCTO DE SUS DEFEN-
SORES PARTICULARES COPIA 
GRATUITA DE LOS REGISTROS 
DE INVESTIGACION COMPLE-
TOS Y LEGIBLES INCLUYENDO 
LA EVIDENCIA MATERIAL QUE 
CONTUVIERA LA CARPETA DE 
INVESTIGACION…”, AL RESPEC-
TO DÍGASELE AL PETICIONARIO 
QUE NO HA LUGAR ACORDAR 
DE CONFORMIDAD LO SOLI-
CITADO, ELLO TODA VEZ QUE 
DE CONFORMIDAD CON LO ES-
TABLECIDO EN EL ARTICULO 
105 PÁRRAFO SEGUNDO DEL 
CODIGO NACIONAL DE PRO-
CEDIMIENTOS PENALES EN EL 
CUAL SE ESTABLECE: ARTÍCULO 
105.  SUJETOS DE PROCEDIMIEN-
TOS PENAL… SON SUJETOS DEL 
PROCEDIMIENTO PENAL LOS SI-
GUIENTES: Los sujetos del procedi-
miento que tendrán la calidad de par-
te en los procedimientos previstos en 
este Código, son el imputado y su De-
fensor, el Ministerio Público, la vícti-
ma u ofendido y su Asesor jurídico”, 
DERIVADO DE LO CUAL ÚNICA-
MENTE PUEDEN TENER ACCESO 
A LA CARPETA DE INVESTIGA-
CIÓN, EL OFENDIDO,LA VÍCTIMA, 

EL INDICIADO Y SU DEFENSOR 
ANTE LA AUTORIDAD MINISTE-
RIAL QUE CONOZCA DEL ASUN-
TO,AUNADO A ELLO CONFORME 
A LO PREVISTO EN EL ARTÌCULO 
218 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES,-
QUE A LA LETRA DICE: “ARTÍCU-
LO 218. RESERVA DE LOS ACTOS 
DE INVESTIGACIÓN LOS REGIS-
TROS DE LA INVESTIGACIÓN, ASÍ 
COMO TODOS LOS DOCUMEN-
TOS, INDEPENDIENTEMENTE DE 
SU CONTENIDO O NATURALEZA, 
LOS OBJETOS, LOS REGISTROS DE 
VOZ E IMÁGENES O COSAS QUE 
LE ESTÉN RELACIONADOS, SON 
ESTRICTAMENTE RESERVADOS, 
POR LO QUE ÚNICAMENTE LAS 
PARTES, PODRÁN TENER ACCE-
SO A LOS MISMOS, CON LAS LI-
MITACIONES ESTABLECIDAS EN 
ESTE CÓDIGO Y DEMÁS DISPOSI-
CIONES APLICABLES.
LA VÍCTIMA U OFENDIDO Y SU 
ASESOR JURÍDICO PODRÁN TE-
NER ACCESO A LOS REGISTROS 
DE LA INVESTIGACIÓN EN CUAL-
QUIER MOMENTO...” 
CALIDADES RESPECTO DE LAS 
CUALES NO SE ENCUENTRA 
CONSIDERADO EL AHORA PE-
TICIONARIO, MOTIVO POR EL 
CUAL NO HA LUGAR ACORDAR 
DE CONFORMIDAD LO SOLICITA-
DO…”

Por ello, desde nuestra perspectiva 
debemos de acudir al juicio de am-
paro indirecto por esa negativa al ac-
ceso a los registros de investigación, 
bajo las siguientes premisas:

a) La negativa para el acceso a la 
justicia pronta y expedita.

b) La negativa a que se tenga como 
reconocida la calidad de imputa-
do y por designados como mis 
Defensores Particulares.

c) La negativa a que nos sea expe-
dida o por nuestros Defensores 
Particulares copia gratuita de los 
registros de investigación com-
pletos y legibles incluyendo la 
evidencia material que contuvie-
ra la carpeta de investigación.

Resulta común en el ejercicio pro-
fesional la comunicación de los 
justiciables de que están siendo 

objeto de una investigación penal, 
en la mayoría de los casos derivado 
de un acto de molestia en su contra, 
como puede ser la solicitud de infor-
mes en sus cuentas bancarias, de la 
Secretaria de Relaciones Exteriores 
o cualquier otra institución guber-
namental que cuente con sus datos 
personales o incluso que la propia 
policía de investigación acuda a su 
domicilio o el de sus vecinos a solici-
tar informes sobre su vida personal, 
familiar y de negocios.

Muchos son los criterios que se han 
pronunciado en la academia, pero 
también en los tribunales federales al 

El juicio de amparo ante la negativa del ministerio 
público de acceso a los registros de investigación
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Conculca lo establecido por los artí-
culos 1º y 8º,20 apartado A fracción I 
y Apartado B en sus fracciones II, IV, 
VI y VIII constitucionales, 112, 113 y 
114 del Código nacional de Procedi-
mientos Penales, incluso, el siguiente 
criterio.

DERECHO DE ACCESO A LOS 
REGISTROS DE LA CARPETA DE 
INVESTIGACIÓN. PARA QUE EL 
IMPUTADO PUEDA EJERCER-
LO CONFORME AL ARTÍCULO 
218, PÁRRAFO TERCERO, DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE PRO-
CEDIMIENTOS PENALES, BAS-
TA CON QUE SEA OBJETO DE 
UN ACTO DE MOLESTIA, SIN 
QUE SE REQUIERA, ADEMÁS, 
QUE LA AUTORIDAD MINIS-
TERIAL PRETENDA RECIBIR SU 
ENTREVISTA.
 
El párrafo tercero del precepto citado 
establece que el imputado y su de-
fensor podrán tener acceso a los re-
gistros de la investigación cuando se 
encuentre detenido, sea citado para 
comparecer como imputado o “...
sea sujeto de un acto de molestia y 
se pretenda recibir su entrevista...”. 
Ahora bien, por cuanto hace a la hi-
pótesis relativa a que el imputado 
sea objeto de un acto de molestia, 
se estima que basta con que ésta se 
actualice para que se le dé acceso a 
los registros de la carpeta de investi-
gación, sin que para ello se requiera, 
además, que la autoridad ministerial 
pretenda recibir su entrevista, pues 
aunque tales hipótesis se encuen-
tran unidas por la conjunción co-
pulativa “y”, lo cierto es que exigir 
que concurran ambos supuestos con 
sustento en una mera interpretación 
letrista se traduciría en constreñir al 
imputado que ha sido objeto de un 
acto de molestia a esperar hasta que 
el órgano investigador le haga de su 
conocimiento que pretende recibir su 
entrevista para ejercer su derecho de 
adecuada defensa, lo que lo manten-
dría en estado de indefensión duran-
te un lapso que quedaría al arbitrio 
de la autoridad ministerial; interpre-
tación letrista que resultaría contra-
ria a la intención legislativa que es 
propiciar una mayor observancia de 
los derechos humanos tanto del im-
putado como de la víctima, y conlle-
varía limitar el ejercicio del derecho 
de adecuada defensa del imputado, lo 

que resulta incompatible con los fi-
nes del sistema penal acusatorio.
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIA-
DO EN MATERIA PENAL DEL 
PRIMER CIRCUITO.
 
Amparo en revisión 313/2018. 31 de 
enero de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Francisco Javier Teodoro 
Arcovedo Montero. Secretaria: María 
Elena Jiménez Carrillo.
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de 
marzo de 2020 a las 10:09 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación.
Época: Décima Época Registro: 
2021738 Instancia: Tribunales Co-
legiados de Circuito Tipo de Te-
sis: Aislada
Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación Publicación: viernes 06 
de marzo de 2020 10:09 h Mate-
ria(s): (Constitucional, Penal) Tesis: 
I.5o.P.64 P (10a.)

Ahora ¿cuál es el verdadero objetivo 
de tener acceso a los registros de in-
vestigación? en este caso pues tener 
una participación activa en la etapa 
de investigación inicial, rendir nues-
tra entrevista y ofertar datos de prue-
ba, lo cual cobra relevancia ya que el 
propio artículo 114 de la legislación 
procesal nacional establece que el im-
putado tendrá derecho a declarar en 
cualquier etapa del procedimiento, 
por lo que es dable hacerlo dentro de 
la investigación complementaria.

En ese orden de ideas, debe resaltarse 
que para que cobren vigencia los De-
rechos Humanos y los principios del 
sistema de justicia penal, no deben 
conculcarse los derechos de las per-
sonas en contra de quien se generan 
actos de molestia y son investigados, 
es decir, de los imputados, además 
de los propios derechos que tiene la 
defensa de éste para investigar por su 
cuenta los hechos materia de la im-
putación. Como lo establece el abo-
gado chileno Tavolari, quien precisa 
lo siguiente: “La Defensa Penal Pública, 
ha tomado decidido partido por la opción 
de tener presente la existencia de un de-
recho del defensor a investigar los hechos 
imputados a su representado, alternativa 
de opinión a la que me he sumado, reco-
nociendo no solo que es posible, sino im-
perativo, al defensor que empeñosamente 
cumpla con su cometido, el investigar 

por su cuenta los hechos (para que), los
resultados que así se obtengan (justifi-
quen) la proposición al Ministerio Públi-
co de diligencias probatorias, pero dejan-
do en claro que no existe circunstancia 
alguna bajo la cual se pueda afirmar que 
alguna persona o institución pública o 
privada, que pueda reemplazar al Minis-
terio Público en la tarea investigadora 
oficial”.

Cabe destacar que esta disposición 
constitucional guarda estrecha rela-
ción con el artículo 8, punto 2, inciso 
‘c)’ de la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos, que estable-
ce la concesión al inculpado del tiempo 
y de los medios adecuados para la prepa-
ración de su defensa, respecto del que 
la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha sostenido que este de-
recho incluye, entre otros aspectos, 
la obligación del Estado de permitir 
‘el acceso’ de la persona inculpada al 
conocimiento del expediente llevado 
en su contra.

“Artículo 218. Reserva de los actos 
de investigación.
Los registros de la investigación, así 
como todos los documentos, indepen-
dientemente de su contenido o na-
turaleza, los objetos, los registros de 
voz e imágenes o cosas que le estén 
relacionados, son estrictamente re-
servados, por lo que únicamente las 
partes, podrán tener acceso a los mis-
mos, con las limitaciones establecidas 
en este código y demás disposiciones 
aplicables.

La víctima u ofendido y su asesor ju-
rídico podrán tener acceso a los regis-
tros de la investigación en cualquier 
momento.

El imputado y su defensor podrán te-
ner acceso a ellos cuando se encuentre 
detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un 
acto de molestia y se pretenda recibir 
su entrevista, a partir de este mo-
mento ya no podrán mantenerse en 
reserva los registros para el imputado 
o su defensor a fin de no afectar su 
derecho de defensa. Para los efectos de 
este párrafo, se entenderá como acto 
de molestia lo dispuesto en el artículo 
266 de este código.

En ningún caso la reserva de los regis-
tros podrá hacerse valer en perjuicio
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Galaxy Watch8:
El primer smartwatch
con índice de antioxidantes

Una nueva forma de cuidar la salud
todos los días

Esta innovadora función convierte al Galaxy Watch8 en un alia-
do clave para quienes buscan comprender y mejorar su bienestar 
de forma simple, directa y basada en datos reales. 

La función exclusiva del Galaxy Watch8 utiliza un sensor BioAc-
tive y una tecnología de espectroscopía de absorción de múlti-
ples longitudes de onda para medir los carotenoides (grupo de 
pigmentos naturales) en la piel, biomarcadores que reflejan la 
ingesta del tipo de alimentos que se consume. 

Con la llegada del nuevo Galaxy Watch8, Samsung da un 
paso revolucionario en la tecnología de salud personal. Por 
primera vez, un reloj inteligente permite medir el nivel de 
antioxidantes en el cuerpo de forma no invasiva y en cuestión 
de segundos. 

del imputado y su defensor, una vez 
dictado el auto de vinculación a pro-
ceso, salvo lo previsto en este código o 
en las leyes especiales.”

Debe quedar muy claro que, según el 
precepto citado, el ‘acceso’ a los re-
gistros de la investigación, en el caso 
del imputado o su defensor, tiene lu-
gar cuando el primero es detenido; 
es citado para comparecer con ese 
carácter (imputado); o es sujeto de un 
acto de molestia.

Cobra vigencia también el contenido 
del numeral 266 del ordenamiento 
nacional procesal penal, el cual esta-
blece: 

“Artículo 266. Actos de molestia.
Todo acto de molestia deberá llevar-
se a cabo con respeto a la dignidad 
de la persona en cuestión. Antes de 
que el procedimiento se lleve a cabo, 
la autoridad deberá informarle sobre 
los derechos que le asisten y solicitar 
su cooperación. Se realizará un regis-
tro forzoso sólo si la persona no está 
dispuesta a cooperar o se resiste. Si la 
persona sujeta al procedimiento no 
habla español, la autoridad deberá to-
mar medidas razonables para brindar 
a la persona información sobre sus 
derechos y para solicitar su coopera-
ción.”

El propósito que con ello se persigue 
es garantizar el ejercicio del derecho 
a una defensa adecuada y técnica, 
como proteger el derecho a la no au-
toincriminación, pues así el imputa-
do puede tener conocimiento de los 
hechos que se le atribuyen, los datos 
de prueba obtenidos hasta el mo-
mento en que se actualiza alguna de 
esas hipótesis y con base en ello, ma-
nifestar lo que a su interés convenga 
o eventualmente, reservarse su dere-
cho a declarar.



¿Cómo funciona el índice antioxidante? 

En solo cinco segundos, el reloj analiza la piel y mues-
tra una puntuación del 0 al 100, dividida en tres nive-
les. Esta cifra refleja el estado de los antioxidantes, una 
medida clave de la salud, que indica: 

• Si se están consumiendo suficientes frutas y verdu-
ras, fuentes naturales de antioxidantes. 

• Cómo impactan las decisiones diarias (alimenta-
ción, estrés, alcohol, exposición solar) en el equi-
librio interno. 

• Qué tan bien está respondiendo el cuerpo frente al 
estrés oxidativo. 

• Si el estilo de vida actual está ayudando a prevenir 
el envejecimiento celular y posibles riesgos cróni-
cos. 

• En qué nivel de equilibrio antioxidante se encuen-
tra la persona: adecuado (75–100), cuando se está 
cumpliendo con el consumo diario recomendado; 
bajo (50–74), cuando el nivel está por debajo del 
ideal; o muy bajo (0–49), cuando es inferior al nivel 
saludable esperado. 

A diferencia de otras funciones que se miden en la 
muñeca, el Galaxy Watch8 realiza esta lectura desde 
el pulgar. Esto se debe a que el sensor óptico necesi-
ta evitar la interferencia de los vasos sanguíneos para 
obtener una medición precisa. Al presionar la yema 
del dedo contra el sensor trasero del reloj, se reduce 
temporalmente el flujo de sangre en esa zona, lo que 
permite una lectura directa de los carotenoides en el 
tejido de la piel.

¿Cómo medir los antioxidantes con el Galaxy Watch8? 
Para realizar la medición, el usuario debe quitarse el 
reloj de la muñeca y abrir la aplicación Samsung Heal-
th en su smartphone. Luego, debe seleccionar la opción 
“índice de antioxidantes” y tocar “Medir”. 

En pantalla aparecerá un mensaje con instrucciones, 
que indicarán que se debe colocar la yema del pulgar 
firmemente en el centro del sensor trasero del reloj y 
presionar “Aceptar”.
 
Es importante mantener el pulgar en esa posición du-
rante aproximadamente cinco segundos para que el 
Galaxy Watch8 pueda analizar correctamente los nive-
les de carotenoides en la piel. 

Una vez completado el proceso, los resultados se mos-
trarán directamente en la aplicación Samsung Health 
del teléfono vinculado, donde es posible hacer segui-
miento del progreso, identificar patrones y recibir re-
comendaciones personalizadas basadas en los datos y 
hábitos del usuario. 

Una experiencia de salud completa 
Además del revolucionario índice de antioxidantes, 
el Galaxy Watch8 incorpora funciones pensadas para 
acompañar cada aspecto del bienestar personal.

Para conocer más sobre el nuevo Galaxy Watch8 y la 
familia de wearables de Samsung,
visita samsung.com/mx.  

Et-Novum 



I. Introducción. El juicio de amparo es la institución procesal 
mexicana encargada de estudiar la validez de actos de autori-
dad a la luz de las garantías del gobernado que consagran la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y/o por 
los tratados internacionales; inclusive, procede por la posible 
violación de garantías sociales que protegen derechos civiles, 
como el caso de las garantías de los integrantes de los pueblos 
indígenas (como la del acceso a la jurisdicción del Estado o la 
de recibir educación, aunque en este caso respetando su lengua 
materna) o de los profesores de Universidades a las que la ley 
les confiera autonomía (específicamente por lo que hace a la li-
bertad de cátedra, que implica una forma especial de tutelar el 
derecho de libre expresión de las ideas, que es un derecho civil, 
pero tutelado de manera especial para los profesores de estas 
instituciones de educación).

De esta manera, el juicio de amparo conduce a la salvaguarda de 
algo muy particular del gobernado: los medios jurídicos de pro-
tección sustantiva de sus derechos humanos, cuando se oponen 
frente a los servidores públicos, lo que es un orgullo mexicano, en 
virtud de ser este proceso una institución procesal nacida en Mé-
xico, gracias a las aportaciones de don Manuel Crescencio García 
Rejón y Alcalá (en el proyecto de Constitución yucateca de 23 de 
diciembre de 1840) y don Mariano Otero Mestes (inscritas en el 
Voto Particular de 5 de abril de 1847 que derivó en lo que poste-
riormente fue el Acta Constitutiva y de Reformas del 18 de mayo 
de ese año, conformándose como la cuna del amparo a nivel na-
cional); en ambos documentos se previó que el juicio de amparo 
procede contra actos de autoridad que violen garantías indivi-
duales (hoy garantías del gobernado), las cuales (como ya se dijo) 
resguardan derechos humanos frente a la autoridad estatal.

II. Grandeza del juicio de amparo. Considerando lo anterior, puede 
apreciarse la grandeza del juicio de amparo, al convertirse en la 
vía adjetiva de tutela de las garantías que, a su vez, protegen lo 
más suyo de cada persona: sus derechos humanos. De hecho, por 
propender a la protección de derechos humanos, las garantías se 
han creado ante los reclamos de sus titulares, o sea, los gober-
nados como personas que dan forma al elemento población del 
Estado y que exigen se respeten sus prerrogativas (fundamenta-
les y las nacidas en sociedad), a fin de permitírsele desenvolverse 
plenamente en su devenir cotidiano.

Por su objetivo, toda persona humana debiera exigir que se protejan 
sus derechos frente a las arbitrariedades de los servidores públicos. No 
hay una sola razón para que una persona humana se oponga a 
la tutela de sus derechos; ni siquiera por un ideario político con 
el que comulgue, pero del que esté ajeno a él (por no ser parte 
del gobierno del Estado), a efecto de que su patrimonio se vea
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salvaguardado ante cualquier acto autoritario, inclu-
sive aquél que de entrada parezca beneficiarlo, pero 
que en última instancia redunde en detrimento de su 
dignidad humana, pues mañana podrá arrepentirse 
de no haberlo demandado (e, inclusive, haber apoya-
do la reducción en la tutela normativa de esas potes-
tades), cuando en su contra o de alguno de sus seres 
queridos, se emita un acto que atente en contra de su 
patrimonio (pero que ya no le ve resguardado, porque 
los políticos que no se fijan en sus electores, sino en sus 
intereses mezquinos, lo han dejado de proteger).

Y lo mismo puede y debe decirse en torno al juicio de 
amparo: todos debemos estar pendientes de que día 
a día se regule más su procedencia, forma de subs-
tanciación y efectos de la sentencia que en él se dicte, 
porque gracias a él, sus garantías se verán protegi-
das.

Así, cada quien debe exigir cotidianamente una mayor 
tutela a derechos humanos y una mejor y más eficaz 
protección adjetiva a sus garantías, con un juicio más 
ágil (que se substancie en menor tiempo, para que los 
actos lesivos de garantías sean anulados con mayor 
prontitud) y que tenga una sentencia con mejores efec-
tos para los gobernados (superar algunas barreras del 
principio de relatividad de los efectos de las sentencias 
de amparo, como en el caso de decretarse en la sen-
tencia de un amparo contra una orden de aprehensión 
que no existe delito, por lo que esos efectos deben favorecer a todos los implica-
dos en ese asunto, a pesar de no haber promovido la demanda de amparo, pero 
ante la lógica que nadie puede estar sujeto a un proceso y menos en prisión, si 
no hay una condicionante constitucional para ello: una conducta delictiva. Del 
mismo modo, debiera pensarse en una reparación integral a favor del gobernado 
que ha sido lesionado por un acto de autoridad, no bastando con la anulación 
del acto reclamado y la restitución al gobernado en el pleno uso y goce de la 
garantía violada, sino el pago de una indemnización por el daño causado, un 
compromiso de no repetición y una publicación de un extracto de la sentencia 
junto con una disculpa pública, por ejemplo.

Ello sería un verdadero avance en la regulación del juicio de amparo.

III. “Internalización” del juicio de amparo. En 1948, al firmarse la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos, los representantes de los países del mundo le hi-
cieron un reconocimiento extraordinario al juicio de amparo mexicano, al haber 
recomendado a todos los Estados que se adhirieron a ese instrumento de corte 
internacional la incorporación de un juicio a imagen y semejanza del amparo 
mexicano, al sostener lo siguiente:

“Artículo 8.

“Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales 
competentes, que la AMPARE contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la Constitución o por la ley”.

En aquel momento, solamente en México se contaba con el juicio de amparo; 
luego entonces, la propuesta de corte universal se hizo considerando el juicio de 
defensa de garantías mexicano por excelencia, lo que dio pauta a que grandes 



juristas nacionales manifestaran su regocijo ante el reconocimiento al 
amparo, como don Mario de la Cueva y de la Rosa quien sostuvo en 
esencia: el juicio de amparo es la única institución mexicana que ha salido al 
mundo y regresado con la frente en alto. Don Mario de la Cueva es una ins-
titución del Derecho Constitucional mexicano; solamente un envidioso 
podría negarle valor a tan egregio jurista mexicano.

IV. Propuesta de reforma a la Ley de Amparo en materia de interés legítimo. 
Se encuentra circulando una propuesta de reforma a la Ley de Ampa-
ro, en específico en materia de procedencia de este juicio aduciendo 
un interés legítimo (que no jurídico). Esta propuesta se basa en la idea 
de haberse abusado de esta instancia, sin especificar en qué casos se 
dio ese abuso y olvidando que la inclusión de esa figura en materia de 
amparo, fue reflejo de un reclamo de abogados que pretendieron una 
tutela mayor a los gobernados, al permitirse que se abriera la justicia de 
la Unión a casos en que no se podía estudiar la validez de actos a la luz 

de las garantías, por la falta de un in-
terés jurídico en juego (porque el acto 
no afectaba al gobernado en su esfera 
jurídica de manera personal y directa).

La incorporación del “interés legíti-
mo” en la temática del amparo, tanto 
a nivel constitucional como legal, dio 
pauta a varios comentarios, superan-
do las positivos a los que reclamaron 
su no incorporación; es más, se hizo 
referencia a la incongruencia de pro-
tección a garantías constitucionales, 
frente a las legales que se prodiga 
merced al juicio contencioso adminis-
trativo de que conoce el Tribunal de 
Justicia Administrativa de la Ciudad 
de México (en aquel tiempo Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo del 
Distrito Federal), porque en ese cam-
po sí se daba la tutela jurisdiccional 
al gobernado que aducía un interés 
legítimo, cuando en el amparo no se 
previó esa posibilidad.

En ese orden de ideas, impedir que 
hoy prospere plenamente el interés le-
gítimo en el amparo, es un atropello a 
los avances en esta materia y un aviso 
de algo peor que puede venir, sobre 
todo porque el grupo dominante en el 
Congreso de la Unión ha demostrado 
su desdén y desprecio al juicio de am-
paro, y si no se quiere creer ello, véase:

a. El diputado que pretende esa refor-
ma a la Ley de Amparo, es el que se 
negó a dar cumplimiento a un auto 
de suspensión provisional, aduciendo 
absurdamente que el juzgador de Dis-
trito era incompetente para emitir esa 
resolución (cuando su competencia 
está señalada en la Constitución y en la 
Ley de Amparo y si su criterio era otro, 
hubiera promovido la vía impugnati-
va respectiva, pero no la decisión arbi-
traria respaldada en la fuerza política, 
para desacatar ese mandato judicial);

b. El anterior titular del Ejecutivo fe-
deral (líder moral de quien propone 
la reforma a la Ley de Amparo), des-
acató la suspensión del acto reclamado 
en un juicio y motivó que se violaran 
las suspensiones en juicios de amparo 
promovidos con base en el interés legí-
timo en la construcción del tren maya 



y, consecuentemente, en la destrucción del medio am-
biente en la península yucateca; y,

c. Los órganos legislativos que trastocaron el estado de 
Derecho reformando la Carta Magna de manera arbi-
traria, tramposa y con amenazas a integrantes del Con-
greso (corrompiéndolos para no ser sujetos a procesos 
penales), incumplieron con resoluciones de amparo 
(de fondo y suspensionales), que trajeron la posibili-
dad de permitir la presencia de jueces por elección, por 
supuesta corrupción de los anteriores integrantes de 
ese Poder, sin demostrar sus aseveraciones que, de ser 
ciertas, hubieran sido materia de denuncias de respon-
sabilidad penal y administrativa.

Estos ejemplos son suficientes para probar que no pue-
de haber confianza en quien hoy pretende reformas a 
la Ley de Amparo, cuando esas reformas repercuten 
en detrimento de la protección que ese medio adjetivo 
de defensa de garantías prodiga a los gobernados, es-
pecíficamente cuando se atenta en contra de derechos 
difusos, en detrimento de derechos personales, pero 
sin que el acto esté dirigido concretamente en contra 
del gobernado, sino que éste, por su especial situación 
frente al orden jurídico (interés legítimo), reclama la 
intervención del juez que lo puede proteger y que sal-
vaguardará su patrimonio frente al poder despótico, 
basado solamente en los intereses de un grupúsculo 
que se quiera apoderar de los destinos del país, sin 
preocuparse por el bienestar general (no obstante que 
empleen esa expresión para engañar a la gente).

V. La historia: una terrible antecedencia. En el reino 
de Aragón se creó un juez medio entre el rey y los 
súbditos, que fue el denominado “Justicia Mayor de 
Aragón”, juzgador que protegía las garantías del go-
bernado imperantes en ese reino. Al ser un obstáculo 
para la venganza del rey Felipe II “El Hermoso”, éste 
decidió terminar con la vida (jurídicamente hablan-
do) de ese juzgador (en abstracto), con lo que la pro-
tección a los derechos de la población aragonesa se 
vio terminada.

Hoy, una venganza personal ha propiciado que el Po-
der Judicial de la Federación quede en manos de inex-
pertos (escúchense discursos de ministros electos que 
dan pena y representan desconocimiento del estado 
de Derecho, como aquél que asegura que en materia 
fiscal no hay derechos humanos, ¡habiendo garantías 
de ellos! o la que asevera que ya no debe otorgarse el 
amparo, sino protegerse al (gobierno del) Estado, de-
mostrando su desconocimiento a la protesta que se 
rinde al asumir el cargo: guardar y hacer guardar la 
Constitución, que no los ideales de un movimiento po-
lítico-electoral).

¡Cuidado con el futuro del amparo mexicano!

VI. Preocupación por lo que puede venir. Ante las expre-
siones de ministros electos y los antecedentes de po-
líticos que desconocieron resoluciones de amparo, es 
preocupante una reforma a la Ley de Amparo, sobre 
todo propuesta por gente inexperta en el juicio de ga-
rantías, porque no basta con ser Licenciado (o doctor) 
en Derecho o, inclusive, juez federal, para pretender 
la reforma referida; es dejar que inexpertos, políticos 
que persiguen fines personales o gente que nunca ha 
tenido contacto real con el juicio de amparo (porque 
no es efectiva la firma de un informe justificado redac-
tado por el departamento jurídico del Congreso para 
decirse experto en materia del juicio de garantías), sean 
quienes pretende modificar este juicio; su objetivo es 
destrozarlo y su éxito será pleno si no se presenta por 
los verdaderos estudiosos del amparo una defensa a 
este medio de tutela de la Constitución en su capítulo 
de garantías.

No debe pasarse inadvertido que en países totalitarios, 
no existen medios de defensa adjetiva de garantías, o 
sea, de vías que permitan impugnar actos de autoridad 
que contravengan garantías del gobernado; Cuba, tan 
amada por los actuales gobernantes, es ejemplo de ello.

VII. Defensa del amparo. Edicta ha convocado a diversos 
juristas para que escriban en este número, dedicando 
la edición a la necesidad de hacer una apología del am-
paro, planteando lo que se estima más importante en 
este juicio y cómo debe procederse ante el proyecto de 
reforma en puerta (y los que le seguirán). Reitero que 
toda persona humana debe preocuparse por la protec-
ción sustantiva de los derechos humanos y adjetiva 
de sus garantías. Nadie podrá estar tranquilo si regre-
samos a la barbarie estatal, en que los gobernantes se 
sientan amos y señores de vidas y libertades; la historia 
jurídico constitucional de nuestro país ha formado una 
dogmática que permite sostener que es tradición na-
cional la de reconocer y resguardar derechos humanos, 
tanto sustantiva como adjetivamente; sería un desho-
nor que habiéndose tomado el amparo a nivel univer-
sal, ahora lo dejemos morir en su país natal.

La protección del amparo la iniciamos aquí y la segui-
remos en los foros para denunciar a quienes atentan 
en contra de nuestro patrimonio, cuando protestaron 
guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes que 
de ella emana, pero han desobedecido resoluciones ju-
diciales de amparo y proponen proteger al gobierno 
¡frente al gobernado! O sea, “pensar que en juicio al go-
bierno debe defender el juez / es una tontería, una torpeza, 
¡es insensatez!”. 

Abogados, no debemos olvidar:

¡México es pionero en garantías y en defensa adjetiva de ellas!



A partir de la reforma del año 
2011 en materia de derechos 
humanos se establece en nues-

tro sistema jurídico mexicano la rele-
vancia de la protección de los derechos 
humanos y sus garantías contenidas 
en los tratados internacionales de los 
que nuestro país sea parte. 

Una vez que México ratifica un tra-
tado internacional en materia de de-
rechos humanos (y de cualquier otra 
índole) se siguen las reglas estableci-
das por la Convención de Viena de 
1969 Sobre el Derecho de los Trata-
dos, en específico las contenidas en 
los artículos 26 y 27 referentes a la
observancia, aplicación e interpreta-
ción de los tratados.

El artículo 26 de la Convención de 
Viena de 1969 contempla el princi-
pio Pacta Sunt Servanda, en el cual se 
establece que todo tratado ratificado 
por las partes se vuelve obligatorio y 
deberá ser cumplido de buena fe; por 
otra parte, el artículo 27 del mismo 
tratado hace referencia a la recepción 
en el derecho interno de los tratados 
internacionales estableciendo que 
una parte no podrá invocar disposi-
ciones de derecho interno como ar-
gumento que pretenda justificar su 
incumplimiento. 

En México los derechos humanos 
se encuentran en cada uno de noso-
tros, es decir, no son otorgados por 
la Constitución o alguna ley secun-
daria, son parte inherente a nuestra 
constitución biológica y la dignidad 
humana de cada uno de nosotros, 
incluso así lo confirma el párrafo ter-
cero del Preámbulo de la Convención 
Americana Sobre Derechos Huma-
nos al establecer: “Reconociendo que 
los derechos esenciales del hombre 
no nacen del hecho de ser  nacional 
de determinado Estado, sino que tie-
nen como fundamento los atributos 
de la persona humana, razón por la 
cual justifican una protección inter-
nacional, de naturaleza convencional 
coadyuvante o complementaria de la 

El Juicio de Amparo como mecanismo de
protección de los Derechos Humanos y Garantías 

contenidas en los tratados internacionales
que ofrece el derecho interno de los 
Estados americanos”.1

  
El párrafo establece que los derechos 
humanos necesitan una protección 
internacional de naturaleza conven-
cional; es decir, la protección debe pro-
venir del derecho internacional de los 
derechos humanos ya sea del Sistema 
Universal de la Organización de las 
Naciones Unidas o del Sistema Regio-
nal, es decir, el Sistema Interamericano.

Cuando México ratifica un tratado 
internacional en materia de derechos 
humanos ya sea del Sistema Univer-
sal o Interamericano se obliga en los 
términos de los artículos 26 y 27 de 
la Convención de Viena antes comen-
tados, en ese entendido los derechos 
humanos en el sistema jurídico mexi-
cano tienen dos fuentes: nacional e in-
ternacional. Esta reflexión se sostiene 
de la interpretación del artículo 1° del 
texto constitucional cuando mencio-
na que todas las personas gozaran de 
los derechos humanos reconocidos 
en la Constitución y en los tratados 
internacionales que México haya ra-
tificado (doctrinariamente esta figura 
es conocida como cláusula de estata-
lidad abierta).
 
En México el control difuso y el con-
trol concentrado ha tenido un desa-
rrollo teórico y práctico importante, 
en el caso del control difuso los abo-
gados pueden invocar los tratados in-
ternacionales en materia de derechos 
humanos desde el juicio natural bus-
cando que el juez inaplique la norma 
que se tilda de inconvencional (es im-
portante recordar que el juez natural 
al no tener control concentrado no 
puede declarar la inconstitucionali-
dad de normas).
 
El control concentrado está conforma-
do por: acciones de inconstitucionali-
dad, controversias constitucionales y 
1 “Convención Interamericana Sobre De-
rechos Humanos”, [en línea], https://
www.oas.org/dil/esp/1969_Convenci%-
C3%B3n_Americana_sobre_Derechos_Hu-
manos.pdf, [consulta: 9 de agosto de 2025]. 
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el juicio de amparo, cuya caracterís-
tica esencial de estos procedimientos 
es que a través de ellos es posible que 
el órgano jurisdiccional declare la in-
constitucionalidad de las normas que 
se están combatiendo.
 
Cuando un gobernado es menoscaba-
do en su esfera jurídica por un acto, 
norma u omisión de la autoridad que 
le afecta, deberá entablar la demanda 
de amparo correspondiente, en este 
caso para la redacción de la demanda 
de amparo indirecto se deberán col-
mar los requisitos que se establecen en 
el artículo 108 de la Ley de Amparo. 

En la fracción VI del artículo 108 de la 
Ley de Amparo se plantea que se de-
berán citar los preceptos que con base 
al artículo 1° de la Ley de Amparo 
contengan los derechos humanos y las 
garantías cuya violación se reclame; 
en este sentido, se podrán invocar las 
garantías contenidas en el texto cons-
titucional que se aducen violadas y, 
además, para robustecer los argumen-
tos vertidos, las garantías contenidas 
en el tratado internacional que a juicio 
del abogado tenga aplicación según el 
caso en concreto.
 
Para facilitar el estudio referente a las 
garantías contenidas en los tratados 
internacionales a la luz del acto re-
clamado y así poder elaborar los con-
ceptos de violación correspondientes 
considero que la Ley de Amparo debe 
ser perfeccionada de tal forma que se 
establezca con claridad cuáles son esos 
tratados a los que la Constitución en el 
artículo 1° y la Ley de Amparo en el 
artículo 108 fracción VI, hacen referen-
cia. 
 
¿Por qué es importante establecer con 
precisión el catálogo de tratados? Mu-
chos abogados desconocen la rama 
denominada derecho internacional 
de los derechos humanos y aunque 
conocen de manera general algunos 
tratados, no tienen conocimiento de la 
totalidad de ellos, desde el hecho de 
no saber si determinado tratado que 
pretenden utilizar pertenece al Siste-
ma Universal de la Organización de 
las Naciones Unidas (ONU) o al Siste-
ma Interamericano. 
 
El Sistema Universal tiene como do-
cumentos fundacionales la Carta de 
las Naciones Unidas y la Declaración

Universal de los Derechos Humanos, 
sin embargo, este sistema tiene un 
catálogo conformado por nueve tra-
tados a saber: La Convención Inter-
nacional sobre la Eliminación de toda 
las Formas de Discriminación Racial, 
el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, el 
Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos, la Convención sobre 
la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer, la 
Convención sobre los Derechos del 
Niño, la Convención contra la Tortura 
y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhu-
manos o Degradantes, la Convención 
Internacional sobre la protección de 
los derechos de todos los trabajado-
res migratorios y de sus familiares; la 
Convención sobre los derechos de las 
personas con discapacidad y final-
mente la Convención Internacional 
para la protección de todas las perso-
nas contra las desapariciones forzadas.
 
Además de los tratados antes referidos 
también cuenta con los siguientes pro-
tocolos, la lista es la siguiente: El Proto-
colo Facultativo del Pacto Internacio-
nal de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, el Protocolo Facultativo 
del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, el Segundo Proto-
colo Facultativo del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, 
destinado a abolir la pena de muerte, 
el Protocolo Facultativo de la Conven-
ción sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la 
mujer, el Protocolo facultativo de la 
Convención sobre los Derechos del 
Niño relativo a la venta de niños, la 
prostitución infantil y la utilización de 
niños en la pornografía; el Protocolo 
facultativo de la Convención sobre los 
Derechos del Niño relativo a la par-
ticipación de niños en los conflictos 
armados, el Protocolo facultativo de 
la Convención sobre los Derechos del 
Niño relativo a un procedimiento de 
comunicaciones, el Protocolo Faculta-
tivo de la Convención contra la Tortu-
ra y Otros Tratos o Penas Crueles, In-
humanos o Degradantes y finalmente 
el Protocolo facultativo de la Conven-
ción sobre los derechos de las personas 
con discapacidad.
 
En el caso del Sistema Interamericano 
(Sistema Regional al que pertenece 
nuestro país) los tratados que for-
man parte de este cuerpo normativo

'interamericano son los siguientes: 
la Declaración Americana de los De-
rechos y Deberes del Hombre, la 
Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos “Pacto de San José de 
Costa Rica”, el Protocolo Adicional 
a la Convención Americana sobre
Derechos Humanos en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales “Protocolo de San Salva-
dor”, el Protocolo a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos 
Relativo a la Abolición de la Pena de 
Muerte, la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura, 
la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas y 
la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio-
lencia contra la Mujer “Convención de 
Belém do Pará”. 
 
Como puede apreciar el lector, el catá-
logo de los derechos humanos que son 
aplicables en nuestro país es amplio y 
exige un estudio a fondo de cada uno 
de ellos para conocer las garantías que 
contienen y sus alcances jurídicos en 
busca de la mejor protección para el 
gobernado, desde el juicio natural (a 
través del control difuso) o en el juicio 
de garantías (control concentrado).
 
Alberto del Castillo del Valle al ha-
blar sobre la dogmática constitucional 
mexicana, destaca las aportaciones de 
México para la consagración de garan-
tías en los tratados internacionales, el 
autor de referencia comenta que las 
garantías contenidas en los tratados 
no se crearon en el derecho interna-
cional, sino que fueron inspiradas por 
las constituciones mexicanas de 1824, 
1836, 1857 y 1917. 
 
Nuestro país tiene una amplia tradi-
ción constitucional de otorgar garan-
tías a los gobernados para la protec-
ción de los derechos humanos, idea 
que se culmina en la Constitución 
Yucateca de 1841 con la creación del 
juicio de amparo como mecanismo de 
control constitucional y aportación de 
México para el mundo. 
 
El derecho internacional de los dere-
chos humanos nace con la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes el 
4 de mayo de 1948 en donde se reco-
mienda a los países americanos garan-
tizar los derechos, nuestro país ya lo 
hacía desde el siglo XIX.
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caso para la redacción de la demanda 
de amparo indirecto se deberán col-
mar los requisitos que se establecen en 
el artículo 108 de la Ley de Amparo. 

En la fracción VI del artículo 108 de la 
Ley de Amparo se plantea que se de-
berán citar los preceptos que con base 
al artículo 1° de la Ley de Amparo 
contengan los derechos humanos y las 
garantías cuya violación se reclame; 
en este sentido, se podrán invocar las 
garantías contenidas en el texto cons-
titucional que se aducen violadas y, 
además, para robustecer los argumen-
tos vertidos, las garantías contenidas 
en el tratado internacional que a juicio 
del abogado tenga aplicación según el 
caso en concreto.
 
Para facilitar el estudio referente a las 
garantías contenidas en los tratados 
internacionales a la luz del acto re-
clamado y así poder elaborar los con-
ceptos de violación correspondientes 
considero que la Ley de Amparo debe 
ser perfeccionada de tal forma que se 
establezca con claridad cuáles son esos 
tratados a los que la Constitución en el 
artículo 1° y la Ley de Amparo en el 
artículo 108 fracción VI, hacen referen-
cia. 
 
¿Por qué es importante establecer con 
precisión el catálogo de tratados? Mu-
chos abogados desconocen la rama 
denominada derecho internacional 
de los derechos humanos y aunque 
conocen de manera general algunos 
tratados, no tienen conocimiento de la 
totalidad de ellos, desde el hecho de 
no saber si determinado tratado que 
pretenden utilizar pertenece al Siste-
ma Universal de la Organización de 
las Naciones Unidas (ONU) o al Siste-
ma Interamericano. 
 
El Sistema Universal tiene como do-
cumentos fundacionales la Carta de 
las Naciones Unidas y la Declaración

Universal de los Derechos Humanos, 
sin embargo, este sistema tiene un 
catálogo conformado por nueve tra-
tados a saber: La Convención Inter-
nacional sobre la Eliminación de toda 
las Formas de Discriminación Racial, 
el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, el 
Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos, la Convención sobre 
la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer, la 
Convención sobre los Derechos del 
Niño, la Convención contra la Tortura 
y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhu-
manos o Degradantes, la Convención 
Internacional sobre la protección de 
los derechos de todos los trabajado-
res migratorios y de sus familiares; la 
Convención sobre los derechos de las 
personas con discapacidad y final-
mente la Convención Internacional 
para la protección de todas las perso-
nas contra las desapariciones forzadas.
 
Además de los tratados antes referidos 
también cuenta con los siguientes pro-
tocolos, la lista es la siguiente: El Proto-
colo Facultativo del Pacto Internacio-
nal de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, el Protocolo Facultativo 
del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, el Segundo Proto-
colo Facultativo del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, 
destinado a abolir la pena de muerte, 
el Protocolo Facultativo de la Conven-
ción sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la 
mujer, el Protocolo facultativo de la 
Convención sobre los Derechos del 
Niño relativo a la venta de niños, la 
prostitución infantil y la utilización de 
niños en la pornografía; el Protocolo 
facultativo de la Convención sobre los 
Derechos del Niño relativo a la par-
ticipación de niños en los conflictos 
armados, el Protocolo facultativo de 
la Convención sobre los Derechos del 
Niño relativo a un procedimiento de 
comunicaciones, el Protocolo Faculta-
tivo de la Convención contra la Tortu-
ra y Otros Tratos o Penas Crueles, In-
humanos o Degradantes y finalmente 
el Protocolo facultativo de la Conven-
ción sobre los derechos de las personas 
con discapacidad.
 
En el caso del Sistema Interamericano 
(Sistema Regional al que pertenece 
nuestro país) los tratados que for-
man parte de este cuerpo normativo

'interamericano son los siguientes: 
la Declaración Americana de los De-
rechos y Deberes del Hombre, la 
Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos “Pacto de San José de 
Costa Rica”, el Protocolo Adicional 
a la Convención Americana sobre
Derechos Humanos en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales “Protocolo de San Salva-
dor”, el Protocolo a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos 
Relativo a la Abolición de la Pena de 
Muerte, la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura, 
la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas y 
la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio-
lencia contra la Mujer “Convención de 
Belém do Pará”. 
 
Como puede apreciar el lector, el catá-
logo de los derechos humanos que son 
aplicables en nuestro país es amplio y 
exige un estudio a fondo de cada uno 
de ellos para conocer las garantías que 
contienen y sus alcances jurídicos en 
busca de la mejor protección para el 
gobernado, desde el juicio natural (a 
través del control difuso) o en el juicio 
de garantías (control concentrado).
 
Alberto del Castillo del Valle al ha-
blar sobre la dogmática constitucional 
mexicana, destaca las aportaciones de 
México para la consagración de garan-
tías en los tratados internacionales, el 
autor de referencia comenta que las 
garantías contenidas en los tratados 
no se crearon en el derecho interna-
cional, sino que fueron inspiradas por 
las constituciones mexicanas de 1824, 
1836, 1857 y 1917. 
 
Nuestro país tiene una amplia tradi-
ción constitucional de otorgar garan-
tías a los gobernados para la protec-
ción de los derechos humanos, idea 
que se culmina en la Constitución 
Yucateca de 1841 con la creación del 
juicio de amparo como mecanismo de 
control constitucional y aportación de 
México para el mundo. 
 
El derecho internacional de los dere-
chos humanos nace con la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes el 
4 de mayo de 1948 en donde se reco-
mienda a los países americanos garan-
tizar los derechos, nuestro país ya lo 
hacía desde el siglo XIX.
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El programa Home Run Banamex
celebró su edición 2025

Fundación Alfredo Harp Helú
y Fomento Social Banamex

En una emotiva ceremonia en la casa 
de los Diablos Rojos del México en 
el estadio de béisbol Alfredo Harp 
Helú, el programa Home Run Ba-
namex celebró su edición 2025, des-
tacando 29 años de apoyo a institu-
ciones sociales en el Valle de México 
y el Estado de Oaxaca. El programa 
impulsado por la Fundación Alfredo 
Harp Helú y Fomento Social Bana-
mex entrego reconocimientos a ins-
tituciones no lucrativas que destacan 
en su labor de impulsar el desarrollo 
social, cultural, ambiental, educativo 
y deportivo en la Ciudad de México 
y su Zona Metropolitana, así como 
en el estado de Oaxaca bajo el lema 
“Un batazo por un México unido, 
sano y creativo”

En la ceremonia, se recordó la visión 
de Harp Helú, quien ha impulsado 
un modelo que vincula el deporte 
con la filantropía, y que a lo largo de 
casi tres décadas ha fortalecido es-
cuelas, clínicas comunitarias, centros 
de atención a personas con discapa-
cidad, programas de becas y proyec-
tos ambientales.

Andrés Albo Márquez, director de 
Compromiso Social Banamex, desta-
có el crecimiento del programa, tanto 
en recursos, como en el impacto so-
cial que genera y resaltó como la pa-
sión por el béisbol ha logrado unir la 
convicción de impulsar el desarrollo 
social “Cada home run es también 
un paso hacia un México más justo 
y solidario”. Ya que por cada home 
run que se conecta en la temporada 
regular de los Diablos y de los Reine-
ros de Oaxaca, las fundaciones Alfre-
do Harp, y Fomento Social Banamex

donan una cantidad determinada 
para generar una bolsa de apoyo 
para causas con impacto social.

Alfredo Harp Helú, presidente ho-
norario vitalicio de la fundación 
que lleva su nombre, resaltó la im-
portancia de la colaboración entre el 
deporte y la filantropía, celebrando 
la participación de los Diablos Rojos 
de México y la larga trayectoria del 
programa.

“Vamos a seguir jugando en equipo, 
en beneficio, así como es el béisbol, 
en beneficio de México y estoy se-
guro que México seguirá siendo el 
gran país que todos queremos. Y 
vamos a trabajar juntos para lograr 
eso”

Rita Ida Feider Chiltinski, directora 
general de la Fundación Inclúyeme, 

compartió el testimonio de cómo el 
apoyo de Home Run Banamex ha 
mejorado la calidad de vida de miles 
de personas con discapacidad inte-
lectual, “Hoy quiero hablarles de otro 
tipo de home runs, los que suceden 
fuera del diamante, en la vida real, 
cuando logramos que una persona, 
en nuestro caso con discapacidad in-
telectual, encuentre un espacio digno 
en el mundo laboral, social y de vida 
independiente. Un empleo para ellos, 
las personas con discapacidad inte-
lectual, no es únicamente un ingreso, 
es pertenencia, es reconocimiento, 
es demostrar que tienen mucho que 
aportar. Cada oportunidad de traba-
jo es un home run para la inclusión, 
porque cambia la vida de la persona, 
de su familia y también enriquece a 
las empresas y por tanto a toda la so-
ciedad”.

Temas de conversación



Las instituciones reconocidas en el evento por 
su labor son: Aquí Nadie Se Rinde IAP, Domus 
Instituto de Autismo AC, Fundación Étnica y 
Aprendo, Fundación Humanista de Ayuda a 
Discapacitados FATY y APÉ, Dar Ayuda a Ni-
ñez ACE, Fundación Inclúyeme AC, Asociación 
Mexicana An Zúñiga y AP, Asociación Pro Per-
sonas con Parálisis Cerebral IAP, y Early Insti-
tute AC.

En total 80 organizaciones recibieron apoyo para 
programas que abarcan desde el tratamiento 
oncológico para niños y adolescentes hasta la 
capacitación laboral para adultos con discapa-
cidad motriz, pasando por apoyo alimentario y 
programas educativos para jóvenes en situación 
de calle.

“Mi interés es poner el corazón en cada proyec-
to, disfrutarlo y trabajar diariamente para ser-
vir a la sociedad. Aprecio cómo este esfuerzo se 
multiplica con la labor de otras personas enca-
minadas al mismo objetivo y que gracias a este 
equipo hacemos una sinergia que va quedando 
esculpida en la memoria y la cotidianidad de 
nuestra comunidad” (Don Alfredo Harp Helú)



Análisis del Alcance del Artículo 107,
 fracciones III, inciso a), primero y cuarto párrafos, y V, inciso a) de la Constitución Federal, en relación con el análisis inte-
gral de las violaciones procesales en el proceso penal y la interpretación constitucional realizada en la jurisprudencia 1a./J. 

74/2018 (10a). Una institución procesal a perfeccionar

En materia penal, la discusión sobre 
el alcance del amparo directo es par-
ticularmente relevante, pues se trata 
del mecanismo que permite a las per-
sonas condenadas por una sentencia 
definitiva buscar la revisión de los 
actos procesales que pudieron haber 
afectado su derecho de defensa y el 
debido proceso, así como la sentencia 
definitiva dictada en apelación.

La gran importancia del juicio de am-
paro directo es que brinda la mayor 
oportunidad de defensa al senten-
ciado cuando acude ante el tribunal 
responsable no solo a reclamar la sen-
tencia definitiva, sino las violaciones 
procesales previas que hubieran afec-
tado a sus defensas con trascendencia 

Esta amplia posibilidad de defensa 
se refrenda de la lectura de los artí-
culos 170, fracción I, 173, apartado B 
y 174 de la Ley de Amparo en donde 
se observa que permite reclamar la 
sentencia definitiva por violaciones 
cometidas en esta o durante el proce-
dimiento, que afecten las defensas de 
la parte quejosa y tengan trasceden-
cia al resultado del fallo. Violaciones 
procesales en el sistema de justicia 
penal acusatorio y oral. 

No obstante la amplitud defensiva 
constitucional y reglamentaria de 
mérito se vio disminuida con la pu-
blicación el 7 de diciembre de 2018 
de la jurisprudencia 1a./J. 74/2018 
(10a.), emitida por la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, de rubro: VIOLACIONES 
A DERECHOS FUNDAMENTALES 
COMETIDAS EN UN PROCEDI-
MIENTO PENAL ACUSATORIO. 
NO SON SUSCEPTIBLES DE ANA-
LIZARSE EN AMPARO DIRECTO 
CUANDO OCURREN EN ETAPAS 
PREVIAS AL JUICIO ORAL.

En esta jurisprudencia la Primera 
Sala sostuvo que tratándose de una 
sentencia definitiva derivada de un 
proceso penal acusatorio, en el jui-
cio de amparo directo no es posi-
ble analizar violaciones a derechos 
fundamentales cometidas en etapas

previas al inicio del juicio oral que 
tengan como consecuencia la even-
tual exclusión de determinado mate-
rial probatorio. 

En dicho criterio jurisprudencial se 
sostuvo que si bien de una interpre-
tación literal y aislada del apartado B 
del artículo 173 de la Ley de Ampa-
ro pudiera desprenderse que sí es po-
sible analizar en el juicio de amparo 
directo las violaciones a las leyes del 
procedimiento que hayan trascendi-
do a las defensas del quejoso cometi-
das durante cualquiera de las etapas 
del procedimiento penal acusatorio, 
toda vez que la Ley de Amparo en 
ningún momento limita el examen 
de dichas violaciones a las que hayan 
ocurrido en una etapa determinada,  
una interpretación conforme con la 
Constitución de la citada disposición 
permite concluir que el análisis de las 
violaciones procesales en el juicio de 
amparo directo debe limitarse exclu-
sivamente a aquellas cometidas du-
rante la audiencia de juicio oral.

Lo anterior, sostiene la Sala dado que 
sólo con dicha interpretación adquie-
re plena operatividad el principio de 
continuidad previsto en el artículo 20 
constitucional, que disciplina el pro-
ceso penal acusatorio en una lógica 
de cierre de etapas y oportunidad de 
alegar. Este principio constitucional 
ordena que el procedimiento se de-
sarrolle de manera continua, de tal 
forma que cada una de las etapas en 
las que se divide –investigación, in-
termedia y juicio– cumpla su función 
a cabalidad y, una vez que se hayan 
agotado, se avance a la siguiente sin 
que sea posible regresar a la anterior. 
Por esta razón, se considera que las 
partes en el procedimiento se encuen-
tran obligadas a hacer valer sus plan-
teamientos en el momento o etapa co-
rrespondiente, pues de lo contrario se 
entiende por regla general que se ha 
agotado su derecho a inconformarse. 
En segundo lugar, porque dicha in-
terpretación también es consistente 
con la fracción IV del apartado A del 
artículo 20 constitucional. De acuer-
do con dicha porción normativa, el 

José Eduardo 
Téllez Espinoza

Magistrado de Circuito en retiro y
Director General de su firma legal.

IIntroducción 

 
El juicio de amparo constituye la insti-
tución procesal por excelencia para la 
defensa de los derechos humanos y la 
preservación del orden constitucional 
en México. Su carácter ha sido históri-
camente el de un medio de control de 
regularidad constitucional que per-
mite no sólo el examen de las normas 
generales, sino también el de los actos 
de autoridad que afectan de manera 
directa a las personas, así como de 
las omisiones. Dentro de esta com-
pleja arquitectura, el artículo 107 de 
la Constitución Federal establece los 
parámetros bajo los cuales se desen-
vuelve el juicio de amparo, marcando 
con claridad la distinción entre ampa-
ro directo e indirecto y precisando los 
supuestos de procedencia.
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juez o tribunal de enjuiciamiento no 
debe conocer de lo sucedido en eta-
pas previas a juicio a fin de garantizar 
la objetividad e imparcialidad de sus 
decisiones. 

Criterio jurisprudencial que ha gene-
rado un debate intenso, pero además 
disminuyó las posibilidades reales 
de defensa de los sentenciados pena-
mente. 

Ahora bien, en este artículo académi-
co se sostiene que esta interpretación 
es restrictiva y contraria a la esencia 
del juicio de amparo, que histórica-
mente ha permitido un examen inte-
gral del proceso. De ahí que sea nece-
sario reflexionar sobre la pertinencia 
de perfeccionar la Ley de Amparo 
para devolverle al amparo directo su 
carácter de control pleno de las vio-
laciones procesales, garantizando un 
verdadero acceso a la justicia consti-
tucional.

Dado que del texto constitucional y 
de la Ley de Amparo se observa un 
diseño legislativo que faculta al tri-
bunal de amparo para realizar un 
examen integral del proceso; sin em-
bargo, la jurisprudencia de la Prime-
ra Sala lo limita.

El artículo 107, fracción III, inciso a), 
tercer párrafo, establece que el ampa-
ro directo procede contra sentencias 
definitivas, laudos y resoluciones que 
pongan fin al juicio. En la fracción V, 
inciso a), se prevé la procedencia en 
materia penal, reforzando la idea de 
que la sentencia definitiva puede ser 
objeto de un control de constitucio-
nalidad a través del juicio de amparo. 
Estas violaciones al procedimiento 
están plasmadas en el artículo 173 
Apartado B. Sistema de Justicia Penal 
Acusatorio y Oral, sin que contenga 
limitante alguna respecto a que solo 
operan en la audiencia de juicio.

Estos preceptos reflejan un diseño 
legislativo que, en apariencia, faculta 
al tribunal de amparo para realizar 
un examen integral del proceso. Sin 
embargo, la jurisprudencia restricti-
va de la Primera Sala ha limitado esa 
amplitud al trasladar mecánicamente 
el principio de preclusión del proceso 
penal al juicio de amparo.

El hecho de que en el sistema penal 

acusatorio adversarial opere con base 
en etapas es factible de sostener que 
esa limitante es para el juez de con-
trol, el tribunal de enjuiciamiento y 
el tribunal de ejecución. Mas resulta 
altamente limitante para la defensa 
constitucional en el juicio de amparo 
al no poderse controvertir las violacio-
nes procesales de etapas anteriores. 

Cierto es que posteriormente la Pri-
mera Sala reflexionó sobre las viola-
ciones suscitadas en etapas previas, 
pero las condicionó a que hubie-
ran sido parte del debate en juicio 
en las tesis 1ª. XXIII/2022 (11ª); 1ª. 
XXIV/2022 (11ª) y 1ª. XXV/2022 (11ª).

No obstante se genera la indefensión 
para la persona quejosa pues si du-
rante la investigación complementa-
ria o en la audiencia intermedia hay 
una violación procesal y esta no for-
ma parte del debate del juicio oral, 
entonces por regla general, el Tribu-
nal Colegiado de Circuito procede-
rá a declarar inoperante el concepto 
de violación a la transgresión de las 
leyes del procedimiento en amparo 
directo. 

Ejemplos comunes incluyen deficien-
cias en la defensa técnica, irregulari-
dades en la admisión o desahogo de 
pruebas, o limitaciones indebidas al 
derecho de contradicción en la au-
diencia inicial. Negar la revisión de 
esas irregularidades en amparo equi-
vale a consolidar un procedimiento 
viciado, en detrimento del debido 
proceso y la tutela judicial efectiva.

Bajo el sistema tradicional, los tribu-
nales de amparo podían retrotraer el 
procedimiento hasta la etapa precisa 
en que ocurrió la violación, ordenan-
do la reposición desde ese punto. Esa 
práctica garantizaba que la repara-
ción fuera efectiva y que la persona 
no quedara en estado de indefensión. 
La restricción impuesta por la juris-
prudencia 1ª./J.  74/2018 (10ª)  repre-
senta, en este sentido, un retroceso.
 
Propuesta de Perfeccionamiento de 
la Ley de Amparo.
Para superar esta problemática, re-
sulta indispensable una reforma le-
gislativa que reafirme el carácter in-
tegral del amparo directo en materia 
penal. Las siguientes propuestas bus-
can perfeccionar el marco normativo:

1. Reformar el artículo 173, apartado 
B, para establecer expresamente que 
el tribunal de amparo podrá retro-
traer el procedimiento hasta la etapa 
específica donde se cometió la viola-
ción procesal, sin que el principio de 
preclusión constituya un obstáculo.
2. Modificar el artículo 174 para pre-
cisar que la reposición del procedi-
miento debe realizarse desde el mo-
mento en que ocurrió la violación, y 
no limitarse a la audiencia de juicio. 
Ello permitirá una reparación más 
adecuada y congruente con el dere-
cho a un debido proceso.
3. Conservar la distinción entre actos 
de imposible reparación y violacio-
nes procesales, de modo que sólo es-
tas últimas sean revisables en ampa-
ro, evitando una sobrecarga indebida 
del sistema judicial.
4. Incorporar lineamientos jurispru-
denciales que diferencien entre vio-
laciones meramente formales y aque-
llas que afectan sustantivamente los 
derechos fundamentales, para garan-
tizar un uso responsable y eficaz del 
juicio de amparo.
5.  Establecer mecanismos de capaci-
tación y sensibilización para que los 
tribunales de amparo comprendan la 
lógica del sistema acusatorio adver-
sarial, pero sin sacrificar el carácter 
protector del juicio de amparo.

Una reforma en este sentido tendría 
múltiples beneficios. En primer lu-
gar, restablecería el carácter protec-
tor del amparo, asegurando que las 
violaciones procesales relevantes 
puedan ser revisadas en cualquier 
etapa del proceso. En segundo lugar, 
permitiría una reparación más com-
pleta, evitando que los justiciables 
queden atrapados en procedimientos 
viciados sin posibilidad de defensa 
efectiva. En tercer lugar, reforzaría la 
legitimidad del sistema penal acusa-
torio adversarial, demostrando que 
puede convivir con un control cons-
titucional robusto.

La justicia constitucional mexicana 
debe avanzar hacia un modelo que 
equilibre la celeridad procesal con 
la efectividad de la defensa de dere-
chos, evitando que el formalismo de 
la preclusión se convierta en un obs-
táculo insalvable para la tutela judi-
cial efectiva.

edicta-Julio-2025- 49



Secretaría Técnica en la PRODECO.Maes-
tra en Materia Fiscal y Especialista en 

Fiscalización de Impuestos.

Rocío Medina
Padilla

1. Efectos limitados de las sentencias
Uno de los cambios más relevantes se encuen-
tra en el artículo 73 reformado, que establece 
que cuando una sentencia de amparo declare la 
inconstitucionalidad de una norma general, sus 
efectos se limitarán exclusivamente al quejoso.
Implicaciones fiscales:
•	 Si un contribuyente obtiene un amparo 

contra una disposición tributaria —como 
una modificación en tasas del ISR o nue-
vas obligaciones fiscales-, el beneficio no 
se extiende automáticamente a otros con-
tribuyentes.

•	 Cada persona física o moral deberá liti-
gar su propio caso, incluso si existen pre-
cedentes idénticos.

Impacto estratégico: Se refuerza la necesidad 
de litigios individualizados y se debilita el 
efecto protector de los precedentes fiscales.

2. Mayor costo por errores procesales
Las reformas sustituyen el término de salario 
mínimo para determinar la cuantía de las obli-
gaciones, por la Unidad de Medida y Actua-
lización (UMA), y se incrementan significati-
vamente las sanciones por errores procesales.
Consecuencias en litigio fiscal:
•	 Promociones mal formuladas, omisiones 

o incumplimientos durante el juicio de 
amparo contra actos de las autoridades 
fiscales que violen los derechos funda-
mentales de los contribuyentes, pueden 
derivar en multas más elevadas.

•	 Se exige mayor rigor técnico en la redac-
ción de demandas, promociones y cum-
plimiento de plazos.

Impacto estratégico: El costo del litigio au-
menta, y la tolerancia a errores procesales se 
reduce drásticamente.

3. Nuevas causales de improcedencia
El artículo 61 reformado amplía los supues-
tos de improcedencia del juicio de amparo, 
especialmente en casos que buscan impugnar 
indirectamente actos administrativos ya vin-
culados a otros procedimientos.
Implicaciones fiscales:
•	 Se restringe el uso del amparo como vía 

paralela o alternativa frente a actos admi-
nistrativos fiscales.

•	 Se exige una estrategia más cuidadosa 
para evitar que el juicio sea desechado 
por improcedente.

Impacto estratégico: Menor margen para im-
pugnaciones indirectas y mayor necesidad de 
coordinación con otros medios de defensa.

4. Prioridad procesal para causas sociales
El artículo 4 reformado establece que los am-
paros promovidos en defensa de grupos en 

situación de vulnerabilidad tendrán prioridad 
procesal.
Implicaciones fiscales:
•	 Los juicios promovidos por empresas 

o contribuyentes de alto perfil econó-
mico podrían enfrentar demoras en su 
resolución.

•	 La obtención de medidas cautelares 
podría verse afectada por la falta de ce-
leridad procesal.

Impacto estratégico: Se requiere anticipación 
y planeación para evitar que los plazos proce-
sales comprometan la eficacia de la defensa.

5. Reconfiguración de la jurisprudencia obli-
gatoria
La reforma a la Ley de Amparo (13 de marzo 
de 2025) modificó el marco legal de la jurispru-
dencia en la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación (SCJN).
En particular:
•	 Artículo 216: Solo el Pleno de la SCJN 

puede establecer jurisprudencia por pre-
cedentes obligatorios; se elimina la facul-
tad de las Salas para hacerlo.

•	 Artículo 217 (párrafo 2º): Derogado; se 
suprime la regulación de la obligatorie-
dad entre Pleno y Salas.

•	 Artículos 225 y 226: Se eliminan las refe-
rencias a la jurisprudencia por contradic-
ción entre Salas y la competencia del Ple-
no para resolver dichas contradicciones.

Implicaciones fiscales:
Antes, muchos criterios relevantes para los 
contribuyentes provenían de las Salas; aho-
ra, es probable que disminuya la cantidad de 
criterios obligatorios y que se retrase la con-
solidación de criterios uniformes en materia 
fiscal, dado que el Pleno sesiona con menor 
frecuencia.
Impacto estratégico:
Mayor incertidumbre jurídica para contribu-
yentes y autoridades fiscales.

Reflexión final
Las reformas a la Ley de Amparo configuran 
un entorno más exigente y costoso para la 
defensa fiscal. La eliminación de efectos gene-
rales en las sentencias, el endurecimiento de 
sanciones procesales y la concentración para 
emitir jurisprudencia en el Pleno de la SCJN 
obligan a los contribuyentes y sus asesores le-
gales a replantear sus estrategias.

Hoy más que nunca, la defensa fiscal requiere:
•	 Litigios individualizados.
•	 Precisión técnica impecable.
•	 Monitoreo constante de criterios juris-

prudenciales.

Introducción
El amparo fiscal es un medio de defensa que 
permite a las personas físicas y morales a 

proteger sus derechos frente a actos u omisio-
nes de las autoridades fiscales, así como contra 
disposiciones legales en la materia, cuando es-
tas vulneren los derechos y principios consa-
grados en la Constitución, tales como la lega-
lidad, proporcionalidad, equidad y el destino 
del gasto público.

El 13 de marzo de 2025 se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación el decreto que refor-
ma y deroga diversas disposiciones de la Ley 
de Amparo, con el propósito de armonizarla 
con la reforma judicial de septiembre de 2024. 
Estas modificaciones, vigentes desde el 14 de 
marzo, no solo reconfiguran el juicio de am-
paro en términos procesales y orgánicos, sino 
que también transforman profundamente su 
papel como herramienta de defensa en mate-
ria fiscal.

A continuación, se analizan los principales 
cambios que inciden directamente en la estra-
tegia de litigio tributario.

Reformas a la Ley de Amparo: un nuevo
escenario para la defensa fiscal
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El regreso a clases no solo marca el 
inicio de nuevas materias, amigos 

y rutinas… también es el momento 
perfecto para renovar el cuidado de 
la piel y empezar el ciclo con una ru-
tina de skincare ganadora. Porque 
lucir una piel limpia, fresca y sin im-
perfecciones es posible con solo 4 pa-
sos que garantizan un cutis de 10 en 
cualquier aula.

Los Laboratorios Dermatológicos 
Avène presentan una rutina diseña-
da para acompañar a jóvenes y ado-
lescentes en esta etapa, con produc-
tos clínicamente comprobados que 
limpian, tratan y protegen la piel de 
forma efectiva, incluso en pieles con 
tendencia acneica.

Promociones exclusivas
Back to School
Durante esta temporada de regreso a 
clases, las principales farmacias der-
matológicas, tiendas departamentales 
y puntos de venta autorizados ofrece-
rán promociones especiales para que 

todos puedan iniciar el ciclo escolar 
con una rutina de cuidado que sí hace 
la diferencia.

Con Avène, el cuidado dermatológico 
se convierte en un aliado para la auto-
estima, la confianza y el bienestar dia-

rio. Esta rutina no solo ayuda a preve-
nir imperfecciones, sino que también 
enseña a los más jóvenes a cuidar su 
piel con ciencia y constancia.

Paso 1: Limpieza profunda – un 10 en frescura
Cleanance Gel Intense es el primer paso para empezar bien 
el día (¡y cerrarlo igual!). Su fórmula logra una limpieza pro-
funda eliminando impurezas y exceso de grasa, y reduce has-
ta en un 86% los brotes. Se recomienda aplicar por la mañana 
y por la noche para mantener la piel equilibrada, sin sensa-
ción tirante.

Paso 2: Tratamiento intensivo – fuera puntos negros
y brotes
Cleanance Comedomed es un tratamiento diario que actúa 
desde la raíz del problema. En solo 7 días, reduce visiblemen-
te puntos negros y brotes, y evita su reaparición. Su textura li-
gera y rápida absorción lo convierten en un imprescindible de 
la mochila o tocador. Ideal para pieles con tendencia acneica.

Paso 3: Crisis bajo control – el refuerzo perfecto
Cuando la piel pasa por una crisis (sí, esos días de brotes ines-
perados), Cleanance Comedomed Peeling es la solución. Su 
fórmula tipo crema actúa desde el primer día y puede reducir 
el volumen de los brotes hasta en un 92%, dejando una piel 
más lisa, uniforme y visiblemente más sana.

Paso 4: Protección solar – el toque final con 12 horas
de control de brillo
El cierre perfecto de esta rutina es Ultra Fluid Oil Control 
SPF 50+, un protector solar de textura ultra ligera, ideal para 
pieles grasas o con tendencia al acné. Además de proteger 
contra rayos UVA/UVB y luz azul (HEV), ofrece 12 horas de 
control de brillo. No por nada, 7 de cada 10 lo prefieren.

Back to School con piel de 10: 
la rutina que elimina
imperfecciones
y suma confianza

Salutem   



Zain Hamat
Flores Cervantes

Coordinador General del Centro de 
Capacitación Integral en Materia de 

Seguridad CIMS. 
Abogado de profesión, con amplia 

trayectoria en materia de seguridad, 
desempeñó importantes funciones 

de cooperación policial internacional, 
búsqueda y detención de fugitivos de la 

justicia extranjera.

¿Tu detención resistiría un amparo? 
El verdadero blindaje del policía es la legalidad

El amparo se erige como un mecanis-
mo judicial extraordinario mediante 
el cual el gobernado activa el control 

de la Constitución frente a actos de auto-
ridad que vulnere sus garantías constitu-
cionales. Se trata de una herramienta que, 
además de salvaguardar a los gobernados 
frente a detenciones arbitrarias o procedi-
mientos indebidos, obliga a la autoridad a 
actuar dentro de los límites de la ley. Así, 
el amparo no es únicamente una vía de 
defensa para quien se siente agraviado, 
sino también un recordatorio constante 
de que el poder del Estado solo tiene sen-
tido cuando se ejerce con legalidad.

En la calle, un policía decide en segundos 
lo que un juez revisará durante semanas. 
Esa delgada línea entre actuar conforme 
a la ley o vulnerar derechos humanos 

puede marcar la diferencia entre una de-
tención válida o una libertad inmediata 
obtenida por amparo. En esa línea no solo 
se juega el destino de un procedimiento, 
también la credibilidad de toda una insti-
tución policial.

Por eso, cada acción debe estar regida por 
el respeto a los derechos humanos. Cuan-
do se exceden las facultades legales, el 
amparo penal aparece como un freno que 
protege al ciudadano y obliga a la autori-
dad a corregir el rumbo. Comprender esta 
relación no es un ejercicio académico; es 
una exigencia práctica. La diferencia en-
tre un trabajo policial que se sostiene en 
tribunales y otro que se derrumba bajo el 
escrutinio de un juez está en la forma de 
actuar en la calle.

La función policial es clave para garanti-
zar la seguridad y el orden, pero no basta 
con buenas intenciones. En actuaciones 
como la detención en flagrancia, el ase-
guramiento de evidencias o el cumpli-
miento de órdenes judiciales, cada paso 
cuenta. Basta una omisión para que todo 
se pierda. Una detención arbitraria, un 
uso excesivo de la fuerza o no informar 
al detenido sobre el motivo de su arresto 
puede provocar un desenlace devastador: 
la nulidad de todo el procedimiento.

Ahí radica el valor del amparo, como un 
medio de control indispensable que equi-
libra el poder del Estado. Cada actuación 
policial que contravenga la ley puede ser 
impugnada ante un juez y, si la irregula-
ridad se acredita, la consecuencia es ina-
pelable derivando en corrección de actos, 
nulidad de procedimientos o liberación 
inmediata. Lo que para el policía pudo 
parecer un detalle menor se convierte, en 
tribunales, en el punto de quiebre de un 
caso entero.

Ahora bien, el amparo no debe entender-
se como un obstáculo para la labor poli-
cial, sino como un reflejo de su calidad. Si 
las actuaciones son firmes, documentadas 
y respetuosas de los derechos humanos, 
el amparo no representa un riesgo, sino 
un respaldo. Por el contrario, cuando se 
improvisa, se atropellan protocolos o se 
olvida que el poder está sujeto a la ley, 
el amparo desenmascara la debilidad del 
procedimiento.

Piense en un escenario realista: un policía 
detiene a una persona sin flagrancia clara 
ni orden judicial. El detenido promueve 
un amparo. El juez analiza el caso, acredi-
ta que se vulneraron derechos humanos 

y ordena la nulidad de las actuaciones. 
Con una sola resolución, todo el esfuer-
zo policial queda anulado. La lección es 
directa: documentar, respetar protocolos 
y garantizar derechos humanos no es un 
formalismo, es la única forma de blindar 
el trabajo policial frente al control judicial.

Visto así, el amparo no es un enemigo del 
uniforme. Al contrario, es una oportuni-
dad para elevar el estándar de la función 
policial. Obliga a la capacitación constan-
te, a la disciplina en el servicio y al com-
promiso con la legalidad. El policía que 
actúa dentro del marco jurídico encuentra 
en el amparo una garantía adicional: la 
seguridad de que su trabajo resistirá cual-
quier revisión.

La función policial no alcanza su punto 
más alto con la detención. Su verdade-
ro valor se mide cuando la actuación se 
mantiene firme ante la ley y respetuosa 
de los derechos humanos. Solo entonces 
se protege al ciudadano, se fortalece a la 
institución y se asegura que el esfuerzo 
policial no sea revertido por un juez.

El amparo penal no es una traba; es un 
recordatorio de que la fuerza pública solo 
tiene sentido cuando está sometida a la 
ley. El policía que actúa fuera del marco 
jurídico no compromete únicamente un 
caso: compromete la credibilidad de toda 
la corporación. Por eso, cada intervención 
debería partir de una pregunta simple 
pero decisiva: ¿mi actuación resistiría el 
escrutinio de un juez de amparo? Si la 
respuesta es afirmativa, entonces la labor 
policial habrá cumplido su verdadera mi-
sión: hacer justicia sin violentar los dere-
chos humanos.

Finalmente, es importante subrayar que 
el amparo no solo beneficia a la sociedad. 
También puede convertirse en un recurso 
de protección para la propia policía, espe-
cialmente en casos donde sus actuaciones 
son objeto de sanción o cuestionamiento. 
Cuando un agente ha cumplido con su 
deber dentro de los márgenes de la ley, el 
amparo es la vía para demostrarlo y evi-
tar consecuencias injustas. En ese sentido, 
el amparo penal es más que un límite al 
poder: es un escudo legítimo que respal-
da a la autoridad cuando su actuar se ha 
conducido con respeto a los derechos hu-
manos y apego a la legalidad, lo que hace 
imperante mantenerlo vigente en nuestro 
Estado de Derecho, evitando la presencia 
de reformas que lo mancillen o limiten y 
nos dejen al desamparo en el actuar de 
malos servidores públicos.
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Hace unos días, derivado 
de una charla entre pro-
fesores de la Universidad 

Nacional Autónoma de México, 
entre ellos el  Doctor Alberto 
del Castillo del Valle, el Maes-
tro Julián Cisneros Contreras y 
el que aquí escribe, respecto a la 
propuesta aun no discutida en 
el congreso de la unión, relativo 
a la reforma  al artículo 5º  frac-
ción I de la Ley de amparo en 
vigor, es que me di a la tarea de 
profundizar en el tema y como 
resultado de ello, una vez ya 
informado de  la misma, pude 
tener una idea más clara de ella, 
lo que involucra  el conocimien-
to acerca de la evolución  que ha  
experimentado el juicio de am-
paro en las últimas décadas  a 
través  de un proceso de expan-
sión y reinterpretación en torno 
a la legitimación activa. De ahí 
que el reconocimiento del inte-
rés legítimo en la reforma cons-
titucional de 2011 constituyó 
una apertura significativa que 
buscó atender nuevas realida-
des sociales, evitando exclusio-
nes injustificadas, fortaleciendo 
la tutela de los derechos funda-
mentales. 
 
No obstante, afirma la propues-
ta de reforma que la falta de 
definición normativa clara ha 
generado que el interés legíti-
mo se invoque en ocasiones con 
afectaciones abstractas o gené-
ricas, provocando un aumento 
de litigios que no siempre cum-
plen con los requisitos mínimos 
de procedencia. Ante ello, se 
propone adicionar un párrafo al 
artículo 5.º, fracción I, de la Ley 
de Amparo, precisando que el 
interés legítimo solo procederá 
cuando la persona quejosa acre-
dite una afectación jurídica real, 

El Interés Legítimo en el Juicio de Amparo:
análisis a la propuesta de reforma del

artículo 5.º, fracción I, de la Ley de Amparo. 
actual y diferenciada, y que la 
concesión del amparo produzca 
un beneficio cierto, directo y no 
meramente hipotético. 
Por ende, a continuación, ex-
pongo algunos argumentos que 
considero positivos, pero tam-
bién otros   no tanto, todo ello 
desde una perspectiva consti-
tucional y práctica, a fin de va-
lorar si realmente contribuye la 
reforma propuesta a fortalecer 
el amparo o si, por el contrario, 
puede derivar en un retroceso 
para la protección de derechos: 

En primer lugar, uno de los 
aciertos de la propuesta pudiera 
ser la positivización de criterios 
jurisprudenciales que ya apli-
can los tribunales. Hasta ahora, 
el alcance del interés legítimo 
dependía de la interpretación 
de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y de los tribuna-
les colegiados, lo que genera-
ba cierta incertidumbre para 
litigantes y personas quejosas, 
al incorporar en la ley que la 
afectación debe ser real, actual 
y diferenciada, se brindaría un 
marco más preciso y verificable, 
lo cual contribuiría a la seguri-
dad jurídica y a evitar abusos en 
el uso de esta figura. 
 
En segundo lugar, la exigencia 
de un vínculo concreto entre la 
persona promovente y el acto 
reclamado abonaría a la nece-
sidad de racionalizar el uso del 
amparo, con ello se podría im-
pedir que este medio de control 
se convierta en una vía para 
expresar desacuerdos políticos, 
sociales o ideológicos que no 
impactan de manera diferencia-
da en el quejoso, preservando 
la naturaleza del amparo como 
una garantía de derechos y no 

Doctor en Cultura de Derechos
Humanos,

Juez del Tribunal de Enjuiciamiento
Penal del Tribunal Superior de

Justicia del Estado de México en 
retiro

Leonardo
Fragoso Cruz

Reforma al poder judicial federal en méxico: 
elección popular de ministros, magistrados y jueces.

Leonardo
Fragoso Cruz

La corrupción, la falta de transpa-
rencia y la percepción de una justicia 
elitista y distante de la ciudadanía 
han erosionado la confianza en las 
instituciones judiciales. En este esce-
nario, la elección popular se presenta 
como una solución para democrati-
zar el acceso a estos cargos y hacerlos 
más responsables ante la ciudadanía. 
Los defensores de esta medida ar-
gumentan que permitir a los ciu-
dadanos elegir a sus jueces y ma-
gistrados fomentaría una mayor 
transparencia y rendición de cuentas. 
Sostienen que, al ser electos por el 
pueblo, estos funcionarios estarían 
más comprometidos con las necesi-
dades y expectativas de la sociedad, 
y menos susceptibles a las presiones 
de intereses políticos y económicos. 
Dentro de los beneficios potencia-
les de la elección popular  a que se 
hace referencia y  que es sostenida 
por quienes apoyan el algumento de 
la necesidad de una reforma de esta 
profundidad, destacan las siguientes: 
  
1. Rendición de cuentas: La elección 
popular podría hacer que los jueces y 
magistrados sean más responsables 
ante la ciudadanía, ya que su continui-
dad en el cargo dependería del respal-
do público. Esto podría incentivar un 
desempeño más ético, transparente y 
con un mayor  compromiso social.

2. Democratización del Poder Judicial: 
La medida contribuiría a democratizar 
el acceso a los cargos judiciales, per-
mitiendo que la ciudadanía tenga una 
participación directa en la selección de 
quienes administran la justicia.

3. Reducción de la corrupción: Al ser 
elegidos por voto popular, los jueces 
y magistrados podrían sentirse me-
nos obligados a responder a intereses 
políticos o económicos, lo que podría 
reducir la corrupción y el tráfico de in-
fluencias.

4. Mayor confianza en el sistema ju-
dicial: La elección directa por parte de 
la ciudadanía podría aumentar la legi-
timidad y la confianza en el sistema ju-
dicial, al percibirse en el entorno social 
como más cercano y accesible.

Doctor en Cultura de Derechos
Humanos Leonardo Fragoso Cruz, Juez 
de Tribunal de Enjuciamiento Penal del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado 

de México en retiro.

En México, el Poder Judicial federal 
ha sido objeto de numerosas refor-
mas con el objetivo de garantizar 

la justicia y la equidad en la sociedad. 

Una de las propuestas más controver-
tidas y discutidas en la arena política y 
social es la elección popular de minis-
tros de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación (SCJN), magistrados y jue-
ces. Esta idea ha generado un amplio 
debate sobre sus posibles beneficios y 
desafíos, así como sus implicaciones 
para la independencia judicial y la ca-
lidad de la justicia en un país con una 
problemática creciente de acceso a la 
justicia por parte de la ciudadanía.

La propuesta de elegir a ministros, jue-
ces y magistrados por voto popular sur-
ge en un contexto de descontento gene-
ralizado con el sistema judicial actual.

En contra de éstos argumentos y de 
los posibles beneficios, la propuesta de 
elegir a ministros, jueces y magistrados 
por voto popular enfrenta numerosos 
desafíos y problematicas, tanto que ha 
sido objeto de críticas significativas:
 
1. Independencia judicial: Uno de los 
principales argumentos en contra es que 
la elección popular podría comprometer 
la independencia judicial. Los jueces y 
magistrados podrían sentirse presiona-
dos a tomar decisiones populares en lu-
gar de decisiones justas y basadas en la 
ley, para asegurar su reelección.

2. Politización de la justicia: La cam-
paña electoral y la búsqueda de votos 
podrían llevar a la politización del Po-
der Judicial. Los candidatos a jueces y 
magistrados podrían depender de par-
tidos políticos y grupos de interés para 
financiar sus campañas, comprome-
tiendo  su imparcialidad y los demas 
valores éticos.

3. Competencia y preparación: La 
elección popular podría favorecer a 
candidatos con habilidades de campa-
ña y popularidad sobre aquellos con 
mayor competencia técnica y prepara-
ción jurídica. Esto podría afectar nega-
tivamente la calidad de la justicia.
 
4. Costos y logística: Organizar eleccio-
nes para jueces y magistrados podría 
implicar costos significativos y una com-
plejidad logística considerable. Además, 
la ciudadanía tendría que estar adecua-
damente informada sobre las competen-
cias y propuestas de los candidatos, lo 
cual podría ser un desafío en sí mismo.
 
Ahora bien,  cabría ante este escenario,  
hacer la pregunta, de ¿Cuáles serían las 
implicaciones para el Futuro del Siste-
ma Judicial Mexicano?
 
Y una posible respuesta, es que la im-
plementación de la elección popular 
de ministros, jueces y magistrados 
representaría un cambio radical en el 
sistema judicial mexicano. Es esencial 
considerar cuidadosamente las impli-
caciones y los posibles efectos no solo 
al corto y mediano plazo, si no al largo 
plazo de esta medida.

Doctor en Cultura de Derechos
Humanos,

Juez de Tribunal de Enjuiciamiento Penal 
del Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de México en retiro.

Hace unos días, derivado 
de una charla entre pro-
fesores de la Universidad 

Nacional Autónoma de México, 
entre ellos el  Doctor Alberto 
del Castillo del Valle, el Maes-
tro Julián Cisneros Contreras y 
el que aquí escribe, respecto a la 
propuesta aun no discutida en 
el congreso de la unión, relativo 
a la reforma  al artículo 5º  frac-
ción I de la Ley de amparo en 
vigor, es que me di a la tarea de 
profundizar en el tema y como 
resultado de ello, una vez ya 
informado de  la misma, pude 
tener una idea más clara de ella, 
lo que involucra  el conocimien-
to acerca de la evolución  que ha  
experimentado el juicio de am-
paro en las últimas décadas  a 
través  de un proceso de expan-
sión y reinterpretación en torno 
a la legitimación activa. De ahí 
que el reconocimiento del inte-
rés legítimo en la reforma cons-
titucional de 2011 constituyó 
una apertura significativa que 
buscó atender nuevas realida-
des sociales, evitando exclusio-
nes injustificadas, fortaleciendo 
la tutela de los derechos funda-
mentales. 
 
No obstante, afirma la propues-
ta de reforma que la falta de 
definición normativa clara ha 
generado que el interés legíti-
mo se invoque en ocasiones con 
afectaciones abstractas o gené-
ricas, provocando un aumento 
de litigios que no siempre cum-
plen con los requisitos mínimos 
de procedencia. Ante ello, se 
propone adicionar un párrafo al 
artículo 5.º, fracción I, de la Ley 
de Amparo, precisando que el 
interés legítimo solo procederá 
cuando la persona quejosa acre-
dite una afectación jurídica real, 

El Interés Legítimo en el Juicio de Amparo:
análisis a la propuesta de reforma del

artículo 5.º, fracción I, de la Ley de Amparo. 
actual y diferenciada, y que la 
concesión del amparo produzca 
un beneficio cierto, directo y no 
meramente hipotético. 
Por ende, a continuación, ex-
pongo algunos argumentos que 
considero positivos, pero tam-
bién otros   no tanto, todo ello 
desde una perspectiva consti-
tucional y práctica, a fin de va-
lorar si realmente contribuye la 
reforma propuesta a fortalecer 
el amparo o si, por el contrario, 
puede derivar en un retroceso 
para la protección de derechos: 

En primer lugar, uno de los 
aciertos de la propuesta pudiera 
ser la positivización de criterios 
jurisprudenciales que ya apli-
can los tribunales. Hasta ahora, 
el alcance del interés legítimo 
dependía de la interpretación 
de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y de los tribuna-
les colegiados, lo que genera-
ba cierta incertidumbre para 
litigantes y personas quejosas, 
al incorporar en la ley que la 
afectación debe ser real, actual 
y diferenciada, se brindaría un 
marco más preciso y verificable, 
lo cual contribuiría a la seguri-
dad jurídica y a evitar abusos en 
el uso de esta figura. 
 
En segundo lugar, la exigencia 
de un vínculo concreto entre la 
persona promovente y el acto 
reclamado abonaría a la nece-
sidad de racionalizar el uso del 
amparo, con ello se podría im-
pedir que este medio de control 
se convierta en una vía para 
expresar desacuerdos políticos, 
sociales o ideológicos que no 
impactan de manera diferencia-
da en el quejoso, preservando 
la naturaleza del amparo como 
una garantía de derechos y no 
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Hace unos días, derivado 
de una charla entre pro-
fesores de la Universidad 

Nacional Autónoma de México, 
entre ellos el  Doctor Alberto 
del Castillo del Valle, el Maes-
tro Julián Cisneros Contreras y 
el que aquí escribe, respecto a la 
propuesta aun no discutida en 
el congreso de la unión, relativo 
a la reforma  al artículo 5º  frac-
ción I de la Ley de amparo en 
vigor, es que me di a la tarea de 
profundizar en el tema y como 
resultado de ello, una vez ya 
informado de  la misma, pude 
tener una idea más clara de ella, 
lo que involucra  el conocimien-
to acerca de la evolución  que ha  
experimentado el juicio de am-
paro en las últimas décadas  a 
través  de un proceso de expan-
sión y reinterpretación en torno 
a la legitimación activa. De ahí 
que el reconocimiento del inte-
rés legítimo en la reforma cons-
titucional de 2011 constituyó 
una apertura significativa que 
buscó atender nuevas realida-
des sociales, evitando exclusio-
nes injustificadas, fortaleciendo 
la tutela de los derechos funda-
mentales. 
 
No obstante, afirma la propues-
ta de reforma que la falta de 
definición normativa clara ha 
generado que el interés legíti-
mo se invoque en ocasiones con 
afectaciones abstractas o gené-
ricas, provocando un aumento 
de litigios que no siempre cum-
plen con los requisitos mínimos 
de procedencia. Ante ello, se 
propone adicionar un párrafo al 
artículo 5.º, fracción I, de la Ley 
de Amparo, precisando que el 
interés legítimo solo procederá 
cuando la persona quejosa acre-
dite una afectación jurídica real, 

El Interés Legítimo en el Juicio de Amparo:
análisis a la propuesta de reforma del

artículo 5.º, fracción I, de la Ley de Amparo. 
actual y diferenciada, y que la 
concesión del amparo produzca 
un beneficio cierto, directo y no 
meramente hipotético. 
Por ende, a continuación, ex-
pongo algunos argumentos que 
considero positivos, pero tam-
bién otros   no tanto, todo ello 
desde una perspectiva consti-
tucional y práctica, a fin de va-
lorar si realmente contribuye la 
reforma propuesta a fortalecer 
el amparo o si, por el contrario, 
puede derivar en un retroceso 
para la protección de derechos: 

En primer lugar, uno de los 
aciertos de la propuesta pudiera 
ser la positivización de criterios 
jurisprudenciales que ya apli-
can los tribunales. Hasta ahora, 
el alcance del interés legítimo 
dependía de la interpretación 
de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y de los tribuna-
les colegiados, lo que genera-
ba cierta incertidumbre para 
litigantes y personas quejosas, 
al incorporar en la ley que la 
afectación debe ser real, actual 
y diferenciada, se brindaría un 
marco más preciso y verificable, 
lo cual contribuiría a la seguri-
dad jurídica y a evitar abusos en 
el uso de esta figura. 
 
En segundo lugar, la exigencia 
de un vínculo concreto entre la 
persona promovente y el acto 
reclamado abonaría a la nece-
sidad de racionalizar el uso del 
amparo, con ello se podría im-
pedir que este medio de control 
se convierta en una vía para 
expresar desacuerdos políticos, 
sociales o ideológicos que no 
impactan de manera diferencia-
da en el quejoso, preservando 
la naturaleza del amparo como 
una garantía de derechos y no 
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como un mecanismo de protes-
ta generalizada. 
 
En tercer lugar, el amparo al no 
ser un mecanismo abstracto de 
control constitucional —función 
que corresponde a la acción de 
inconstitucionalidad y a la con-
troversia constitucional—, sino 
un medio procesal para la pro-
tección de derechos concretos y 
al exigir que el amparo otorgue 
un beneficio cierto y directo, la 
reforma buscaría alinear la legi-
timación con la naturaleza del 
juicio, evitando resoluciones 
que produzcan efectos simbóli-
cos sin impacto real en la esfera 
jurídica del quejoso. 
 
En cuarto lugar, la propuesta 
reconoce que el interés legíti-
mo puede coincidir en algunos 
casos con intereses colectivos, 
pero establece que no son fi-
guras equivalentes. Esto desde 
luego ayuda a mantener una 
diferenciación procesal clara: el 
amparo individual para la de-
fensa de derechos específicos, y 
las acciones colectivas o de ca-
rácter difuso para la defensa de 
intereses más amplios, evitando 
que se confundan las vías pro-
cesales. 
 
Por otro lado, en relación a cier-
tos aspectos no tan positivos, 
que aunque se afirma que la 
propuesta no busca restringir 
sino clarificar, lo cierto es que 
un primer elemento a conside-
rar es que al rigidizar el están-
dar de acreditación se corre el 
riesgo de restringir el acceso al 
amparo en casos donde la afec-
tación no es inmediata, pero sí 
real y jurídicamente relevante. 
Ejemplo de ello es la exposición 
a normas discriminatorias que 
aún no se aplican de manera 
directa al quejoso, pero que ge-
neran un efecto inhibidor. Bajo 
un criterio restrictivo, estas per-
sonas podrían quedar sin tutela. 
 
Un segundo elemento negativo, 

es el referente a que la persona 
quejosa, se le transfiera la exi-
gencia de acreditar una afecta-
ción “real, actual y diferencia-
da”, lo que podría traducirse en 
una carga probatoria excesiva, 
sobre todo en casos de viola-
ciones estructurales a derechos 
humanos donde el impacto no 
es fácilmente demostrable en lo 
individual.  
En estos supuestos, el amparo 
perdería eficacia como vía de 
justicia accesible, contradicien-
do el principio pro persona del 
artículo 1.º constitucional. 
 
Un tercer elemento considerado 
negativo, es que si bien el inte-
rés legítimo nació como una fi-
gura flexible, que permitía a los 
jueces adaptarse a la compren-
sión y resolución de nuevas for-
mas de afectación de derechos, 
al positivizar requisitos dema-
siado estrictos, se estaría limi-
tando la facultad interpretativa 
del Poder Judicial, que ha sido 
esencial para expandir la tutela 
de derechos en contextos nove-
dosos, como el medio ambiente, 
el derecho a la salud o la igual-
dad de género. 
 
Un cuarto elemento, es que si 
bien la propuesta distingue en-
tre interés legítimo e intereses 
colectivos, existe el riesgo de 
que, en la práctica, esta diferen-
ciación se convierta en una ba-
rrera artificial para comunida-
des que buscan tutela frente a 
actos que, aunque afectan a va-
rias personas, lo hacen de forma 
cualificada y concreta en cada 
una de ellas. El riesgo es que la 
reforma debilite el acceso de co-
lectivos vulnerables al amparo. 
 
De ahí que si bien la propuesta 
tiene virtudes innegables:  pre-
tende aportar claridad, seguri-
dad jurídica y coherencia con 
la naturaleza del amparo. Al 
mismo tiempo, enfrenta riesgos 
serios si se interpreta de mane-
ra rígida, pues podría restringir 

el acceso a la justicia y vaciar de 
contenido el principio pro per-
sona. 
 
Lo razonable sería incorporar 
salvaguardas en la redacción le-
gislativa que reconozcan: 
 
• La posibilidad de acreditar 

afectaciones potenciales, 
pero objetivamente previsi-
bles. 

• La flexibilidad judicial para 
valorar, caso por caso, la 
existencia de un interés le-
gítimo. 

• El respeto a la jurispruden-
cia constitucional y a los es-
tándares interamericanos en 
materia de acceso a la justi-
cia. 

 
De no hacerlo, la reforma po-
dría fortalecer formalmente la 
certeza jurídica, pero al precio 
de debilitar materialmente la 
efectividad del amparo. Por 
ende, la propuesta de reforma 
al artículo 5.º, fracción I, de la 
Ley de Amparo refleja una ten-
sión inherente: por un lado, la 
necesidad de racionalizar el uso 
del amparo y evitar abusos; por 
el otro, la obligación de garanti-
zar un acceso amplio y efectivo 
a la justicia. 
 
En balance, lo positivo es la cla-
ridad normativa y la alineación 
del interés legítimo con la na-
turaleza del juicio de amparo. 
Lo negativo es el riesgo de re-
gresión en materia de derechos 
fundamentales, si se impone un 
estándar demasiado restricti-
vo. Por tanto, el reto del legis-
lador será, entonces, lograr un 
equilibrio: dotar de certeza sin 
clausurar la puerta al amparo 
como instrumento vivo, flexible 
y accesible, fiel a su finalidad de 
ser la garantía procesal por ex-
celencia en la protección de los 
derechos humanos en México. 
 

Hace unos días, derivado 
de una charla entre pro-
fesores de la Universidad 
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a la reforma  al artículo 5º  frac-
ción I de la Ley de amparo en 
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resultado de ello, una vez ya 
informado de  la misma, pude 
tener una idea más clara de ella, 
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to acerca de la evolución  que ha  
experimentado el juicio de am-
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través  de un proceso de expan-
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a la legitimación activa. De ahí 
que el reconocimiento del inte-
rés legítimo en la reforma cons-
titucional de 2011 constituyó 
una apertura significativa que 
buscó atender nuevas realida-
des sociales, evitando exclusio-
nes injustificadas, fortaleciendo 
la tutela de los derechos funda-
mentales. 
 
No obstante, afirma la propues-
ta de reforma que la falta de 
definición normativa clara ha 
generado que el interés legíti-
mo se invoque en ocasiones con 
afectaciones abstractas o gené-
ricas, provocando un aumento 
de litigios que no siempre cum-
plen con los requisitos mínimos 
de procedencia. Ante ello, se 
propone adicionar un párrafo al 
artículo 5.º, fracción I, de la Ley 
de Amparo, precisando que el 
interés legítimo solo procederá 
cuando la persona quejosa acre-
dite una afectación jurídica real, 
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artículo 5.º, fracción I, de la Ley de Amparo. 
actual y diferenciada, y que la 
concesión del amparo produzca 
un beneficio cierto, directo y no 
meramente hipotético. 
Por ende, a continuación, ex-
pongo algunos argumentos que 
considero positivos, pero tam-
bién otros   no tanto, todo ello 
desde una perspectiva consti-
tucional y práctica, a fin de va-
lorar si realmente contribuye la 
reforma propuesta a fortalecer 
el amparo o si, por el contrario, 
puede derivar en un retroceso 
para la protección de derechos: 

En primer lugar, uno de los 
aciertos de la propuesta pudiera 
ser la positivización de criterios 
jurisprudenciales que ya apli-
can los tribunales. Hasta ahora, 
el alcance del interés legítimo 
dependía de la interpretación 
de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y de los tribuna-
les colegiados, lo que genera-
ba cierta incertidumbre para 
litigantes y personas quejosas, 
al incorporar en la ley que la 
afectación debe ser real, actual 
y diferenciada, se brindaría un 
marco más preciso y verificable, 
lo cual contribuiría a la seguri-
dad jurídica y a evitar abusos en 
el uso de esta figura. 
 
En segundo lugar, la exigencia 
de un vínculo concreto entre la 
persona promovente y el acto 
reclamado abonaría a la nece-
sidad de racionalizar el uso del 
amparo, con ello se podría im-
pedir que este medio de control 
se convierta en una vía para 
expresar desacuerdos políticos, 
sociales o ideológicos que no 
impactan de manera diferencia-
da en el quejoso, preservando 
la naturaleza del amparo como 
una garantía de derechos y no 
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Implementación Práctica de IA en la
Práctica Legal: Guía Estratégica

herramientas pueden reducir hasta un 
60% el tiempo dedicado a tareas docu-
mentales repetitivas.

La implementación exitosa de estos asis-
tentes requiere el desarrollo de bibliote-
cas de prompts específicos para cada tipo 
de documento legal. Por ejemplo, un 
prompt para contratos de arrendamiento 
debe incluir variables específicas como 
tipo de inmueble, jurisdicción aplicable 
y cláusulas particulares según la legisla-
ción local. Es fundamental crear planti-
llas que incorporen el lenguaje jurídico 
específico de cada jurisdicción, ya que 
las herramientas entrenadas principal-
mente en inglés pueden generar traduc-
ciones inexactas o utilizar terminología 
no reconocida en el sistema jurídico 
mexicano.

Adicionalmente, estas herramientas re-
quieren un proceso de “entrenamiento” 
mediante la alimentación constante de 
ejemplos de documentos bien redacta-
dos de la firma. Esto permite que la IA 
adapte su estilo al lenguaje corporativo 
y mantenga consistencia en la redacción. 
Empero, es crucial establecer controles 
de calidad que incluyan revisiones alea-
torias de documentos generados, espe-
cialmente durante los primeros meses 
de implementación.

Análisis de Documentos: Soluciones 
como Kira Systems o Relativity emplean 
machine learning para revisar contratos, 
identificar cláusulas problemáticas y ex-
traer información relevante de grandes 
volúmenes documentales.

Estas herramientas son especialmente 
valiosas en procesos de due diligence, 
donde pueden analizar cientos de con-
tratos en horas en lugar de semanas. 
La tecnología de procesamiento de 
lenguaje natural permite identificar no 
solo cláusulas específicas, sino también 
inconsistencias terminológicas, fechas 
conflictivas y obligaciones cruzadas en-
tre diferentes documentos. Por ejemplo, 
en una fusión empresarial, la IA puede 
detectar automáticamente cláusulas de 
cambio de control que podrían activarse 
con la transacción.

La implementación efectiva requiere 
la creación de taxonomías personali-
zadas que reflejen las particularidades 

del derecho mexicano. Esto incluye el 
reconocimiento de figuras jurídicas es-
pecíficas como el fideicomiso (hoy muy 
de moda), cláusulas de jurisdicción en 
tribunales mexicanos, y terminología 
comercial en español. Las firmas más 
avanzadas están desarrollando modelos 
híbridos que combinan herramientas co-
merciales con desarrollos internos para 
abordar las especificidades del sistema 
jurídico nacional.

Investigación Jurisprudencial: Herra-
mientas como Westlaw Edge o vLex 
utilizan IA para analizar patrones en 
decisiones judiciales y sugerir preceden-
tes relevantes, optimizando la investiga-
ción legal tradicional.

La investigación jurisprudencial asistida 
por IA va más allá de la búsqueda por 
palabras clave tradicional. Estas herra-
mientas pueden identificar patrones ar-
gumentativos exitosos, analizar la evo-
lución de criterios judiciales a lo largo 
del tiempo, y sugerir estrategias argu-
mentativas basadas en casos similares. 
En México, donde la jurisprudencia por 
contradicción de tesis tiene particular 
relevancia, la IA puede identificar au-
tomáticamente criterios contradictorios 
entre diferentes tribunales colegiados.

La implementación requiere integración 
con las bases de datos jurisprudenciales 
nacionales, incluyendo el Semanario 
Judicial de la Federación y las bases de 
datos del Poder Judicial Federal. Es fun-
damental que las herramientas reconoz-
can la jerarquía normativa mexicana y 
puedan diferenciar entre jurisprudencia 
obligatoria, criterios orientadores y pre-
cedentes aislados. Las firmas especiali-
zadas están desarrollando sistemas que 
no solo encuentran precedentes, sino 
que evalúan su solidez argumentativa 
y probabilidad de éxito según patrones 
históricos.

Gestión de Cumplimiento: Plataformas 
como Complawiance o Lemontech mo-
nitorean cambios normativos en tiempo 
real y alertan sobre nuevas obligaciones 
regulatorias.

Estas herramientas son especialmente 
críticas en el entorno regulatorio mexi-
cano, donde la publicación de nue-
vas normas en el Diario Oficial de la

En la entrega anterior, afirmé que la 
evolución tecnológica no espera a 
quienes dudan. Así que siguiendo 

con este tema que debe ser prioridad 
para toda la industria legal, me parece 
que la transformación digital del dere-
cho ya no es una posibilidad futura, sino 
una realidad presente. Con el 33% de 
los departamentos jurídicos mexicanos 
utilizando IA generativa según datos re-
cientes, surge la pregunta fundamental: 
¿cómo implementar estas tecnologías de 
manera práctica y ética?

Herramientas de IA Disponibles para 
el Sector Legal
Asistentes de Redacción Legal: Platafor-
mas como Claude, ChatGPT Professio-
nal o LawGeex permiten automatizar 
la creación de contratos básicos, minu-
tas y comunicaciones rutinarias. Estas

CURP Biométrica: Inconstitucionalidad
Manifiesta en el Nuevo Paradigma Digital

La implementación de la CURP 
biométrica por la Agencia 
de Transformación Digital y 

Telecomunicaciones (ATDT) re-
presenta una regresión constitu-
cional crítica que configura vio-
laciones sistemáticas a derechos 
fundamentales. El decreto del 16 
de julio de 2025 establece un sis-
tema de identificación obligatorio 
que recolecta fotografía, huellas 
dactilares, escaneo de iris y firma 
electrónica de todos los mexica-
nos, centralizando datos inmu-
tables de más de 130 millones 
de personas bajo una Plataforma 
Única de Identidad. Esta medida, 
implementada sin evaluación de 
impacto en protección de datos y 
mediante trámite legislativo ace-
lerado, enfrenta un panorama ju-
risprudencial desfavorable y ries-
gos cibernéticos sin precedentes.

Incompatibilidad con el marco 
jurídico vigente

El análisis de proporcionalidad 
constitucional revela fallas sis-
témicas en la justificación de la 
medida. El test establecido por la 
-ahora vieja- Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en la Acción 
de Inconstitucionalidad 82/2021 
(caso PANAUT) declaró inconsti-
tucional un sistema menos inva-
sivo por violación al derecho a la 
autodeterminación informativa. 
La CURP biométrica presenta 
mayor grado de intrusión al re-
colectar más categorías de datos 
biométricos y establecer vincula-
ción obligatoria con servicios pú-
blicos y privados.

La Nueva Ley Federal de Pro-
tección de Datos Personales en 
Posesión de Particulares (vigente 
desde marzo de 2025) establece 
principios que el sistema vulne-
ra sistemáticamente. El principio 

de consentimiento se transgrede 
mediante “consentimiento coac-
cionado”, donde los ciudadanos 
deben entregar datos biométricos 
para ejercer derechos básicos. El 
principio de proporcionalidad 
falla al exigir recolección masiva 
para fines que podrían alcanzar-
se con medios menos invasivos. 
Crucialmente, el principio de 
minimización se invierte com-
pletamente, maximizando la 
recolección de datos sensibles.

El nuevo paradigma
jurisprudencial de la SCJN

La reforma judicial implementa-
da en 2024 modificó sustancial-
mente la composición de la Su-
prema Corte, reduciendo de 11 
a 9 ministros y eliminando salas 
especializadas. Los nuevos minis-
tros, electos el 1 de junio de 2025, 
muestran un perfil garantista con-
solidado que sugiere continuidad 
en la protección de derechos fun-
damentales.

Hugo Aguilar Ortiz, presidente 
electo con experiencia en dere-
chos indígenas y pluralismo ju-
rídico, junto con ministras como 
Lenia Batres (justicia social) y 
Loretta Ortiz (derechos humanos 
internacionales), conforman una 
mayoría que podría fortalecer 
criterios de protección de datos 
personales. El funcionamiento ex-
clusivo en Pleno garantizará co-
herencia jurisprudencial y mayor 
peso a precedentes como el caso 
PANAUT.

Los criterios establecidos en el 
caso PANAUT sobre recolección 
masiva de datos biométricos como 
presuntamente inconstitucional 
adquieren relevancia crítica para 
futuras resoluciones de amparo 
contra la CURP biométrica.
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Riesgos sistémicos en el contexto 
de vulnerabilidad nacional

El panorama de ciberseguridad 
nacional agrava exponencial-
mente los riesgos constituciona-
les. México registró un aumento 
del 65% en ciberataques durante 
Q1 2025, posicionándose como 
segundo país más atacado en 
Latinoamérica con 59 millones 
de ciberataques diarios. Los an-
tecedentes gubernamentales 
son críticos: 31,995 contraseñas 
del dominio gob.mx filtradas en 
2021, 830,000 servidores públicos 
comprometidos en 2020, y 10,280 
instituciones gubernamentales en 
riesgo por vulnerabilidades sin 
parchar en 2025.

La centralización de datos biomé-
tricos crea un “punto único de fa-
lla” de consecuencias permanen-
tes. A diferencia de contraseñas 
o números de cuenta, los datos 
biométricos no pueden modificar-
se si son comprometidos. Como 
advierte Isabel Manjarrez de Kas-
persky: el 37% de computadoras 
que procesan biométricos han 
sido atacadas en México, y 13% 
de mexicanos ya son víctimas de 
robo de datos biométricos.

PEMEX opera con apenas 5 inge-
nieros de ciberseguridad compa-
rado con 150 en bancos privados, 
evidenciando la brecha crítica de 
capacidades gubernamentales. El 
presupuesto 2025 en TI guberna-
mental se redujo 1.6%, mientras 
las proyecciones indican un 260% 
de aumento en ataques a depen-
dencias durante 2025.

El amparo como escudo consti-
tucional ante la vigilancia digital

La experiencia del PANAUT de-
muestra la efectividad del amparo 
como herramienta de protección. 
El primer amparo otorgado por el 
Juez Juan Pablo Gómez Fierro en 
2021 estableció precedente al con-
siderar la medida “no idónea” y 
desproporcionada.

Múltiples suspensiones provi-
sionales fueron concedidas por 
juzgados federales, priorizando 
protección de datos sobre objeti-
vos de seguridad no acreditados 
adecuadamente.

La extinción del INAI y transfe-
rencia de facultades a la Secretaría 
de Anticorrupción representa un 
debilitamiento institucional que 
refuerza la importancia del am-
paro como último recurso efec-
tivo. Los nuevos juzgados espe-
cializados en protección de datos 
(creados en 2025) ofrecen una vía 
procesal específica, aunque su 
efectividad dependerá de la apli-
cación de criterios jurispruden-
ciales consolidados.

Conceptos de violación aplicables 
incluyen vulneración al artículo 
16 constitucional por actos de mo-
lestia sin mandamiento fundado 
y motivado, violación al debido 
proceso (artículo 14), y transgre-
sión a derechos humanos recono-
cidos en tratados internacionales 
(artículo 1°). El precedente PA-
NAUT establece que la recolec-
ción masiva de datos biométricos 
requiere justificación extraordina-
ria y proporcionalidad estricta.

Retroceso normativo en el contexto 
de las reformas 2024-2025

Las reformas legislativas recien-
tes configuran un panorama de 
regresión normativa. La Nueva 
LFPDPPP introduce consenti-
miento tácito como regla general, 
limitaciones adicionales al dere-
cho de oposición, y eliminación 
de obligaciones de transparencia 
en transferencias de datos. La 
suspensión de procedimientos 
administrativos por 90-180 días 
durante la transición genera va-
cíos de protección críticos.

Este debilitamiento del marco 
institucional coincide peligrosa-
mente con la implementación del 
sistema más invasivo de recolec-
ción de datos biométricos en la 

historia de México. La concentra-
ción de poder en el Ejecutivo Fe-
deral, tras la extinción del INAI, 
elimina contrapesos democráti-
cos esenciales para la protección 
de derechos digitales.

Recomendaciones para la
defensa jurídica ciudadana

Estrategias procesales inmediatas 
incluyen promover amparos pre-
ventivos antes de la implemen-
tación completa del sistema, en-
fatizando precedentes favorables 
y argumentando desproporcio-
nalidad manifiesta. La documen-
tación probatoria debe incluir 
evidencia de requerimientos in-
debidos y conservación de comu-
nicaciones con autoridades.

Organizaciones civiles como R3D 
han puesto a disposición formatos 
especializados de amparo, mien-
tras que senadores de oposición 
han publicado modelos gratuitos. 
La asesoría jurídica especializada 
es crítica considerando la comple-
jidad técnica y constitucional de 
la materia.

Conclusión

La CURP biométrica representa 
una amenaza sistémica a los dere-
chos constitucionales que requie-
re respuesta judicial inmediata. 
La convergencia de precedentes 
jurisprudenciales desfavorables, 
vulnerabilidades cibernéticas 
críticas, y debilitamiento institu-
cional configura un escenario de 
inconstitucionalidad manifiesta 
que demanda la activación de to-
dos los mecanismos de protección 
constitucional disponibles. El am-
paro emerge como la herramienta 
fundamental para detener esta re-
gresión autoritaria y preservar el 
orden constitucional democrático 
ante el avance de la vigilancia di-
gital masiva.
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Omar
Pintor Vargas

Asesor Jurídico en
Servicio Público Federal

Semanario Judicial de la Federación el 
13 de enero de 2023:

1. Tesis: PC.I.A.J/26 A (11a.), Registro 
Digital: 2025778, Rubro: “RESPON-
SABILIDADES DE SERVIDORES 
PÚBLICOS. SENTENCIAS EMITI-
DAS POR LAS SALAS ORDINA-
RIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
EN MATERIA DE RESPONSABI-
LIDADES PRONUNCIADAS EN 
EL PROCEDIMIENTO RESPEC-
TIVO POR FALTAS GRAVES, NO 
SON DEFINITIVAS.”

2. Tesis: PC.I.A.J/27 A (11a.), Registro 
Digital: 2025779, Rubro: “RESPON-
SABILIDADES DE SERVIDORES 
PÚBLICOS. LA AUTORIDAD IN-
VESTIGADORA SE ENCUENTRA 
LEGITIMADA PARA INTERPONER 
EL RECURSO DE APELACIÓN PRE-
VISTO Y REGULADO EN LOS AR-
TÍCULOS 215 AL 219 DE LA LEGIS-
LACIÓN RESPECTIVA.”

3. Tesis: PC.I.A.J/28 A (11a.), Registro 
Digital: 2025775, Rubro: “RECURSO 
DE REVISIÓN PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 220 DE LA LEY GENE-
RAL DE RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS. POR REGLA 
GENERAL, ES IMPROCEDENTE 
SI PREVIO A SU INTERPOSICIÓN 
NO SE AGOTÓ EL DIVERSO DE 
APELACIÓN.”

Sin embargo, las tesis derivadas de 

concerniente a qué recurso procede en 
contra de la abstención de sanción, no 
obstante, esto se ha ido dilucidando 
en diferentes ejecutorias emitidas por 
los Tribunales Colegiados de Circui-
to al resolver los recursos de revisión 
interpuestos por las autoridades in-
vestigadoras en contra de las deter-
minaciones de la Tercera Sección de 
la Sala Superior del TFJA, que sobre-
seen el recurso de apelación con base 
en su propio criterio con el rubro: 
‘’IMPROCEDENCIA DEL RECURSO 
DE APELACIÓN EN MATERIA DE

su interpretación.

No obstante, cabe aclarar que, con an-
terioridad a esa publicación un Magis-
trado integrante del Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Admi-
nistrativa del Primer Circuito presentó 
una denuncia por contradicción de cri-
terios, en virtud de que el órgano ju-
dicial de su adscripción al resolver un 
recurso de revisión previsto en el artí-
culo 220 de la LGRA sostuvo, por ma-
yoría, que este recurso era procedente 
sin necesidad de agotar el recurso de 
apelación previsto en los numerales 
215 al 219 de la propia legislación de 
la materia; ello, en contraposición a lo 
resuelto por el diverso tribunal Vigé-
simo Segundo de la misma materia y 
circuito en otro recurso de revisión, en 
el que determinó que este era improce-
dente porque no se agotó el recurso de 
apelación, esto es, no se trataba de una 

Así las cosas, el tema de contradicción 
se circunscribió en determinar si las 
sentencias emitidas por las salas auxi-
liares en materia de responsabilidades 
administrativas graves del TFJA revis-

-
vas y procede en su contra el recurso 
de revisión, o si es necesario, previa a 
su interposición, agotar el recurso de 
apelación.

Ahora bien, esa denuncia se ad-
mitió a trámite con el número 
PC01.I.A.16/2022 C., y fue resuelta por 
el Pleno en Materia Administrativa 
del Primer Circuito el 11 de octubre 
de 2022, quien reconoció que sí existía 
contradicción de criterios objeto de la 
denuncia, y que el criterio que debe 
prevalecer con el carácter de jurispru-
dencia es en el sentido de que, antes 
de interponer el recurso de revisión 
previsto en el artículo 220 de la LGRA, 
previamente se debe agotar el recurso 
de apelación regulado en los numera-
les 215 al 219 del propio ordenamien-
to; derivándose los siguientes criterios 
jurisprudenciales, publicados en el

Fin a la incertidumbre jurídica en el Sistema
Recursivo de la Ley General de

Responsabilidades Administrativas
al resolverse la contradición de tesis respectiva

En la Edición 45 de Julio 2022 de 
esta importante revista, plantea-
mos la divergencia de criterios 

existente en los tribunales federales 
respecto a los recursos previstos en la 
Ley General de Responsabilidades Ad-
ministrativas (LGRA) interpuestos por 
autoridades investigadoras en contra 
de las determinaciones de la Sala Au-
xiliar en Materia de Responsabilida-
des Administrativas Graves del Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa 
(TFJA), en las que se abstienen de im-
poner sanción en asuntos relacionados 
con faltas administrativas graves; así 
mismo, establecimos que era necesario 
que se denunciara por parte legítima 
la contradicción de criterios ante el 

reguladora consiste en mantener la
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Administrativa (TFJA); esta aceptó 
competencia y continuó con el procedi-
miento hasta su total conclusión, decla-
rando la responsabilidad administrati-
va del SP e imponiendo la sanción que 
consideró procedente.

Inconforme con dicha determinación 
el SP interpuso recurso de apelación 
dentro del plazo previsto en el artículo 
215 segundo párrafo de la Ley General 
de Responsabilidades Administrativas 
(LGRA): “… El recurso de apelación se 
promoverá mediante escrito ante el Tribu-
nal que emitió la resolución, dentro de los 
quince días hábiles siguientes a aquél en 
que surta sus efectos la notificación de la 
resolución que se recurre…”; fenecido di-
cho plazo, el recurrente 35 días hábiles 
después ofreció una prueba para efec-
tos de que fuese ponderada dentro del 
recurso de apelación que interpuso. La 
Presidencia de la Tercera Sección de la 
Sala Superior del TFJA, con posteriori-
dad tuvo por admitidos tanto el recurso 
como la prueba ofrecida como superve-
niente, precisando que sería el Pleno de 
esa Sección quien, al momento de dictar 
la sentencia respectiva, se pronunciaría 
de manera definitiva respecto de la va-
loración de dicho medio de convicción; 
dándose vista a las partes para que en 
el término de 3 días hábiles manifesta-
ran lo que a su derecho convenga, con 
fundamento en lo dispuesto por el ar-
tículo 137 de la LGRA. En nuestra opi-
nión, esta fundamentación es indebida 
por inaplicable al caso concreto, por lo 
siguiente:

En la LGRA se prevé que las resolu-
ciones e varmitidas por los Tribuna-
les que determinen, tanto imponer 
sanciones por la comisión de faltas 
administrativas graves, como las que 
determinen que no existe responsabi-
lidad administrativa por parte de los 
presuntos infractores, ya sean servi-
dores públicos o particulares, serán 
impugnables mediante el recurso de 
apelación; sin embargo, dicha legis-
lación en el capítulo respectivo que 
abarca del artículo 215 al 219, es omisa 
en establecer si las partes legitimadas 

El ofrecimiento y admisión de pruebas en el 
recurso de apelación previsto en la ley general 

de responsabilidades administrativas
tienen el derecho de ofrecer pruebas 
en esa segunda instancia, así como las 
condiciones o requisitos que se deben 
cumplir a efecto de que el Tribunal 
competente las admita.

Para colmar ese vacío legislativo, es ne-
cesario acudir a la figura jurídica de la 
supletoriedad de leyes que, en nuestra 
materia de estudio está prevista en el 
artículo 118 de la LGRA que, de mane-
ra expresa establece que, en lo que no 
se oponga a lo dispuesto en el proce-
dimiento de responsabilidad adminis-
trativa será de aplicación supletoria lo 
dispuesto en la Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administrativo 
(LFPCA); empero, esta legislación, por 
su naturaleza jurídica contenciosa ad-
ministrativa, no prevé dicho recurso; 
por lo que, conforme a su artículo 1º, a 
su vez establece que, a falta de disposi-
ción expresa se aplicará supletoriamen-
te el Código Federal de Procedimien-
tos Civiles (CFPC), el cual sí regula el 
recurso de apelación y lo aborda, de 
tal manera que, resulta indispensable 
para las autoridades competentes para 
aplicar la LGRA, como lo es, el TFJA 
(artículo 3º fracción XXVII de LGRA), 
en específico, la Tercera Sección de su 
Sala Superior facultada para resolver el 
recurso de apelación que interpongan 
las partes en contra de las  resolucio-
nes dictadas por la Sala Especializada 
(artículo 20 fracción II de su ley orgáni-
ca), a fin de solucionar el conflicto que 
se plantea, sin que se contravenga el 
conjunto de disposiciones cuya laguna 
deba llenarse, máxime si son congruen-
tes con los principios del mencionado 
procedimiento administrativo discipli-
nario. En ese orden de ideas, tenemos 
que el CFPC, en torno al tópico en estu-
dio, establece:

“Artículo 253.- Sólo en la apelación de 
sentencias o de autos que pongan fin a un 
incidente, se admitirán, a las partes, prue-
bas en la segunda instancia, siempre que 
no se hubieren recibido en la primera por 
causas ajenas a su voluntad, o que sean 
relativas a excepciones posteriores a la au-
diencia de alegatos de primera instancia, 

En esta ocasión, me permito expo-
ner un caso concreto que se nos 
presentó recientemente, el cual 

contiene varias aristas, a saber:

Como antecedentes del asunto, tene-
mos que a un servidor público (SP) se 
le emplazó al procedimiento adminis-
trativo de responsabilidades por habér-
sele imputado la presunta comisión de 
una falta administrativa grave (FAG). 
Se llevó a cabo la audiencia inicial 
donde las partes manifestaron lo que 
a su derecho convino y ofrecieron las 
pruebas que consideraron pertinentes 
para su defensa; por lo que se declaró 
cerrada dicha actuación; se envió el 
expediente original a la Sala Auxiliar 
en Materia de Responsabilidades Ad-
ministrativas Graves (Sala Especiali-
zada), del Tribunal Federal de Justicia
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o a excepciones anteriores de que no haya 
tenido conocimiento el interesado antes de 
dicha audiencia.
Las excepciones podrán proponerse y la 
prueba documental rendirse, hasta antes de 
la celebración de la audiencia del negocio.
…
Artículo 255.- Fuera de los casos del ar-
tículo 253, el tribunal se concretará, en su 
fallo, a apreciar los hechos tal como hubie-
ren sido probados en la primera instancia.”

Con fundamento en dichas disposi-
ciones adjetivas ese órgano jurisdic-
cional, actuando en forma colegiada, 
al momento de resolver el recurso de 
apelación, deberá desestimar la prue-
ba ofrecida como superveniente en esa 
instancia, por parte del SP, y admitida 
por su Presidencia, en virtud de que, si 
bien se ofreció en la apelación de la re-
solución de fondo (sentencia), también 
lo es que, el legislador estableció dos 
condicionantes para que se admitieran 
pruebas en la segunda instancia, las 
cuales estriban:

I. Que tales pruebas no se hubiesen 
recibido en la primera instancia por 
causas ajenas a la voluntad del ofe-
rente, o

II. Que sean relativas a:

a) Excepciones posteriores a la 
audiencia de alegatos de primera 
instancia, o

b) Excepciones anteriores de que 
no haya tenido conocimiento el in-
teresado antes de dicha audiencia.

Hipótesis que no se actualizan, ya que 
los hechos imputados al SP datan de 
años anteriores, por lo que una vez 
emplazado al procedimiento admi-
nistrativo de responsabilidades tuvo 
conocimiento de estos; de tal manera 
que, el momento procedimental opor-
tuno para que el SP presunto responsa-
ble rindiera su declaración por escrito 
o verbalmente, y ofreciera las pruebas 
que estimara necesarias para su defensa 
lo fue el día y hora señalado para la au-
diencia inicial, después de cerrada esta 
actuación, las partes no podrán ofrecer 
más pruebas, salvo aquellas que sean 
supervenientes, entendiéndose por ta-
les, aquellas que se hayan producido
con posterioridad al vencimiento del 
plazo para ofrecer pruebas; o las que 

se hayan producido antes, siempre que 
el que las ofrezca manifieste bajo pro-
testa de decir verdad que no tuvo la
posibilidad de conocer su existencia, en 
términos del artículo 136 de la LGRA.

Ahora bien, la prueba que el SP recu-
rrente ofreció para los efectos de que 
sea ponderada dentro del recurso de 
apelación que interpuso y que le fue 
admitida por la Presidencia del órgano 
jurisdiccional revisor, no reviste la cali-
dad de superveniente, por no cumplir 
con las características a las que alude el 
artículo 253 del aludido código adjetivo 
supletorio, al no demostrarse, de mane-
ra fehaciente e indubitable, que esa pro-
banza no fue recibida en la audiencia 
inicial por causas ajenas a su voluntad; 
tampoco que se refiera a excepciones 
—argumentos defensivos tendientes a 
desvanecer la imputación formulada 
en su contra— posteriores a la etapa de 
alegatos, ni mucho menos, a excepcio-
nes anteriores desconocidas por el pro-
pio oferente antes de esta última etapa 
del procedimiento administrativo de 
responsabilidades; además de haber 
sido diseñada o confeccionada ad hoc al 
ser de fecha posterior a la presentación 
del respectivo escrito de agravios.

Cabe destacar que, el legislador fue 
preciso en establecer de manera diá-
fana que, única y exclusivamente, en 
los casos previstos en el citado artículo 
253 del CFPC se admitirán pruebas en 
el recurso de apelación, y fue tajante 
en determinar que fuera de esos casos, 
el Tribunal competente se concretará, 
en su fallo, a apreciar los hechos tal y 
como hubieren sido probados en la pri-
mera instancia, en la especie, durante 
el procedimiento administrativo de 
responsabilidades, sin que se advierta 
una razón válida, sustentada en los de-
rechos fundamentales de audiencia, de 
acceso a la justicia y a la tutela judicial 
efectiva que justifique otra interpreta-
ción. Más aún, es pertinente resaltar 
que, con base en los anteriores postu-
lados, arribamos a la conclusión que, 
en el recurso de apelación contra una 
sentencia definitiva o resolución de 
fondo, solo pueden ofrecerse pruebas
cuando han ocurrido hechos superve-
nientes, y en ese supuesto, se deberá, 
indefectiblemente, especificarse los 
puntos sobre los que deban versar las 
pruebas y estas no deberán ser extrañas 
a la cuestión debatida ni a los hechos 

sobrevenidos; ello, en el entendido, 
de que la legislación procesal supleto-
ria ofrece una última oportunidad a la
parte apelante de demostrar su ino-
cencia, con lo cual podría cambiar el 
sentido de la sentencia o resolución 
primigenia; de no colmarse tales con-
diciones o requisitos, resulta evidente 
que, la intención del legislador fue que 
el Tribunal de Apelación se constriña a 
la revisión del derecho, en otras pala-
bras, se concrete, en su fallo, a apreciar 
los hechos tal y como hubiesen sido 
probados durante el procedimiento 
administrativo de responsabilidades, 
sin que tenga facultades para reasumir 
jurisdicción y esté en posibilidad de 
emitir una nueva resolución; sino solo 
a confirmar, revocar o modificar la re-
solución o sentencia recurrida; circuns-
tancia que queda patente en el artículo 
217 párrafo in fine de la LGRA, que ad 
litteram establece:  “Artículo 217. … El 
Tribunal, dará vista a las partes para que, 
en el término de tres días hábiles, manifies-
ten lo que a su derecho convenga; vencido 
este término se procederá a resolver con los 
elementos que obren en autos.”

De igual forma, la prueba objeto de es-
tudio no deberá tomarse en considera-
ción al momento de resolver el recurso 
de apelación, debido a que fue exhibida 
con posterioridad al plazo de quince 
hábiles previsto en el artículo 215 se-
gundo párrafo de la LGRA; motivo 
claro y manifiesto para desestimar todo 
valor probatorio que se le pretenda dar 
a dicha probanza calificada indebida-
mente como superveniente, por las 
razones expuestas con antelación; toda 
vez que, se deduce que las pruebas que 
sí revistan la calidad de supervenientes 
deberán ofrecerse en el escrito de agra-
vios respectivo y dentro del plazo legal 
otorgado para tal efecto; por lo tanto, al 
haberse ofrecido esta mediante un es-
crito diverso exhibido con 35 días hábi-
les posteriores al referido plazo, es evi-
dente su presentación extemporánea.
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El Artículo 15 de la Ley de Amparo: 
Alcance y operatividad en algunos supuestos 

de excepción 

El juicio de Amparo ha sido defi-
nido entre otras cosas como un 
medio de control constitucional 

-para garantizar la supremacía de la 
Constitución- así como un juicio por 
el cual se busca proteger los derechos 
humanos. En tal sentido, uno de sus 
objetivos principales es precisamen-
te proteger los derechos humanos 
cuando estos se estimen vulnerados 
por el agraviado, sin embargo, la ley 
previene algunos supuestos en los 
cuales el afectado no puede solicitar 
el amparo y protección de la justicia 
federal. 
 
En el presente caso hablaremos de al-
gunos supuestos contemplados en el 
artículo 15 de la Ley de Amparo, Re-
glamentaria de los artículos 103 Y 107 
de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos -en adelante 
sólo Ley de Amparo o sólo la Ley-. 
 
El artículo 15 de la Ley de Amparo 
ocupa un lugar central dentro del 
régimen de capacidad y personería 
del juicio constitucional en México. 
Su razón de ser es asegurar que el 
amparo opere con la máxima efica-
cia cuando están en juego derechos 
tan esenciales “(…)que importen 
peligro de privación de la vida, ata-
ques a la libertad personal fuera de 
procedimiento, incomunicación, de-
portación o expulsión, proscripción 
o destierro, extradición, desaparición 
forzada de personas o alguno de los 
prohibidos por el artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como la incor-
poración forzosa al Ejército, Armada 
o Fuerza Aérea nacionales (…)”1 en 
tales supuestos, la ley habilita que 
cualquier persona promueva el jui-
cio en nombre de quien se encuentra 
imposibilitado, incluso si esa persona 
promotora es menor de edad, asimis-
mo, la misma ley ordena al órgano 
jurisdiccional decretar de oficio me-
didas urgentes de tutela, incluida la 
suspensión de los actos reclamados 
y las providencias necesarias para 
1 Vid Artículo 15, primer párrafo de la Ley de 
Amparo 

lograr la presentación del agraviado.2 
 
La ley señala que “Una vez lograda 
la comparecencia, se requerirá a la 
persona agraviada para que dentro 
del término de tres días ratifique la 
demanda de amparo. Si ésta la rati-
fica por sí o por medio de su repre-
sentante se tramitará el juicio; de lo 
contrario se tendrá por no presentada 
la demanda y quedarán sin efecto las 
providencias dictadas”.3 
 
Una de las particularidades en estos 
supuestos, es que la ley previene un 
régimen procesal abreviado, ya que 
la demanda de amparo puede formu-
larse por escrito, por comparecencia 
o por medios electrónicos sin nece-
sidad de firma electrónica; para ello 
bastará con identificar el acto recla-
mado, la autoridad ordenadora que 
lo 
 
hubiera ordenado, si fuera posible, 
la autoridad que ejecute o trate de 
ejecutar el acto, y en su caso, el lugar 
donde se encuentre la persona que-
josa. En tales supuestos, la demanda 
podrá formularse por escrito, por 
comparecencia o por medios elec-
trónicos. En este último caso no se 
requerirá de firma electrónica.4 Ade-
más de que la misma Ley ordena re-
solver de inmediato.5 
 
La promoción electrónica sin firma en 
los casos establecidos en el artículo 15 
no es un detalle menor, si atendemos 
al hecho de que la propia Suprema 
Corte ha tratado la temática de la fir-
ma electrónica en la tramitación de 
amparos, destacando que no toda de-
ficiencia de firma o autenticación es 
subsanable de oficio y que el régimen 
excepcional del 15 constituye una vía 
diferenciada. En la Contradicción de 
tesis 45/2018, se discutió el papel de 
la firma electrónica y los efectos de 
su falta, asentando criterios sobre 
2  Vid Artículo 15, segundo párrafo de la Ley de 
Amparo 
3 Vid Artículo 15, tercer párrafo de la Ley de 
Amparo 
4 Vid Artículo 109 de la Ley de Amparo 
5 Vid Artículo 112 de la Ley de Amparo 

Como lo mencionamos en la pri-
mera parte de este artículo pu-
blicado en el número anterior, 

Perelman parte de diversas premisas 
para el desarrollo de su teoría, den-
tro de estos supuestos, el concepto 
de auditorio es básico en su teoría.

La utilidad del concepto de audito-
rio, señala el autor, es que al conocer 
al auditorio esto le da oportunidad 
al orador de conocer cuáles son los 
medios idóneos para influir en él. No 
es lo único, existen otras formas y su-
puestos para influir y condicionar al 
auditorio, entre ellos se encuentran la 
música, la iluminación, el tono dema-
gógico, el control teatral y más.1 

Todo lo anterior tiene el fin de influir 
en el auditorio y éste no sea el mismo 
al final del discurso argumentativo. 
Como se puede observar, el objetivo 
central de Perelman está, en el con-
vencimiento del auditorio de ahí que 
lo importante es saber cuál es la opi-
nión de aquellos a quien va dirigida 
la argumentación y no la opinión del 
orador. De ahí que señale que en la 
argumentación solo existe una regla: 
“la adaptación del discurso al audito-
rio, cualquiera que sea; pues, el fondo 
y la forma de ciertos argumentos. que 
son apropiados para ciertas circuns-
tancias, pueden parecer ridículos en 
otras.”2

 
Como ya se señaló al hablar de audi-
torios, su variedad es casi infinita, por 
ello en este ocurso nos ocuparemos 
sólo del auditorio universal, sin per-
der de vista que para Perelman pue-
den existir una gran variedad de au-
ditorios y explicar cada uno de ellos 
sería prácticamente imposible, de ahí 
que en este ocurso nos enfocaremos a 
su idea de auditorio universal, ya que 
este concepto y su desarrollo ocupan 

1  PERELMAN, Chaim y L. Olbrechts-Tyte-
ca, Tratado de la Argumentación. La 
nueva Retórica, Traducción española de 
Julia Sevilla Muñoz, Biblioteca Románi-
ca Hispánica dirigida por Dámaso Alon-
so; Madrid, Ed. Gredos, 1989 pág. 60
2Ibidem, pág. 63

un parte fundamental en su obra. 
El concepto de auditorio ha sido sin 
duda el más conocido de Perelman, 
no obstante, a pesar del conocimiento 
y propagación de su teoría, este con-
cepto no es claro, en parte porque el 
mismo autor no define bien a que se 
refiere al hablar de un auditorio uni-
versal, de hecho, en principio habla 
del acuerdo del auditorio universal3 y 
no sólo de un auditorio universal.

Perelman señala que el acuerdo de 
un auditorio universal no es una 
cuestión de hecho. sino de derecho. 
“Porque se afirma lo que es conforme 
a un hecho objetivo, lo que constituye 
una aserción verdadera e incluso ne-
cesaria, se cuenta con la adhesión de 
quienes se someten a los datos de la 
experiencia o a las luces de la razón”.4 
Fiel a su teoría, nuestro autor señala 
también que “Una argumentación di-
rigida a un auditorio universal debe 
convencer al lector del carácter apre-
miante  de las razones aducidas de su 
evidencia, de su validez intemporal y 
absoluta independientemente de las 
contingencias locales o históricas.”5

Pero, ¿qué es el auditorio universal? 
Perelman indica que:

El auditorio universal, lo consti-
tuye cada uno a partir de lo que 
sabe de sus semejantes, de ma-
nera que trascienden las pocas 
oposiciones de las que tiene con-
ciencia. Así, cada cultura, cada 
individuo posee su propia con-
cepción del auditorio universal, 
y el estudio de estas variaciones 

3  Perelman señala de manera expresa que: 
“Es obvio que el valor de esta unanimidad 
depende del número y de la calidad de quie-
nes la manifiestan, dado que, en este campo, 
el límite lo alcanza el acuerdo del auditorio 
universal. Evidentemente, en este caso, no 
se trata de un hecho probado por la expe-
riencia, sino de una universalidad y de una 
unanimidad que se imagina el orador, del 
acuerdo de un auditorio que debería ser uni-
versal y que, por razones justificadas, pue-
den no tomarlo en consideración quienes no 
participan en él.
4  Ibidem, pág. 72
5  Ídem
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cuándo esa ausencia conduce al des-
echamiento y cuándo opera el mar-
co excepcional; el expediente señala 
de manera expresa que el artículo 
15 prevé los supuestos en que no se 
requiere firma electrónica. Con ello 
en principio, deja fuera cualquier 
otro supuesto. Y esto es así, ya que, 
por la misma naturaleza de los actos 
contemplados por el artículo en cita, 
hace suponer la que no sería posible 
participación directa del agraviado 
en actos para su protección. La fina-
lidad de la ley es clara: maximizar la 
accesibilidad y la eficacia del amparo 
cuando está comprometida la protec-
ción urgente de la persona.  
 
Como podemos observar, el artículo 
15 de la Ley de Amparo contempla 
un catálogo taxativo de supuestos, 
mismos que en principio se consi-
deran aquellas situaciones que de 
llevarse a cabo tendrían resultados 
irreversibles para el afectado, es por 
ello por lo que la Ley flexibiliza la le-
gitimación activa en aras de la tute-
la urgente y admite un iter procesal 
específico: promoción por tercero; 
suspensión oficiosa; medidas de loca-
lización o presentación; y ratificación 
ulterior por el agraviado (o su repre-
sentante). Con esto, lo que se busca es 
equilibrar celeridad y control, de tal 
manera que la subsistencia del juicio 
presentado por un tercero está condi-
cionada a la ratificación posterior del 
afectado, ya que en el supuesto de 
que éste no lo haga “se tendrá por no 
presentada la demanda y quedarán 
sin efecto las providencias dictadas”. 
 
Consideramos oportuno retomar lo 
estipulado en los artículos 109 y 112 
de la ley antes citados, ya que estos 
se relacionan directamente con el ar-
tículo 143 segundo párrafo, relativo 
a la suspensión del Acto Reclamado, 
ya que en éste se señala que “En el in-
cidente de suspensión, únicamente se 
admitirán las pruebas documentales 
y de inspección judicial. Tratándose 
de los casos a que se refiere el artí-
culo 15 de esta Ley, será admisible

la prueba testimonial”. Con ello am-
plia excepcionalmente el espectro 
probatorio para robustecer la tutela 
cautelar 
 
Como se puede observar, estas re-
glas de excepción reflejan una lógica 
sistémica: menos formalismos, más 
tutela. La exigencia probatoria y do-
cumental se aligera; la 
 
oficiosidad de la suspensión se forta-
lece; y el órgano jurisdiccional actúa 
con un estándar reforzado de diligen-
cia. 
 
Una parte importante que considero 
oportuno destacar es lo relativo a la 
legitimación extraordinaria que pre-
viene la ley para promover el juicio 
de amparo en los supuestos antes 
señalados, en tal sentido es pertinen-
te señalar que el artículo 6 de la Ley 
de Amparo establece, que “El juicio 
de amparo puede promoverse por la 
persona física o moral a quien afecte 
la norma general o el acto reclamado 
en términos de la fracción I del artícu-
lo 5o. de esta Ley. La persona quejosa 
podrá hacerlo por sí, por su repre-
sentante legal o por su apoderado o 
apoderada, o por cualquier persona 
en los casos previstos en esta Ley.

Cuando el acto reclamado derive de 
un procedimiento penal, podrá pro-
moverlo, además, por conducto de su 
defensor o defensora o de cualquier 
persona en los casos en que esta Ley 
lo permita.”6 
 
Esta redacción protege la legitima-
ción extraordinaria del tercero y la 
amplía a contextos de máxima urgen-
cia, armonizando lo relativo a la capa-
cidad y personería con los supuestos 
de urgencia y excepción establecidos 
en el artículo 15 de la misma Ley. 
 
De igual manera, es oportuno reite-
rar que los efectos de la suspensión, 
como su nombre lo indica es suspen-
der los efectos del acto reclamado, en 

6 Vid Artículo 6 de la Ley de Amparo 

el presente caso, alguno de los seña-
lados en el artículo 15 ya citado y que 
como hemos observado contempla 
supuestos de máximo riesgo para el 
afectado, es por ello que la suspen-
sión juega un papel primordial en 
tales casos, es por ello que la ley se-
ñala que la suspensión se debe decre-
tar de oficio, esto es, no es necesario 
realizar la petición pues es obligación 
del juez “decretará la suspensión” y 
dictar todas las medidas necesarias 
para lograr la comparecencia del 
afectado, con ello implícitamente, la 
ley permite ordenar acciones de bús-
queda, requerimientos urgentes a au-
toridades de seguridad, migratorias 
o penitenciarias, y comunicaciones 
inmediatas, esto en aras de proteger 
al quejoso y con ello prevenir algunos 
posibles daños irreparables. 
 
Este diseño puede servir servido, en 
la práctica, como vía expedita para 
enfrentar privaciones ilegales de li-
bertad, desapariciones y traslados 
forzosos, así como para evitar depor-
taciones o extradiciones con riesgo de 
violación grave de derechos. 
 
A manera de conclusión, podemos 
señalar que las reformas de 2021 y 
2025 en torno al artículo 15 de la Ley 
de Amparo, consolidaron la tramita-
ción electrónica sin firma en los su-
puestos ya señalados y articularon 
con mayor claridad la prioridad de 
su despacho, esto en aras de respon-
der a una situación en la que lamen-
tablemente siguen existiendo graves 
violaciones a los derechos humanos 
de las personas lo que hace imperan-
te que su protección sea una priori-
dad en la ley y en los encargados de 
aplicarla, ahora lo que nos queda es 
que su aplicación práctica responda a 
dichos fines y que los nuevos jueces, 
magistrados y ministros tengan la 
 
voluntad de aplicar la ley para prote-
ger los derechos de las personas y no 
les tiemble la mano para no hacerlo. 
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¿Por qué Trump afirmó que
México hace lo que él quiere?

Justino Ángel 
Montes De Oca

Asesor Independiente de diversas
materias en México, en asuntos del 

orden civil, mercantil, arrendamiento, 
familiar, en la Ciudad de México, Colima, 

Tamaulipas, Estado de México, etc.

está en contra de lo que dice un párra-
fo anterior: “…El pueblo de México, 
bajo ninguna circunstancia, aceptará 
intervenciones, intromisiones o cual-
quier otro acto desde el extranjero, que 
sea lesivo de la integridad, indepen-
dencia y soberanía de la Nación, tales 
como golpes de Estado, injerencias en 
elecciones o la violación del territorio 
mexicano, sea ésta por tierra, agua, 
mar o espacio aéreo…”.

¿En dónde está la aporía?, en que aho-
ra la intervención en asuntos internos 
del país, se puede realizar ilimitada-
mente con el consentimiento del go-
bierno mexicano, y esto incluye desde 
luego, violar derechos humanos, dejar 
sin efectos órdenes judiciales, incluso 
negar derechos a ciudadanos, si, en 
este caso, Donald Trump, así se lo or-
dena a la débil y pusilánime presiden-
ta de México…
 
De seguro muchos morenistas, ya es-
tán rasgándose las vestiduras, ponién-
dose ceniza de pies a cabeza en señal 
de enojo, o quizás piensan que exagero 
y es verborrea, sin embargo, en el mes 
de marzo de este año, 29 ciudadanos 
mexicanos, que incluso tenían suspen-
siones de amparo para que no fuesen 
extraditados a Estados Unidos, fue-
ron enviados allá por acto arbitrario 
del gobierno mexicano, en sumisión 
y ofrenda a Trump, pero no contento 
con esto, el pasado 13 de agosto, envío 
otros 26 supuestos narcos, que desde 
luego tendrían suspensiones para no 
ser extraditados ¿a cambio de qué?, no 
lo sabemos, el gobierno dictatorial de 
este país, no da información comple-
ta, sólo se ufana de que envía presos a 
Estados Unidos, porque el jefe Trump 
así lo desea.

Pero es que se está dejando sin sentido 
la Ley de Amparo, las garantías indi-
viduales de ciudadanos mexicanos, se 
está pisoteando la supuesta soberanía 
¿…y…?, no importa, hay que tener 
contento a Trump a cualquier precio, 
no interesa entonces que cualquier 
ciudadano mexicano ya no tenga pro-
tección alguna de su gobierno y si se 
le pega la gana a su majestad que se 
lo mande, lo va mandar, aunque sea 

Esta frase lapidaria la dijo el pa-
sado jueves 14, en un evento con 
periodistas en el salón Oval de la 

Casa Blanca… refiriéndose a la seguri-
dad fronteriza, al día siguiente la pre-
sidenta de México, dijo que en México 
se hace la voluntad del pueblo.

Recientemente, en reforma Consti-
tucional, se declaró pomposamente 
que en el último párrafo del artículo 
40 Constitucional: “…Tampoco con-
sentirá intervención en investigación 
y persecución alguna sin la autoriza-
ción y colaboración expresa del Esta-
do Mexicano, en el marco de las leyes 
aplicables…”, pero este agregado en 
reforma publicada en abril pasado, 

injerencia extranjera, aunque suene a 
servilismo, eso no interesa, no se vaya 
a enojar y no pone aranceles.

Entonces, cuando madame presiden-
ta, dice que ninguna fuerza extranjera 
tendrá injerencia en México, se refiere 
a cualquiera menos a Trump, porque 
él es aparte, es el mecenas, el huyhuy, 
que puede destruir la economía en un 
santiamén, entonces esa reforma es 
letra muerta, dado que efectivamente 
como dice el aspirante a dictador lo 
dijo, México hace todo lo que él dice, si 
quiere que le envíen a quien sea, se lo 
van a enviar, sin chistar, porque a fin 
de cuentas el imperio es más impor-
tante que la Ley Constitución, Ley de 
Amparo o cualquier otro obstáculo a 
la voluntad serenísima del amo.

Es triste ver que Morena se ha conver-
tido en una caricatura nacionalista, 
que sólo hace lo que el vecino quiere, 
cómo quiere, cuándo quiere, contra 
quien quiere, y con esto, lo único que 
provoca es hilaridad cuando afirma 
que este país defiende su soberanía, 
al contrario, cada vez está siendo más 
sumiso, abyecto, y descarado para 
convertirse en lo que esta llamado a 
ser, un apéndice de un imperio en de-
cadencia.

De entrada, hay que denunciar, hay que 
escribir una y otra vez que el gobierno 
es hipócrita, doble cara, que no especi-
fica los compromisos obscuros que hace 
con Trump y sus secuaces, es risible 
como se dan baños de pureza y nacio-
nalismo verbalmente, pero en la prác-
tica demuestra que la frase inicial del 
presidente T.A.C.O., es más que real.

Lo grave es que en la Republica Mexi-
cana, se está germinando un gobier-
no autoritario chavista, por ende, es 
una niñería que sea capaz de enviar 
a los ciudadanos mexicanos que pida 
Trump, a fin de cuentas, lo importante 
es seguir con su agenda autoritaria, y 
si así la puede continuar, entonces 50, 
100, 200 o los que quiera el patrón, no 
importan, mientras los deje cada vez 
más mermar en detrimento de todos, 
el estado de derecho, propiedad, liber-
tades, y seguridad jurídica.
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NORMA 247-SE-2021 
Prácticas comerciales. 

Información comercial y publicidad de bienes inmuebles 
destinados a casa habitación; 

Sus implicaciones en la economía federal.

La NOM 247/SE/2021, fue  pu-
blicada en el Diario Oficial de la 
Federación, el 22 de marzo del 

año 2022, y en lo general, está basada 
en la regulación que hace sobre la Ley 
Federal de Protección al Consumidor, 
adicionando varias especificaciones que 
como obligaciones tendrán que cumplir 
los proveedores, desarrolladores, promo-
tores y todas las personas que se dediquen 
a las actividades de comercialización de  
inmuebles y terrenos destinados a uso 
habitacional, con el  fin de brindar 
protección a los derechos  de  los con-
sumidores. 

Cuál es el Objeto de la Norma:
Garantizar la protección de los dere-
chos de los consumidores que cele-
bren contratos de preventa, de com-

praventa o promesa de compraventa 
respecto de inmuebles o terrenos des-
tinados a casa habitación (ya sean de 
construcción nueva,  o usada); 

En efecto, se destaca que habrá de 
cumplirse con una serie de requisi-
tos en los contratos destinados a casa 
habitación, de conformidad con ésta 
NOM y la LFPC,   así como en la co-
mercialización de dichos inmuebles, 
con objeto de obtener el DICTAMEN 
DE CUMPLIMIENTO   que emita la 
Unidad de Inspección (entidad apro-
bada por la Secretaria de Economía 
a través de la Dirección General de 
Normas) en el Procedimiento para Eva-
luación,  de la Conformidad con lo que 
dispone el art. 12.8 de ésta Norma. 

La vigilancia de cumplimiento de 
la NOM estará a cargo de la Dirección 
General de Normas, y la verificación 
estará a cargo de la PROFECO, así 
como la sanción por el incumpli-
miento  de sus disposiciones. 

Se precisa que particularmente ésta 
NOM señala: 

1.- Los elementos mínimos obligato-
rios que deben de contener los “Con-
tratos” de compraventa de preventa, 
y de promesa de compraventa de 
inmuebles destinados a uso habita-
cional, son una clara tendencia  para 
la  protección del consumidor,  en los 
que no se deje duda de las característi-
cas del inmueble, canales de atención 
de quejas y sugerencias,  derechos y 
obligaciones de las partes, requisitos 
de publicidad del inmueble, docu-
mentación que acredite la propie-
dad del mismo, las facultades de la 
persona que como intermediario lo 
comercializa; formas de pago de con-
tado y/o a crédito (especificando en 
la publicidad que se haga, lo relativo 
al enganche, anticipo, tasa de interés 
etc.), cancelación o rescisión del con-
trato y en su caso, la devolución de 
anticipos,  penalizaciones (que deben 

ser equilibradas y no desproporcio-
nadas para ambas partes), términos 
y condiciones de la entrega, garantía 
que el proveedor debe ofrecer a los 
consumidores, etc. 

2.- Requisitos que debe cumplir la 
“publicidad” utilizada por los pro-
veedores al comercializar inmuebles 
o terrenos destinados a casa habita-
ción (los cuales podrán ser sometidos 
a revisión de la PROFECO para que 
emita una determinación no vincu-
lante en términos del art. 32 de la 
LFPC. 

Estos requisitos deben de cum-
plirse obligatoriamente por los pro-
veedores y promotores en su caso, 
debiendo de contar con EVIDEN-
CIAS DOCUMENTALES que en su 
momento habrán de presentar a la 
Unidad de Inspección aprobada por 
la Secretaria de Economía Federal,  
a través de la Dirección General de 
Normas, y mediante el Procedimiento 
para Evaluación de la  Conformidad a 
que se contrae el artículo 12.8 de ésta 
NOM. 

1. Contar con canales de aten-
ción a quejas y solicitudes de los 
consumidores (art. 4.1.)
2. Contar con un  portal de In-
ternet, que  deberá de contener  
información  actualizada y accesi-
ble  sobre el  Precio total y Aviso 
de Privacidad. (art. 4.2 y 4.3.)
3. En caso de Anticipos, el 
proveedor deberá contar con 
comprobante de su recepción, de-
biendo informar previamente al 
consumidor que éste se abonará 
al pago de inmueble, así como los 
derechos y obligaciones deriva-
dos del anticipo y los mecanismos 
de devolución y penalización si 
la devolución se realiza fuera del 
plazo establecido. (art. 4.4)
4.  En caso de Enganches, cuan-
do la compraventa sea en abonos, 
el proveedor deberá estipular que 

Beneficios de formar una asociación civil,
en edificios sujetos a regimen de propiedad

en condominio 

Nuestro régimen jurídico re-
lacionado con la garantía 
y el derecho humano de la 

propiedad, tiene diversas concep-
ciones y regulaciones propias de-
rivadas desde la época antigua del 
derecho romano, en la época del 
emperador Justiniano *como parte 
histórica y antecedentes de la codi-
ficación latina vigente en nuestro 
derecho positivo mexicano*.  Ello,  
al igual que la influencia del código 
francés y del código civil Español; 
generó un proceso de gentrifica-
ción importante en materia jurídica 
que de suyo implicó la necesaria 
observancia de las disposiciones 
legislativas de la época del siglo IV 
después de cristo, en la que  dicho 
emperador al amparo de su diges-
to El Corpus Iuris Civilis, (también 

conocido como “Cuerpo de Dere-
cho Civil”,)  concentró  una monu-
mental recopilación del derecho ro-
mano realizada por su orden entre 
los años 529 y 534 d.C. Esta obra, 
dividida en cuatro partes (Institu-
ciones, Código, Digesto y Novelas), 
no solo sistematizó la legislación 
romana, sino que también influyó 
profundamente en el desarrollo del 
derecho en Occidente. *

En el derecho romano, la propiedad 
(dominium o propietat) se concebía 
como un derecho absoluto, exclusi-
vo y perpetuo sobre una cosa, per-
mitiendo a su titular el uso, goce y 
disposición de la misma, dentro de 
los límites legales; Por lo tanto su 
posesión, uso, disfrute y destino; 
eran tutelados por el derecho a fa-
vor de los particulares creándose 
en consecuencia el acceso al dere-
cho de “ocupatio propietat” en don-
de sse distinguían tres facultades 
principales: ius utendi (derecho de 
uso), ius fruendi (derecho de goce 
o disfrute de los frutos) y ius abu-
tendi (derecho de disposición, e in-
cluso de destrucción). 

A lo largo de los siglos, la propie-
dad romana evolucionó desde una 
concepción más ligada a los grupos 
de familia; hasta crear una propie-
dad individual más amplia, culmi-
nando en la unificación del sistema 
bajo el imperio de Justiniano, don-
de se reconocía un único concepto 
de propiedad. En consecuencia, la 
propiedad en el derecho romano 
fue un concepto fundamental, re-
gulado por normas detalladas y 
protegido por acciones legales del 
estado, que permitía a los ciudada-
nos ejercer un control significativo 
sobre los bienes (derechos reales) 
dentro de un marco legal y social. 

En la Edad Media, la propiedad 
privada, especialmente la tierra, es-
taba fuertemente vinculada al siste-
ma feudal. La tierra era principal-
mente propiedad de la nobleza y el 

clero, quienes la otorgaban a cam-
bio de servicios, lealtad y, en el caso 
de los campesinos, al trabajo. La 
propiedad no era absoluta como 
en el derecho romano, sino que se 
distribuía en múltiples niveles de 
derechos y obligaciones.  Esta pro-
piedad feudal, no era totalmente 
privada en el sentido moderno. No 
se podía comprar ni vender libre-
mente, sino que estaba vinculada a 
lazos de dependencia y obligacio-
nes frente al Estado, que era El Rey.

En la Edad Media, la adminis-
tración de la propiedad privada, 
especialmente la tierra, estaba in-
trínsecamente ligada al sistema 
feudal. La tierra era la principal 
fuente de riqueza y poder, y su 
gestión se realizaba a través de re-
laciones como ya se ha dicho, de 
dependencia y obligaciones. El rey 
o señor feudal poseía la propiedad 
mientras que los vasallos o siervos 
tenían solamente derechos de uso y 
explotación a cambio de servicios 
y el pago de tributos al monarca, 
quien jamás se responsabilizaba 
por ello, dejando al vacío jurídico 
(vacatio iuris) el derecho de propie-
dad. 

Para el siglo XXI, la administración 
de fincas, casas, edificios y también 
de los condominios cuya reglamen-
tación aparece; (a partir de la segunda 
mitad del siglo XX, con el crecimiento 
urbano y la necesidad de vivienda mul-
tifamiliar. Aunque existen anteceden-
tes históricos y conceptos relacionados 
con la propiedad compartida, la legis-
lación específica y la práctica moderna 
del condominio, éstos se desarrollan 
con mayor fuerza en las décadas de 
los años 1960 y 1970.)  puede ser un 
desafío, especialmente cuando se 
trata de coordinar y representar los 
intereses de todos los propietarios. 
Aquí es donde la presencia de la 
figura de la constitución colegiada 
de individuos, genera lo que hoy 
conocemos como una asociación ci-
vil (basada como una entidad con personalidad 
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jurídica propia, que no surge de forma repentina, 
sino que es el resultado de un proceso histórico 
y legal. Su reconocimiento y regulación han va-
riado a lo largo del tiempo y según las distintas 
jurisdicciones. En general, se puede decir que la 
figura jurídica de la asociación, tal como la co-
nocemos hoy, se consolida con el desarrollo del 
derecho moderno. Inicialmente, las asociaciones 
eran vistas con recelo o incluso prohibidas, es-
pecialmente las que tenían fines políticos. La 
preocupación principal era el control estatal so-
bre las agrupaciones de personas y sus posibles 
efectos en el orden público. puede marcar 
una gran diferencia. Formar una 
asociación civil en tu edificio o con-
dominio ofrece varios beneficios 
que facilitan la gestión y mejoran la 
convivencia.

Un condominio refiero en éste caso 
a un conjunto habitacional integra-
do por viviendas, departamentos, 
casas u otros similares ubicadas en 
un mismo predio. Cada vivienda, 
departamento o casa cuenta con 
su propietario, quien a su vez será 
copropietario de los espacios co-
munes en el predio, como son los 
estacionamientos, las terrazas, los 
jardines, la alberca, los elevadores, 
los pasillos, las escaleras, las áreas 
de juegos, las canchas deportivas, 
las lavanderías, los salones sociales, 
entre otros.

Ahora comentaremos de las Aso-
ciaciones civiles, como organismos 
jurídicos legalmente vinculados a 
un orden social con objetivos pro-
pios y estatutos que regulan su 
actividad profesional ¿Qué es una 
Asociación Civil? …debe ser en-
tendida como una entidad con per-
sonalidad jurídica propia, que aso-
cia a personas para agruparlas en 
un esquema de operación, institu-
cional, determinado por sus estatu-
tos sociales y mandos de gobierno, 
con patrimonio propio, pudiendo 
para ello vincularse con tos órga-
nos de operación similar o diversa. 
Se constituye ante Notario Público. 
Y para aplicarse a usos de un con-
dominio habitacional, de oficinas, 
mixto e industrial; deberá existir 
un mandato que regule su creación 
para darle forma a su naturaleza ju-
rídica correcta.

En general, se puede decir que la 
figura jurídica de la asociación, tal 
como la conocemos hoy, se consolida 

con el desarrollo del derecho mo-
derno. Inicialmente, las asociacio-
nes eran vistas con recelo o incluso 
casi prohibidas, especialmente las 
que tenían fines políticos. La pre-
ocupación principal era el control 
estatal sobre las agrupaciones de 
personas y sus posibles efectos en 
el orden público. 

Una asociación civil es una entidad 
legal sin fines de lucro formada 
por un grupo de personas con un 
objetivo común. En el contexto de 
un condominio, esta entidad puede 
representar y defender los intereses 
de los propietarios, gestionar las 
áreas comunes y asegurar el cum-
plimiento de las normativas inter-
nas; Sin embargo, en mi opinión 
personal la naturaleza jurídica de 
las asociaciones que regulan los as-
pectos normativos vinculados a un 
régimen de propiedad en condo-
minio, deben de nacer como se ha 
señalado, de un mandato consen-
sado por lo menos con la mayoría 
de votos de los condóminos que 
apruebe la constitución de una aso-
ciación civil para los fines corres-
pondientes que sean determinados 
en una asamblea de condóminos; 
con objeto de que una vez aproba-
do dicho argumento; en los ante-
cedentes de la constitución de una 
asociación civil se señale expresa-
mente el acuerdo mayoritario de la 
asamblea condominal para la cons-
titución legal de la asociación y de 
los estatutos que la gobiernan; de lo 
contrario puede generar un proble-
ma de falta de legitimación Ad cau-
sam y también Ad  procesum  en un 
procedimiento de carácter judicial.

Algunos beneficios de una Asocia-
ción Civil

1. Transparencia Financiera: La 
asociación debe mantener registros 
claros y precisos de todas las tran-
sacciones financieras, lo que au-
menta la transparencia y confianza 
entre los miembros. Los propieta-
rios tienen acceso a los estados fi-
nancieros y pueden participar en la 
elaboración del presupuesto anual.
2.  Defensa de Derechos: La aso-
ciación protege los derechos de los 
propietarios, asegurando que se 
respeten las normativas del condo-
minio, actuando frente a cualquier 

infracción. Esto incluye la resolu-
ción de conflictos entre vecinos y la 
vigilancia del cumplimiento de las 
reglas de convivencia.
3. Representación Legal: La asocia-
ción actúa en nombre de todos los 
propietarios, facilitando la comuni-
cación y negociación con terceros, 
como autoridades locales o provee-
dores de servicios. Esto es crucial 
para resolver problemas legales, 
firmar contratos y tomar decisiones 
que beneficien a toda la comuni-
dad.
4. Tener una mejor Organiza-
ción: La existencia de una estruc-
tura formal y un consejo directivo 
permitirá una mejor organización 
y coordinación de actividades y 
recursos comunes, desde el man-
tenimiento de la unidad, hasta la 
seguridad. 
5. Eficiencia Administrativa: Las 
decisiones se tomarán de mane-
ra más eficiente y democrática, en 
beneficio de los propios asociados 
que son los condóminos con la par-
ticipación activa de los propietarios 
en asambleas generales y votacio-
nes.

En un régimen de propiedad en 
condominio, una Asociación Civil 
(A.C.) puede funcionar como una 
herramienta para administrar los 
recursos y la operación del condo-
minio, pero no sustituye al régimen 
en sí mismo. La A.C. es una entidad 
legal sin fines de lucro que repre-
senta a los propietarios, mientras 
que el régimen de propiedad en 
condominio es el marco legal que 
define la propiedad compartida y 
las áreas comunes. Diferencias im-
portantes:

Una Asociación Civil, se constituye 
con un acta constitutiva, mientras 
que el régimen de propiedad en 
condominio se establece mediante 
la escritura constitutiva del condo-
minio; ambas se otorgan ante la fé 
de Notario Público.

En una Asociación Civil, el órgano 
supremo son los asociados, consti-
tuidos en Asamblea; mientras que 
en un condominio es la asamblea 
general de condóminos.

La Asociación Civil, se rige por sus 
estatutos y la legislación aplicable, 

edicta-Julio-2025- 65



Llegó Derma,
especialistas en tu piel;
todas las pieles,
todos los cuidados.

La piel no tiene etiquetas. No importa su edad, tono o tipo: cada piel 
tiene su propia historia y necesidades. Bajo esta premisa nace Derma, 
especialistas en tu piel, la nueva línea dermocosmética desarrollada para 
cuidar y proteger la piel de todas las personas, en todas las etapas de 

su vida.

Con tecnología avanzada, fórmulas inteligentes y alta seguridad der-
matológica, Derma, especialistas en tu piel, es ahora una línea de pro-
ductos exclusiva de Farmacias del Ahorro que une ciencia e innova-
ción para ofrecer soluciones visibles y efectivas ante los retos diarios: 

estrés, radiación solar, luz artificial y toxinas ambientales.

mientras que el condominio se rige 
por el reglamento interno y la ley de 
propiedad en condominio vigente 
en cada estado de la Republica.

La mesa directiva de una Asocia-
ción Civil, que administra un resi-
dencial; debe incluir personas en 
sus órganos de dirección a condó-
minos, mientras que el comité de 
un condominio estará formado por 
condóminos propietarios. 

Por lo ya señalado, considero que 
la relación entre ambos, (la Aso-
ciación Civil, puede ser designada 
como administradora del condomi-
nio), encargándose de la gestión de 
recursos, elaborar y firmar contra-
tos, aperturar cuentas de banco e 
inversiones y otros aspectos opera-
tivos; incluso poder contratar servi-
cios de administración externa para 
correlacionar su actividad a los as-
pectos de administración del con-
dominio. Sin dejar a un lado que la 
asamblea general de condóminos 
sigue siendo el órgano máximo de 
decisión de las cuestiones que afec-
ten o incidan en el condominio. Así 
mismo, el régimen de propiedad 
en condominio establecerá las re-
glas para el uso, funcionamiento, 
operación y disfrute de las áreas 
comunes. 

Considero que una Asociación Ci-
vil, es una herramienta útil para la 
gestión y operación positiva y ade-
cuada de un inmueble bajo régimen 
de propiedad en condominio, pero 
nunca sustituirá al régimen de pro-
piedad en condominio, el cual de-
fine en fondo y forma junto con el 
reglamento interno, la estructura 
legal y los derechos y obligaciones 
de los propietarios. 

•	 Historia del Derecho Romano 
y de los derechos Neoroma-
nistas. Beatriz Bernal y José 

de Jesús Ledesma. - Instituto 
de Investigaciones Jurídicas 

U.N.A.M.1981

•	 Naturaleza Jurídica del ré-
gimen de propiedad en con-

dominio. Felipe de la Mata 
Pizaña. Biblioteca jurídica vir-
tual del Instituto De Investiga-

ciones Jurídicas de la UNAM 
2005 
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Este lanzamiento cuenta con el respaldo del área Derma de Farmacias 
del Ahorro, que suma más de 40 años de experiencia en el mercado del 
cuidado de la piel. Ese conocimiento, probado en la práctica y avalado 
por la confianza de millones de clientes, se traduce hoy en una línea de 
productos diseñada para ser inclusiva, segura y altamente efectiva.

“Queremos que el cuidado de la piel deje de ser exclusivo y se convierta 
en un acto real de inclusión, bienestar y belleza para todos, creamos 
fórmulas accesibles seguras y efectivas que cuidan la piel, sin provocar 
reacciones adversas y con resultados visibles desde las primeras aplica-
ciones”, afirma Tere Sánchez, Directora comercial No Farma de Farma-
cias del Ahorro.

La línea incluye 18 productos diseñados para cubrir todas las etapas y 
necesidades:

● Limpieza inteligente: agua micelar, gel limpiador.
● Hidratación profunda: cremas de día y noche, boosters y sé-

rums.
● Tratamientos especializados: sérum anti-imperfecciones, vita-

mina C, contornos de ojos con ceramidas o efecto antiarrugas.
● Fotoprotección avanzada: protectores solares SPF 30+ y SPF 

50+, con y sin color, resistentes al agua y con acabado invisible.
● Belleza con ciencia y consciencia

Derma, especialistas en tu piel, no solo cuida la piel, también cuida el 
entorno y respeta la diversidad, es Cruelty-free; cuenta con formulacio-
nes veganas en varios productos; transparencia total en ingredientes y 
resultados; y precios accesibles para ampliar la disponibilidad del cui-
dado dermocosmético de calidad.

Esta nueva línea dermocosmética es exclusiva y está disponible en todas 
las sucursales y canales digitales de Farmacias del Ahorro. Más que una 
rutina, es un puente entre ciencia, innovación y cuidado personal que 
transforma el skincare en un acto de amor propio y respeto por cada 
piel.

“Con Derma, especialistas en tu piel, más que una rutina de belleza, repre-
senta un acto de respeto hacia la piel y hacia la diversidad, ofreciendo 
soluciones efectivas para cada etapa, condición y necesidad”, finalizó 
Gabriel Zavala Barrera, COO de Farmacias del Ahorro.

Cuidado real para todas las pieles
Todos los productos Derma, especialistas en tu piel, han sido probados 
clínicamente en distintos fototipos y condiciones cutáneas, demostran-
do alta tolerancia incluso en pieles sensibles o reactivas. Formulados en 
laboratorios de prestigio internacional, cumplen con los más altos es-
tándares, garantizando calidad, innovación y seguridad dermatológica.

Entre sus ingredientes clave destacan concentraciones superiores de 
ácido hialurónico, niacinamida, vitamina C, péptidos y ceramidas, que 
hidratan, protegen y mejoran visiblemente la textura y luminosidad de 
la piel.

“La piel no tiene etiquetas: tiene necesidades, habla y expresa emo-
ciones. En Derma, especialistas en tu piel, escuchamos, respetamos y 
respondemos con soluciones reales para todas las pieles con todos los 
cuidados”, dijo Claudia Ramírez, Directora de Marketing Farmacias del 
Ahorro.

Salutem   



Ulises Antonio 
Mejía Martínez

Maestro en Derecho y
Especialista en Amparo Penal.

La rigurosidad para reformar el amparo derivado 
del compromiso internacional del estado mexicano

En la actualidad, el amparo ha 
tenido un papel fundamental 
para combatir las arbitrarie-

dades del Estado, lo cual lo ha en-
vuelto en una encrucijada para mo-
dificarlo y permitir la realización de 
diversos actos inconstitucionales 
por parte del Estado.

Toda vez que es el amparo el úni-
co medio de defensa que tienen los 
ciudadanos para hacer frente a la 
ola de violaciones de derechos hu-
manos que son emitidas por el Esta-
do y que obligan a este a restituir en 
el goce del derecho violentado a la 
autoridad responsable.

Es por ello que la institución del 
amparo es el único medio de con-
trol constitucional con el que cuen-
tan las personas para defender las 
garantías y los derechos que se en-
cuentran establecidos dentro de la 
constitución y de los tratados inter-
nacionales, siendo esta última parte 
que da oportunidad para platicar 
en el presente artículo respecto a la 
limitación que se tiene para refor-
mar el amparo, derivada de la obli-
gación que el estado mexicano tiene 
frente a los organismos internacio-
nales, para contar con un recurso 
sencillo, ágil y eficaz, que ampare 
los derechos y garantías de los go-
bernados.

Mencionó lo anterior, derivado de 
que la reforma de 2011 trajo consi-
go diversas instituciones jurídicas 
que permitieron un mayor desarro-
llo de las garantías del gobernado 
y que permiten también ampliar el 
catálogo de las mismas, que se en-
cuentran establecidas dentro de los 
instrumentos internacionales y que 
hoy forman parte del parámetro de 
control de regularidad constitucio-
nal.

Siendo de esta manera e invocando 
a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, suscrita por 
nuestro país, que en su numeral 1 
del artículo 25 de dicho tratado in-
ternacional obliga a los estados par-
te a contar con un recurso sencillo, 

ágil y eficaz, que permita a los go-
bernados de los estados parte de di-
cha convención hacer frente a las ar-
bitrariedades del estado y por ende 
respetar sus derechos y garantías.

De tal manera que el estado mexi-
cano, al tener que cumplir con di-
cha obligación internacional, se dio 
cuenta de que desde la constitu-
ción de 1917 ya se encontraba una 
figura que podría cumplir con esta 
obligación internacional señalada 
en la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y que es pro-
ducto del intelecto jurídico mexi-
cano; me refiero al amparo, ya que 
este medio de control constitucional 
cumple con las características caba-
les establecidas dentro del artículo 
25, numeral uno de la Convención 
Americana sobre Derechos Huma-
nos y permite al estado mexicano 
cumplir con esta obligación interna-
cional.

Lo anterior se menciona porque di-
cho artículo menciona en su nume-
ral uno que toda persona tiene de-
recho a un recurso sencillo y rápido 
o a cualquier otro recurso efectivo 
ante los jueces o tribunales compe-
tentes, siendo en nuestro país que 
el amparo se erige como ese medio 
de control constitucional que se tra-
mita ante los órganos integrantes 
del Poder Judicial de la Federación, 
siendo estos competentes la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, 
los Tribunales Colegiados. de Cir-
cuito, los Tribunales Colegiados de 
Apelación, anteriormente conoci-
dos como Tribunales Unitarios de 
Circuito y los Juzgados de Distrito.

Es menester mencionar que, aun 
con los diversos conflictos que ha 
enfrentado el Poder Judicial de la 
Federación, poder de la unión en-
cargado de la tramitación de este re-
curso sencillo, ágil y eficaz mencio-
nado por la citada convención, su 
sustanciación ha sido hasta el mo-
mento sencilla y rápida, verbigracia 
de lo mencionado, es que nuestra 
demanda de amparo tramitada en 
la vía indirecta y el cual sea turnado 

-edicta-Julio-202568



ante un órgano jurisdiccional cons-
titucional garantista, que no emita 
prevenciones o solicite aclaraciones 
de naturaleza formal, podremos ob-
servar que en menos de una sema-
na se admitirá nuestra demanda de 
amparo y en caso de ser procedente, 
se otorgará la suspensión del acto 
reclamado.

Continuando con este numeral uno 
del artículo citado, es fabulosa la 
parte que continúa del mismo, toda 
vez que recoge de forma gramatical 
a la institución del amparo, ya que 
menciona y cito:

“…. que la ampare contra actos que 
violen sus derechos fundamenta-
les reconocidos por la constitución, 
la ley o la presente convención”.

El amparo cumple con esta función 
que se establece y que se correlacio-
na con el artículo 103, fracción I de 
la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, respecto a 
la procedencia del juicio de amparo 
y que permite no solamente su pro-
cedencia contra actos, sino también 
contra omisiones y normas genera-
les que violen los derechos y garan-
tías otorgados por la constitución y 
los tratados internacionales.

Lo cual se ha traducido en un cam-
bio importante en la última década, 
toda vez que en la ley de amparo 
reglamentaria de los artículos 103 
y 107 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos de 
1936, se hablaba del término ley y 
uno de los cambios realizados den-
tro de la ley de amparo expedida en 
2013 se da en cambiar este vocablo 
al término de norma general y lo 
cual permite dar cabida no solo a 
la ley que es producto del proceso 
legislativo, sino también a los regla-
mentos, decretos, circulares, acuer-
dos y bandos municipales, así como 
a todo cuerpo normativo que cum-
pla con las características de obli-
gatoriedad, generalidad, coercibi-
lidad, bilateralidad y heteronomía.

Y ante la diversidad de normativi-
dad modificada tanto por la legisla-
tura federal como por las entidades 
federativas, nos damos cuenta de la 
imperiosa necesidad de contar con 
este recurso sencillo, ágil y eficaz 

que menciona el artículo 25 de la 
Convención Americana sobre De-
rechos Humanos, para hacer frente 
a las violaciones de las nuevas nor-
mas que han ingresado a nuestro 
derecho mexicano vigente.

En este orden de ideas, es menester 
destacar que las ideas plasmadas en 
el presente artículo nacen no solo 
de un producto interpretativo per-
sonal, las cuales tienen su origen en 
la siguiente jurisprudencia:

Registro digital: 2010984, Instan-
cia:  Segunda Sala, Décima Época, 
Materia(s):  Constitucional, Te-
sis: 2a./J. 12/2016 (10a.), Fuente:  Ga-
ceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción, Libro 27, Febrero de 2016, Tomo I 
, página 763, Tipo:  Jurisprudencia

RECURSO JUDICIAL EFECTIVO. 
EL JUICIO DE AMPARO CUM-
PLE CON LAS CARACTERÍSTI-
CAS DE EFICACIA E IDONEIDAD 
A LA LUZ DEL ARTÍCULO 25 DE 
LA CONVENCIÓN AMERICANA 
SOBRE DERECHOS HUMANOS.

De la interpretación del precepto cita-
do, un recurso judicial efectivo es aquel 
capaz de producir el resultado para el 
que ha sido concebido, es decir, debe 
ser un medio de defensa que puede 
conducir a un análisis por parte de un 
tribunal competente para determinar 
si ha habido o no una violación a los 
derechos humanos y, en su caso, pro-
porcionar una reparación. En este sen-
tido, el juicio de amparo constituye un 
recurso judicial efectivo para impugnar 
la inconstitucionalidad, o incluso la in-
convencionalidad, de una disposición 
de observancia general, pues permite 
al órgano jurisdiccional de amparo em-
prender un análisis para establecer si 
ha habido o no una violación a los de-
rechos humanos de los solicitantes y, en 
su caso, proporcionar una reparación, 
lo que se advierte de los artículos 1o., 
fracción I, 5o., fracción I, párrafo pri-
mero, 77 y 107, fracción I, de la Ley 
de Amparo. Ahora bien, en cuanto a la 
idoneidad y la razonabilidad del juicio 
de amparo, la Corte Interamericana re-
conoció que la existencia y aplicación de 
causas de admisibilidad de un recurso o 
un medio de impugnación resultan per-
fectamente compatibles con el texto de 
la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, en el entendido de que 

la efectividad del recurso intentado se 
predica cuando una vez cumplidos los 
requisitos de procedibilidad, el órgano 
judicial evalúa sus méritos y entonces 
analiza el fondo de la cuestión efectiva-
mente planteada. En esa misma tesitu-
ra, esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha señalado que la circunstan-
cia de que en el orden jurídico interno 
se fijen requisitos formales o presupues-
tos necesarios para que las autoridades 
de amparo analicen el fondo de los plan-
teamientos propuestos por las partes no 
constituye, en sí misma, una violación 
al derecho fundamental a un recurso 
judicial efectivo; pues dichos requisitos 
son indispensables y obligatorios para 
la prosecución y respeto de los derechos 
de seguridad jurídica y funcionalidad 
que garantizan el acceso al recurso ju-
dicial efectivo.

De dicha tesis podemos desprender 
que el amparo no solamente impli-
ca una obligación por parte del es-
tado para adoptar a sus gobernados 
de un medio de defensa en contra 
de los propios actos arbitrarios del 
mismo; ahora también implica una 
obligación internacional.

Por lo que no se debe permitir su 
reforma de una manera flexible, 
fácil y sencilla, con solo levantar la 
mano, dejando en un estado de in-
defensión ante el arbitrio del poder 
al pueblo mexicano, ya que Morelos 
bien pregonó:

“Que todo aquel que se queje con 
justicia tenga un tribunal que lo es-
cuche, lo ampare y lo defienda con-
tra el arbitrario”.

Frase, que aún podemos encontrar 
fuera de los diversos órganos inte-
grantes del poder judicial, siendo 
de esta forma que el amparo al de-
fendernos del arbitrio del poder, se 
traduce en justicia, pero ya no so-
lamente una justicia nacional, sino 
también internacional.

De tal forma que, al tener esta dua-
lidad regulada por parte del juicio 
de amparo dentro del ámbito na-
cional e internacional, debe tener 
un respeto irrestricto en cuanto a lo 
que representa como un medio de 
defensa, no solo de la Constitución, 
sino también de sus derechos y ga-
rantías.
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representa el medio de control consti-
tucional por excelencia para reclamar 
la violación de este derecho. Gracias a 
él, cualquier persona puede acudir a 
los tribunales federales para defender 
su autodeterminación informativa, 
hoy reconocida como un derecho hu-
mano autónomo.

Marco constitucional de la privacidad 
y los datos personales
La Constitución mexicana, a partir de 
la reforma de 2009, reconoce en el ar-
tículo 16, párrafo segundo, que toda 
persona tiene derecho a la protección 
de sus datos personales, así como a 
los derechos de acceso, rectificación, 
cancelación y oposición (ARCO). Este 
reconocimiento elevó la privacidad di-
gital al rango de derecho fundamental, 
obligando tanto al Estado como a los 
particulares a garantizar su respeto.

A la par, el artículo 6º consagra la 
protección de la información vincu-
lada a la vida privada frente a actos 
de autoridad, y el artículo 20 regula 
el tratamiento de datos de víctimas y 
ofendidos en procesos penales. Estas 
disposiciones, en conjunto, sientan las 
bases constitucionales que permiten 
al ciudadano acudir al juicio de am-
paro cuando su información personal 
es indebidamente tratada.

El amparo como mecanismo de tutela
El amparo ha resultado determinante 
en tres escenarios principales:
1. Impugnación de normas: cuando 

el legislador crea leyes que per-
miten la vigilancia masiva o la 
conservación indiscriminada de 
datos, el amparo se convierte en 
la vía para cuestionar su consti-
tucionalidad.

2. Defensa frente a actos de auto-
ridad: por ejemplo, cuando una 
dependencia exige información 
personal sin orden judicial ni jus-
tificación legal.

3. Omisiones legislativas: el ampa-
ro también puede emplearse para 
reclamar la falta de regulación 
frente a tecnologías emergentes 
que ponen en riesgo la privaci-
dad (como registros biométricos).

De esta manera, el amparo cumple 
no solo una función correctiva, sino 
también preventiva, al detener prácti-
cas inconstitucionales antes de que se 
consumen plenamente.

Casuística: amparos relevantes en 
materia de privacidad
En los últimos años, la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación (SCJN) ha 
resuelto casos paradigmáticos en los 
que el juicio de amparo ha sido el ve-
hículo de protección, tal es el caso de 
la Geolocalización en tiempo real. La 
Corte declaró inconstitucional que las 
autoridades pudieran rastrear teléfo-
nos celulares sin autorización judi-
cial (Acción de inconstitucionalidad 
32/2012). El criterio reafirmó que las 
comunicaciones privadas son inviola-
bles, salvo orden judicial fundada.

Otro caso grave ha sido la Filtración 
del padrón electoral (2016). Aunque 
el caso se sancionó principalmente en 
sede administrativa y electoral, diver-
sos amparos exhibieron la necesidad 
de tipificar con mayor precisión la ex-
posición masiva de datos como viola-
ción constitucional.

Existen varios precedentes que  mues-
tran cómo el amparo se adapta a los 
desafíos que plantea la era digital y 
marca límites claros frente a políticas 
públicas invasivas.

Dimensión procesal: prueba ilícita y 
cadena de custodia
El amparo también protege en el te-
rreno procesal. El principio de exclu-
sión de la prueba ilícita, reconocido 
por la SCJN, establece que ninguna 
evidencia obtenida con violación de 
derechos fundamentales puede tener 
valor probatorio. Así, un correo elec-
trónico, registro telefónico o conver-
sación privada obtenidos sin orden 
judicial deben ser descartados en jui-
cio.

Además, el manejo de evidencia digi-
tal exige protocolos técnicos de cade-
na de custodia que garanticen la inte-
gridad de los datos. Si esta se rompe, 
el amparo es la vía para cuestionar la 

El amparo como garante de la privacidad
y los datos personales en México

Los datos personales se han con-
vertido en uno de los bienes más 
valiosos de la era digital. Cada 

compra en línea, cada conversación 
en redes sociales y cada búsqueda en 
internet deja un rastro que puede ser 
aprovechado por empresas, autorida-
des e incluso ciberdelincuentes. En 
este escenario, el derecho a la priva-
cidad, tradicionalmente ligado al do-
micilio o a la correspondencia, se ha 
ampliado para incluir la protección 
de la información digital que revela 
quiénes somos.

En México, el juicio de amparo
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validez de la prueba, asegurando que 
la privacidad de los involucrados se 
respete incluso dentro de los procesos 
judiciales.

Retos del amparo frente a los datos 
personales
A pesar de su importancia, el amparo 
enfrenta retos considerables:
1. Innovación tecnológica vs. dere-

cho escrito. El big data, la inte-
ligencia artificial y la biometría 
plantean riesgos que la legisla-
ción mexicana aún no regula ex-
presamente.

2. Falta de uniformidad. Los cri-
terios de tribunales colegiados 
sobre el alcance del derecho a la 
protección de datos no siempre 
son homogéneos, lo que genera 
incertidumbre.

3. Legitimación colectiva. El ampa-
ro individual resulta insuficiente 
frente a vulneraciones masivas, 
como filtraciones de millones 
de registros. La ausencia de am-
paros colectivos limita la tutela 
efectiva.

4. Cambios institucionales. La re-
ciente reforma que elimina al 
INAI como órgano autónomo 
abre un debate sobre la coordina-
ción entre protección administra-
tiva y judicial.

El juicio de amparo es hoy una de las 
principales herramientas de defensa 
de la privacidad y de los datos per-
sonales en México. Sus precedentes 
han permitido delimitar hasta dónde 
pueden llegar las autoridades en el 
uso de la información de los ciudada-
nos, y han frenado prácticas invasivas 
como la retención masiva de datos, la 
geolocalización sin control judicial y 
los registros biométricos obligatorios.

Sin embargo, el reto sigue siendo 
enorme. Se necesita que los jueces 
adopten una visión tecnológica sen-
sible, que el legislador actualice cons-
tantemente la normativa y que la so-
ciedad conozca y ejerza su derecho a 
la privacidad.

En un entorno donde cada clic deja 
huella, el amparo nos recuerda que 
la Constitución ofrece un escudo vivo 
y eficaz para proteger lo más íntimo: 
nuestros datos personales.

En la costa jalisciense, se revela un 
destino que susurra historias de au-
tenticidad y aventura: Costalegre. 
Este impresionante corredor de más 
de 300 kilómetros, que abraza los 
municipios de Cihuatlán, La Huerta, 
Tomatlán y Cabo Corrientes, no es 
solo un punto en el mapa, sino una 
invitación a vivir experiencias que 
trascienden lo ordinario. Aquí, donde 
Chalacatepec y la histórica Barra de 
Navidad brillan con luz propia, Cos-
talegre se presenta como el “Secreto 
mejor guardado de Jalisco”, un lugar 
donde cada amanecer promete un 
nuevo descubrimiento.

EL SECRETO
MEJOR GUARDADO
DE JALISCO
Un viaje a través de 300 kilómetros
de costa con bahías, playas de ensueño
y selvas vírgenes

Paraísos



Jalisco se consolida como un refe-
rente turístico nacional, y Costalegre 
es el estandarte de esta vanguardia. 
Con un crecimiento sostenido que 
vio a Jalisco recibir 33.2 millones de 
visitantes en 2024, generando una 
derrama económica de 76,495 millo-
nes de pesos, las proyecciones para 
2025 superan los 80,000 millones de 
pesos. Este auge es un testimonio 
de la oferta inigualable de Jalisco, y 
entre ello, la exclusividad de Costa-
legre, gracias a sus playas vírgenes, 
su vasta oferta de actividades al aire 
libre y un profundo compromiso 
con la conservación ambiental. Por 
ello, si visitas esta región de Jalisco, 
te invitamos a conocer:

Bahías de Ensueño: Recorre la Ba-
hía de Navidad, la serena Bahía de 
Tenacatita, la exclusiva Costa Care-
yes, la vibrante Bahía de Chamela, 
la auténtica Costa Majahuas y el 
majestuoso Cabo Corrientes, Playas 
que Armonizan: Descubre la belleza 
de Chalacatepec, la misteriosa La 
Peñita Pintada, la extensa Majahuas, 
la tranquila Cruz de Loreto, la 
pintoresca Punta Las Peñitas, y la 
imponente Presa Cajón de Peñas. 
En la Bahía de Chamela, te esperan 
playas como El Negrito, Las Rosa-
das, Chamela, Punta Pérula y las 
Alamandas. Mientras que en Cabo 
Corrientes, podrás disfrutar de Ye-
lapa, Mayto y Quimixto.

Estas maravillas se extienden por 
los cuatro municipios costeros, ofre-
ciendo paisajes que quitan el aliento

Además, Costalegre se distingue 
por su inigualable variedad de ac-
tividades que fusionan aventura, 
naturaleza, cultura y bienestar, invi-
tando a los viajeros a sumergirse en 
un abanico de posibilidades:

Aventura al aire libre: La región es 
perfecta para la emoción. Experi-
menta el avistamiento de ballenas 
en temporada, sumérgete en buceo 
y snorkel en arrecifes prístinos, de-
safía las olas perfectas para el surf, 
y participa en la emotiva liberación 
de tortugas en santuarios protegi-
dos. Para los amantes de la tierra, 
los senderos invitan al senderismo, 
la bicicleta de montaña y los paseos 
a caballo, explorando paisajes que 
quitan el aliento.

Exploración natural y ecoturismo 
consciente: Embárcate en recorridos 

por esteros y reservas ecológicas, 
ecosistemas vitales que albergan una 

rica observación de aves y ofrecen 
serenos paseos en kayak y paddle 

board para una inmersión total en la 
tranquilidad del entorno. Cada acti-

vidad es una invitación a interactuar 
de forma respetuosa con la majes-

tuosa biodiversidad del Pacífico.

Selva de microclimas y cascadas: 
Adéntrate en un extenso paraíso con 
selvas vírgenes donde la vegetación 
cambia caprichosamente de palmas 

a pinos. Ríos y cascadas forman 
exuberantes piletas naturales, idea-
les para practicar cualquier clase de 
deporte de aventura o simplemente 

relajarse en un entorno de paz ab-
soluta.

Cultura viva y sabores auténticos: 
La gastronomía costera es un festín 

para el paladar, con restaurantes que 
ofrecen mariscos frescos y platillos 

que celebran las tradiciones jalis-
cienses, desde la pesca del día hasta 
la cocina de la granja a la mesa. Ex-
plora los mercados locales y descu-
bre artesanías únicas que narran la 
historia de la región. Los festivales 

locales son una ventana a la alegría 
y el folclore de la comunidad.

Bienestar y conexión interior: Costa-
legre ofrece un refugio para el alma. 
Sumérgete en prácticas de yoga con 

vistas al mar, déjate consentir con 
tratamientos de spa revitalizantes 

que utilizan elementos naturales de 
la región, y experimenta la purifica-
ción ancestral del temazcal. Aquí, el 
bienestar es una parte integral de la 

experiencia de viaje.

Costalegre está lista para consolidar-
se como un destino de clase mundial 

que equilibra la modernidad con la 
tradición. La combinación de una 

infraestructura de vanguardia y su 
encanto histórico y auténtico ase-

gura un aumento significativo en la 
afluencia turística para 2025 y más 

allá. Este destino invita a los viajeros 
a descubrir un rincón del Pacífico 
mexicano donde la naturaleza, la 

cultura y la exclusividad se entrela-
zan para crear experiencias inolvida-

bles y sostenibles.
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Propuestas para mejorar el juicio de amparo

El juicio de amparo debe de 
proceder contra las reformas 
constitucionales, cuando se 

afectan las garantías del goberna-
do.

Una Constitución como comple-
jo normativo fundamental, es una 
obra del hombre, por tal situación 
su obra es perfectible, de ahí que en 
la misma se establezcan procedi-
mientos a fin de mejorarla, modifi-
cando u adicionando su contenido, 
o bien, adecuándola a los cambios 
que se gestan en el interior de una 
sociedad.

Por lo que hace a la Constitución 
Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la misma puede ser adi-
cionada o reformada por el Congre-
so de la Unión y la mayoría de las 
legislaturas locales, a dicho órgano 
se le ha denominado Constituyente 
Permanente u Órgano revisor de la 
Constitución, éste último es el que 
me parece la acepción más correc-
ta, de acuerdo a la Teoría Constitu-
cional; en efecto, el Constituyente, 
nunca ejerce poder alguno, expide 
la Constitución y desaparece, su 
función es crear a los órganos cons-
tituidos, para que ejerzan las atri-
buciones que les son establecidas 
en un marco de competencias, así 
las cosas, las autoridades sólo de-
berán realizar aquello que la ley les 
permite, mientras que los gober-
nado pueden realizar toda aquella 
conducta que no esté prohibida.

En efecto, el órgano reformador 
de la Constitución, que no es un 
Constituyente permanente, pues se 
encuentra integrado por órganos 
constituidos, de ahí que tiene lími-
tes que se encuentran en la misma 
Constitución que goza del princi-
pio de supremacía constitucional 
desde la óptica del derecho interno. 
La Constitución de 1917, ha sido 
motivo de reformas que están gene-
rando conflictos entre los factores 
reales de poder, por ejemplo la re-
forma animalista que impide usos 

y costumbres antiquísimas como la 
tauromaquia y las peleas de gallos; 
también se ha dañado la garantía 
del gobernado al acceso a la infor-
mación pública gubernamental al 
desaparecer el Instituto Nacional 
de Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental; se pretende un 
cambio del sistema capitalista a un 
socialista, desterrando los derechos 
adquiridos de propiedad privada; 
por ello, el permitir la procedencia 
del juicio de amparo contra las re-
formas a la Constitución, impedirá 
conflictos con un gobierno que ya 
da muestras de un autoritarismo 
sin precedentes, lo que seguramen-
te va a generar conflictos sociales, 
por no tener un acceso a una tutela 
judicial efectiva contra las reformas 
constitucionales, respecto al actuar 
de un órgano revisor de la Consti-
tución que no debe estar exento de 
ser controlado judicialmente; de no 
establecer la procedencia del juicio 
de amparo contra las reformas a la 
Constitución, sólo deja a los gober-
nados el ejercicio del derecho a la 
revolución, como defensa de sus 
garantías de gobernado contra go-
biernos autoritarios.

Adicionalmente tenemos que el 
principio de progresividad, debe 
impedir, que tengamos reformas 
que sean un retroceso a los dere-
chos garantizados a favor de los 
justiciables; por ejemplo, en Méxi-
co, se encuentra proscrita la muti-
lación, la pena de muerte, luego, 
no debe permitirse que el órgano 
revisor de la Constitución, deje sin 
efecto dichas prohibiciones.

Es por ello, que a nivel Constitucio-
nal debe establecerse la proceden-
cia del amparo contra reformas a la 
Constitución cuando se afectan las 
garantías del gobernado, buscando 
que sea el gobernado quien tenga 
un empoderamiento, para supervi-
sar a sus autoridades, defendiendo 
sus derechos inscritos en la Consti-
tución Federal. Incluso la acción de 
inconstitucionalidad también debe 
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proceder contra las reformas a la 
Constitución por parte de las mino-
rías legislativas.

+ Debe desaparecer el principio de 
estricto derecho, pues contravie-
ne las esencia de las garantías del 
gobernado, ya que se debe dar una 
generosa tutela judicial a todo justi-
ciable, en general e indistintamen-
te; sin hacer discriminación alguna 
basada en la exigencia de que sólo 
serán protegidos aquellos que se-
pan argumentar una violación de 
sus garantías de gobernado; por 
consiguiente, la función jurisdic-
cional ya no debe estar sujeta a un 
acendrado formalismo cuasi sacra-
mental, como lo es el de estricto de-
recho, que condiciona, limita y se 
traduce en un efectivo subterfugio 
que genera el desamparo de mu-
chos justiciables.

+ En materia penal fiscal, se debe 
establecer a favor de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, 
un recurso de revisión, similar al 
recurso de revisión administrativa 
establecido en el artículo 104 frac-
ción III de la Constitución.
Con ello se evitaría tesis como la 
siguiente:
Registro digital: 2030438
Instancia: Primera Sala
Undécima Época
Materias(s): Penal, Común
Tesis: 1a./J. 32/2025 (11a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Ju-
dicial de la Federación. Libro 49, 
Mayo de 2025, Tomo III, Volumen 
1, página 298
Tipo: Jurisprudencia

SECRETARÍA DE HACIENDA Y 
CRÉDITO PÚBLICO. TIENE LE-
GITIMACIÓN PARA PROMOVER 
JUICIO DE AMPARO EN SU CA-
LIDAD DE VÍCTIMA U OFENDI-
DA EN LOS PROCEDIMIENTOS 
PENALES FEDERALES INSTRUI-
DOS POR DELITOS FISCALES.

Hechos: Dos Tribunales Colegiados 
de distintos circuitos, al resolver 
respectivamente juicios de ampa-
ro en materia penal se pronuncia-
ron de manera distinta sobre si la 

Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, en su carácter de víctima 
u ofendida en los procesos penales 
de los que derivaron los actos recla-
mados, contaba con legitimación 
para acudir al juicio de amparo en 
contra de determinaciones emiti-
das en procesos penales seguidos 
por la comisión de delitos fiscales. 

Criterio jurídico: La Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, en 
su carácter de víctima u ofendida, 
tiene legitimación para promover 
juicios de amparo en contra de las 
determinaciones dictadas en proce-
sos penales que se sigan por delitos 
fiscales, pues representa el interés 
de la sociedad de salvaguardar el 
erario, que se integra con las apor-
taciones de todas las personas con-
tribuyentes.

Bajo esta lógica, dicha Secretaría 
no solamente está legitimada para 
esta defensa del patrimonio de la 
Nación, a fin de que sea suficien-
te para satisfacer las necesidades 
sociales a través del gasto público, 
sino también para vigilar que todas 
las personas participen de la carga 
pública de la manera proporcional 
y equitativa que ordena la Consti-
tución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Justificación: El artículo 31, fracción 
IV, de la Constitución Política pre-
vé que la justicia en la imposición 
de tributos se sustente en requisitos 
de generalidad y abstracción, pero 
también en que permitan conservar 
un esquema equitativo en la mane-
ra en que la ciudadanía cumple con 
su deber de contribuir al sosteni-
miento de las cargas públicas. 

En ese sentido, los contribuyentes 
tienen la potestad de exigir, a tra-
vés de un órgano especializado, en 
este caso, la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público, que no queden 
impunes los delitos fiscales que 
afectan el patrimonio del Estado 
y a que se pague la reparación del 
daño causado.

La comisión de delitos fiscales no 

sólo afecta al fisco federal, sino tam-
bién al patrimonio de la sociedad 
como principal interesada en que se 
cumpla con el pago de las contribu-
ciones, pues con ello se asegura el 
gasto público. Por esa razón, todos 
los contribuyentes tienen la potes-
tad de exigir, a través de un órga-
no especializado, como lo es dicha 
Secretaría, que no queden impunes 
los delitos fiscales y que se repare el 
daño que ocasionan.

Así, el artículo 92 del Código Fiscal 
de la Federación, vigente a partir 
del diecisiete de junio de dos mil 
dieciséis, reconoció a la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público 
como víctima u ofendida de los de-
litos fiscales, en cuyos procesos ac-
túa en un plano de igualdad frente 
a la persona imputada, lo que per-
mite establecer que, como parte en 
el proceso penal, está legitimada 
para promover el juicio de ampa-
ro en contra de resoluciones que 
se dicten en procesos penales ins-
truidos por la comisión de delitos 
previstos en el Código Fiscal de la 
Federación, en términos de los ar-
tículos 1o., 5o., fracción I, 6o. y 170, 
fracción I, párrafo segundo, de la 
Ley de Amparo. 

Al determinar esa legitimación no 
es aplicable la regla establecida en 
el artículo 7o. de la Ley de Amparo 
que exige que el juicio de amparo 
sólo puede ser promovido por una 
persona moral oficial cuando se 
afecte su patrimonio respecto de re-
laciones jurídicas en las que se en-
cuentren en un plano de igualdad 
con los particulares. En este caso, 
si bien el erario no es el patrimonio 
de la Secretaría mencionada, ésta 
posee un carácter de guardián res-
pecto al patrimonio nacional, inte-
grado en gran medida por las apor-
taciones tributarias de la sociedad.

Por lo anterior, la legitimación de 
la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público para promover un jui-
cio de amparo en las condiciones 
señaladas se sustenta en que actúa 
en representación de los derechos 
fundamentales de quienes con-
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tribuyen al gasto público, a fin de 
asegurar la reparación de daños o 
perjuicios ocasionados conforme al 
artículo 109, fracción XXV, del Có-
digo Nacional de Procedimientos 
Penales, que constituye parte del 
objeto del proceso penal acusatorio 
en términos del artículo 20, aparta-
do A, fracción I, de la Constitución 
Política.

Además, de esta forma la referida 
Secretaría cumple con su deber de 
garante especializado del sistema 
tributario del país, y de vigilar la 
observancia del principio de gene-
ralidad tributaria, que establece, 
como un aspecto inherente a la res-
ponsabilidad social, la obligación 
constitucional de la ciudadanía de 
contribuir al gasto público de la 
manera proporcional y equitativa 
que dispongan las leyes.

Contradicción de criterios 
154/2022. Suscitada entre el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Vigési-
mo Primer Circuito y el Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Ad-
ministrativa del Vigésimo Segundo 
Circuito. 2 de abril de 2025. Mayo-
ría de tres votos del Ministro Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, 
quien está con el sentido, pero se 
aparta de los párrafos setenta y uno 
a setenta y cuatro y reservó su dere-
cho para formular voto concurren-
te, y de las Ministras Ana Margari-
ta Ríos Farjat y Loretta Ortiz Ahlf. 
Disidentes: Jorge Mario Pardo Re-
bolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Po-
nente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretarios: Saúl Armando Patiño 
Lara, Jonathan Santacruz Morales 
y Edwin Antony Pazol Rodríguez.

Tesis y/o criterios contendientes:
El emitido por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Ad-
ministrativa del Vigésimo Primer 
Circuito, al resolver el amparo di-
recto 12/2020, en el que consideró 
que la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público no podía acudir al 
juicio de amparo porque no basta-

ba que en el proceso penal tuviera 
el carácter de víctima u ofendida 
del delito fiscal de conformidad 
con el artículo 92 del Código Fis-
cal de la Federación, sino que en 
términos del artículo 7o. de la Ley 
de Amparo se causara afectación 
al patrimonio de esa Secretaría res-
pecto a relaciones jurídicas en las 
que se encontrara en un plano de 
igualdad con la persona imputada 
tercero interesado; y,
El sustentado por el Tribunal Cole-
giado en Materias Penal y Adminis-
trativa del Vigésimo Segundo Cir-
cuito, al resolver el amparo directo 
163/2021, en el que estimó que la 
Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público sí tenía legitimación para 
acudir al juicio de amparo y no era 
necesario atender al artículo 7o. de 
la Ley de Amparo, sino únicamen-
te a sus numerales 5o., fracción I y 
170, fracción I, párrafo segundo y 
92 del Código Fiscal de la Federa-
ción.

Tesis de jurisprudencia 32/2025 
(11a.). Aprobada por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en se-
sión privada de veintitrés de abril 
de dos mil veinticinco.

La anterior tesis, contraviene la tra-
dición del juicio de amparo, pues 
un acto como lo es el sobreseimien-
to de una causa penal por un delito 
fiscal, no se afecta el patrimonio de 
la Secretaría de Hacienda, toda vez 
que las contribuciones que supues-
tamente dejaron de enterarse al fis-
co no forman parte del patrimonio 
de la citada secretaría; en la novena 
época, se tenía muy clara esa idea, 
tan es así que la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, dijo que era improcedente 
el amparo contra la determinación 
que confirmó el no ejercicio de la 
acción penal de un ilícito de índole 
fiscal, dado que el amparo se rige 
por el principio de procedencia a 
favor del gobernado y no para que 
las autoridades hacendarias pue-
dan cumplir con sus funciones re-
caudatorias; tal como se sostenía en 
la jurisprudencia siguiente:
Registro digital: 176988

Instancia: Primera Sala
Novena Época
Materias(s): Penal
Tesis: 1a./J. 109/2005
Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo XXII, 
Octubre de 2005, página 307
Tipo: Jurisprudencia

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO 
DE AMPARO. SE ACTUALIZA 
CUANDO LA SECRETARÍA DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLI-
CO, EN SU CARÁCTER DE AUTO-
RIDAD, RECLAMA DEL AGENTE 
DEL MINISTERIO PÚBLICO DE 
LA FEDERACIÓN LA DETERMI-
NACIÓN DE NO EJERCICIO DE 
LA ACCIÓN PENAL.

El juicio de amparo es el medio de 
defensa a través del cual los gober-
nados pueden impugnar los actos 
arbitrarios del poder público; ex-
cepcionalmente las personas mo-
rales oficiales pueden hacer uso de 
dicho medio, siempre y cuando el 
acto reclamado afecte sus intereses 
patrimoniales, en términos del artí-
culo 9o. de la ley de la materia. En 
ese tenor, si la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público, en su función 
recaudadora, advierte que algún 
contribuyente presuntamente incu-
rrió en la comisión de un delito en 
perjuicio del fisco federal y formula 
la querella correspondiente ante el 
agente del Ministerio Público de la 
Federación y éste determina el no 
ejercicio de la acción penal, no se 
surte la hipótesis prevista en el ci-
tado precepto y, por ende, se actua-
liza la causal de improcedencia a 
que se refiere el artículo 73, fracción 
XVIII, de la Ley de Amparo, por lo 
que deberá sobreseerse en el juicio 
de garantías, conforme al numeral 
74, fracción III, de la ley menciona-
da. Lo anterior es así en virtud de 
que la determinación de la repre-
sentación social no afecta el patri-
monio del Estado, toda vez que las 
contribuciones que supuestamen-
te dejaron de enterarse al fisco no 
forman parte del patrimonio de la 
citada secretaría, pues éstas no se 
prevén en el catálogo de derechos 
y bienes que conforman el patrimo-
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nio nacional contenido en la Ley 
General de Bienes Nacionales. Ade-
más, la comparecencia de dicha se-
cretaría ante el Ministerio Público y 
posteriormente ante los órganos ju-
risdiccionales a solicitar el amparo 
y protección de la Justicia Federal, 
no la llevaría a cabo como particu-
lar, sino en su carácter de autoridad 
fiscal y al amparo del imperio y fa-
cultades concedidas por la Ley Or-
gánica de la Administración Públi-
ca Federal y el reglamento interior 
de la aludida secretaría.

Contradicción de tesis 53/2005-
PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y 
Séptimo, ambos en Materia Penal 
del Primer Circuito. 13 de julio de 
2005. Mayoría de tres votos. Ausen-
te: José de Jesús Gudiño Pelayo. Di-
sidente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Ponente: Sergio A. 
Valls Hernández. Secretario: Joa-
quín Cisneros Sánchez.

Tesis de jurisprudencia 109/2005. 
Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión de fe-
cha trece de julio de dos mil cinco.

+El delito de violación a la sus-
pensión, previsto en el artículo 263 
fracción III, de la Ley de Amparo 
reglamentaria de los artículo 103 
y 107 de la Constitución Política 
de los estados Unidos Mexicanos, 
debe tipificar la conducta de la au-
toridad responsable que se niegue 
a cumplir con una resolución de 
suspensión de la que tenga cono-
cimiento por ejemplo cuando el 
quejoso le exhibe copia certificada, 
y no sólo para el caso de que se en-
cuentre debidamente notificada; ya 
que de ejecutar en ese caso, el acto 
reclamado, dicha conducta no en-
cuadraría en el tipo penal de viola-
ción a la suspensión, lo que refleja 
la deficiencia de este tipo penal.

+ Se deben retomar los plazos para 
rendir informes justificados y pre-
vios, previstos en la Ley de Ampa-
ro de 1936, ya que actualmente los 
plazos que prevé la ley de amparo 
de 2013, son mayores impidiendo 

una celeridad en el juicio de ampa-
ro.

+ La suspensión del proceso or-
denada en el artículo 61 fracción 
XVII de la Ley de Amparo, para el 
amparo penal, debe de impedir el 
desahogo de la audiencia interme-
dia y no suspender una vez que se 
concluya la etapa intermedia; esto 
para efecto de que el quejoso, pue-
da estar en aptitud de optar por 
una salida alterna como lo es, una 
suspensión condicional del proce-
so, para el caso de no obtener una 
sentencia favorable en el juicio de 
amparo.   

+ Se debe retomar el concepto de 
ataques a la libertad personal fuera 
de procedimiento judicial, ya que 
actualmente la ley de amparo sólo 
menciona el concepto de ataques a 
la libertad personal fuera de pro-
cedimiento, concepto que genera 
incertidumbre, siendo más preciso 
el contenido en la ley de amparo 
de 1936, al tener como precisión, 
el concepto de procedimiento judi-
cial.

+ Hoy día rige en México, un mo-
delo social de discapacidad; este 
modelo parte de la idea de que el 
“problema” de la discapacidad no 
se encuentra en la persona, sino en 
la sociedad que no ha sido capaz de 
adaptarse y dar satisfacción a las 
necesidades de los diferentes indi-
viduos que la conforman. Por tan-
to, este modelo busca la integración 
de las personas con discapacidad, 
en lugar de su exclusión, resaltan-
do sus capacidades en los diferen-
tes ámbitos.

Así las cosas, atendiendo a los ar-
tículos 1, 2, 4, 5, 12, 13 y 21 de la 
Convención sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad, así 
como 1.2 de la Convención Inte-
ramericana para la eliminación de 
todas las formas de Discriminación 
contra las Personas con Discapaci-
dad y 3 de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos, a 
las personas con discapacidad se 
les considera que están ubicadas en 

un plano de igualdad con relación a 
todas las demás personas, buscan-
do únicamente el rompimiento de 
las barreras que les impidan ejercer 
por sí libremente sus derechos, sin 
la existencia de un suplente y susti-
tuto de la voluntad. Esta situación 
ha generado que a la luz de este 
nuevo paradigma deba de erradi-
carse la figura del tutor como per-
sona que sustituya la voluntad de 
la persona con discapacidad. Hoy 
día las personas discapacitadas go-
zan del derecho humano al igual 
reconocimiento como persona ante 
la ley, previsto en artículo 12 de la 
Convención sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad. 

Para el nuevo modelo de adminis-
tración de justicia con relación a las 
personas con discapacidad, no se 
deber permitir una suplantación de 
la voluntad en la persona de quien 
puede ser persona quejosa. 

No se pretende defender el derecho 
de una persona discapacitada, sino 
que lo que se cuestiona es la falta de 
legitimación por parte de la tutora 
para formular una demanda de 
amparo en nombre de una persona 
a quien dice representar con base 
en un nombramiento. Este nombra-
miento carece de validez para tener 
esa representación y alcance, pues 
la persona discapacitada tiene el 
derecho de hacer valer por sí mis-
ma sus propios derechos en contra 
de quien considere que efectiva-
mente está cometiendo en su contra 
un acto violatorio de sus garantías 
de gobernado.

En consecuencia, debe armonizar-
se los artículos 6 y 8 de la Ley de 
Amparo por lo que hace al tema 
de los incapacitados para que solo 
tengan un apoyo, en el ejercicio de 
la acción de amparo, y puedan de-
fender sus derechos por sí mismos, 
erradicando figuras como la tutela.
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CL78 
Tenis con un diseño clásico de corte 
bajo y un upper en gamuza suave. 
Con materiales premium de cuero y 
finos bordados que resaltan el logo 
y las líneas definidas, los CL78 son 
unos sneakers muy versátiles, dis-
tintivos, y fáciles de combinar con 
cualquier look casual. Disponibles en 
tres colorways: blanco, negro, café y 
verde.  

ZN80 
El equilibrio perfecto entre un estilo 
clásico y comodidad moderna. Estos 
sneakers están confeccionados con 
materiales duraderos y de resisten-
cia. Su diseño de corte limpio tiene 
perforaciones en los paneles laterales 
para una ventilación óptima y cuenta 
con una suela de goma que propor-
ciona agarre y resistencia. Su diseño 
urbano y deportivo eleva cualquier 
tipo de outfit y se encuentran dispo-
nibles en tres colorways: negro, blan-
co/arena y negro/mate. 

ZN90 
Inspirados en la estética del mundo 
del básquetbol de los años 90, estos 
sneakers están hechos para outfits 
con personalidad y estilos definidos. 
Con una suela e interiores muy có-
modos, los ZN90 tienen detalles en 
gamuza y piel de primera calidad, 
pensados para quien está creando y 
en constante movimiento. Sus colores 
disponibles son arena y negro. 

Champion presenta su Colección 
Urbana Europea  

Con inspiración en la elegancia, estilo y comodi-
dad del calzado deportivo europeo, este verano 
Champion México presenta 3 calzados icónicos 
que conectan a Latinoamérica con la herencia 
de moda de las grandes capitales de Europa.  

Movimiento, personalidad y tendencia son par-
te de las características de estas diez siluetas 
de vanguardia que presenta Champion en esta 
nueva colección. A continuación, te detallamos 
cada uno de estos lanzamientos en México. 

Con estos diseños europeos, novedosos y de alta confec-
ción, presentados por primera vez en México, Champion 
invita a marcar la diferencia en el estilo y a adquirir cuan-
to uno de los modelos limitados y altamente buscados.  

 www.championmexico.com.mx 
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Asesoría, redacción y revisión de contratos para
verificar y dar veracidad a la información, que tu
compra o venta sea segura es nuestra responsabilidad.
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(+52) 55 4430 9821 

Asesoría, redacción y revisión de contratos para
verificar y dar veracidad a la información, que tu
compra o venta sea segura es nuestra responsabilidad.

Inmobiliario

Basta experiencia en fusión y/o adquisición de
empresas.

Fusiones y adquisiciones de empresas

Tu libertad es lo más importante. Los abogados
penalistas mejor capacitados de México te ayudarán a
recuperar tu libertad.

Penal

Protegemos y regularizamos tu empresa, solucionando
contratiempos en el marco legal.

Corporativo

Asesoría, análisis de riesgos y diseño de estrategias
legales para garantizar seguridad y cumplimiento en el
entorno digital. Protección de datos personales y
cumplimiento con normativas TIC.

Digital y Compliance

Diseñamos estrategias personalizadas para tener
resoluciones definitivas e inmediatas en el ámbito civil
y comercial. 

Civil

En ZAL&T firma de abogados, te ayudamos
a solucionar y prevenir cualquier situación

legal dentro de México.

, la red de abogados más grande de MéxicoGrupo Multimedia Legal
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MAZDA BTḋ50
FUERZA QUE RESPETA EL  CAMINO

Diseñada para trabajar contigo

T. 5580008500

FB. Mazda Coacalco

IG. MazdaRavisaCoacalco

Av. José López Portillo 175, San Lorenzo Tetlixtac, 55714 

San Francisco Coacalco, Méx.
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